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CÓDIGO PEMAIi REFORMADO, con notas, el dicta- 
men de la Comisión de las Cortes Coustituyentes y los discursos pronun- 
ciados en las mismas al discutirse el Proyecto sobre la reforma del Código 
Señal , presentado por el Excmo. Sr, Mmistro de Gracia y Justicia; segui- 
de un Apéndice que comprende el decreto de n de Setiembre dic- 
tando reglas para la inmediata aplicación del art. 23 del Código penal, 
las leyes sobre casación criminal y reforma del procedimiento criminal, la 
ley de orden público , y la provisional estableciendo reglas para el ejerci- 
cio de la gracia de indulto ; con el decreto de 1852 , sobre los delitos de 
contrabando y defraudación , y los títulos de la ley electoral y de la de or- 
ganización del poder judicial, que tienen alguna relación con el objeto de 
esta obra; afUidido últimamente con todas las erratas y modificaciones 
que ha sufrido el Código. 

Consta de un tomo en 4." de más de 300 páginas , y se vende al módi- 
co precio de diez reales en Madrid: én la Administración de la Revista, 
calle de Peligros, núms. 6 y 8, cuarto segundo, y en las principales libro - 
rías; y en provincias á doce reales, franco de porte. 

liEV HIPOTE€i&RI4 REFORMADA, con la i>t$cumn 
parlamentaria habida en las Cortes de 1860 y 6f y en las Constituyentes 
de 1869, con la Exposición que precedía al proyecto de reforma y la de 
motivos que redactó fa Comisión de Codificación y servia de preámbulo á 
la ley de 1861 ; anotada y concordada con los artículos del reglamento dic- 
tado para su ejecución, que se inserta también íntegro, y con las disposi- 
ciones de la Dirección general del Registro y demás que han quedado vi- 
gentes; y seguida de un ApÉPimcE que comprende el cuadro demostrativo 
He todos los registros de la propiedad, la fariTii y disposiciones sobre el 
impuesto hipotecario, sobre bienes nacionales, ierro-carriles y obras públi- 
cas é instituciones de Crédito territorial, en su relación con la Ley Hipo- 
tecaria por D. Felipe Más y Monzó. — Publicación de la Revista general 

DE LeGISLACIOiN Y JURISPRUDENCIA. 

Esta obra consta de un lomo en 4.*' de cerca de 800 páginas, y se j 
vende al módico precio de treinta y seis rs. en Madrid y cuarenta en pro- ; 
rincias. 

PATROHATO ECliESlÁSTICO DE L*0$ REYES 

DE ESPaSA. — Resumen de los hechos que han intervenido entre las 
dos Cortes de España y Roma, sobre ajustarías controversias pendientes 
de patronato y abusos de la Dataría y Nunciatura , recopilado por D. As- 
CENSio DE Morales, Oidor honorario de la Real Audiencia de Sevilla. Año 
de 1847. 

Obra dada á luz por primera vez y continuada hasta d día por D. Fe- 
lipe MÁS Y MONZÓ. 

Comprende la obra los sucesos anteriores á la interdicción última con 
la corte de Roma; el Concordato de París, el de 1737, el de 1753, el 
de 1851, el convenio de 1859 y la instrucción de 1867. 

En la segunda parte, pruébase pertenecer á S. M. el Patronato univer- 
sal i)or los títulos de fundación y ctotacion, por el título de conquista, y 
por indultos pontificios, y que por todo ello funda de derecho en todas las 
Iglesias de sus reinos, y que el conocimiento de las causas de Patronato 
corresponde á S. M. y á su Real Consejo Supremo de la Cámara. 

Véndese la obra al precio de diez rs. en Madrid y doce en proTÍQCias> 
foránea de porte. 
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INTRODUCCIÓN. 



El artíeulo 93 de la Constitución de 1869, or- 
denó ^e se estableciese el jumo por Jurados para 
todos los delitos políticos y para los comunes que de- 
terminase la ley, y el cumplimiento de este prece][)to 
ecmstitucional ha dado lugar á la reforma de la ley 
de Procedimientos criminales y al establecimiento del 
Jurado del modo que se expresa en los títulos 4/ 
y 5/ de la misma, y de que vamos á ooipamos en 
este pobre trabajo. No vamos nosotros á resolver en 
él^ si la creación de \m Jurado denr'^ied^ en ia 
época» presente es ó no un adelanto ^^^ ^-^^j un 
verdadwo progreso. Si con la ley de la historia exa- 
minásemos esta institución, sobradas ^mas tendría- 
mos para combatirla^ y para probar que la etttrada 
del proletariado en ese Tribunal nacional, > Im sido 
siempre la muerte de la justicia. El Tribunal más 
democrático de Atenas , el Helion, compuesto eh su 
mayor parte de miserables, se desacredita y perece 
por la venalidad de sus miembros , habiendo llegado 
hasta el caso de que Aristofon se alabase de que de 
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.setenta y dneo veces que había sido acusado ante él, 
otras tantas habia logrado su absolución por haber 
sobornadora sus jueces. La historia no le perdonará 
nunca que hizo beber la cicuta á Sócrates por la in- 
fluencia del rico Anito y de su acusador Licon. Los 
Emperadores romanos destruyen y desacreditan el 
Jurado, ó las cuestiones perpéttuis, haciendo que en 
vez de elegirse sólo los jvdices jurati de entre los 
senadores, caballeros y clases principales, se hiciese 
también de los que no pagasen ninguna renta para 
dar lugar así á la corrupción y á la venalidad, que 
llegó á tal extremo, que públicamente se subastaban 
entre el acusador y el acusado los votos de absoludon 
y de condena; dejando de este modo llano el camino, 
para que fácilmente Séptimo Severo, en un rescripto 
á Fabio Cila, abrogase al prwfectus urbis la facultad 
de castigar todos los delitos (1). En Inglaterra, los 
Estados IMios y Bélgica el proletariado está alejado 
de las ^^ J^ ^ de los jurados, puesto que no pueden 
serlo sMo V \ue paguen ciertas libras esterlinas de 
rentr/O^^^ último pueblo, los que paguen la 
cajitidad del censo exigido para ser electores; y sólo 
en Francia, después de la revolucimí de 1848, en la 
Goafederacion Suiza, y ahora en España, es dónde, 
coií ligeras excepciones, se considera la cualidad de 
jurado coitio anherente al derecho de ciudadanía. 

Nosotros no creemos que la^ cualidad de jurado, 
ó la cualidad de intervenir en la administración de 



(1) D. deoff: pmfect. urb. 
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justicia sea uno de los derechos inherentes á la per- 
sonalidad humana ni de dvdadano; porque pa^a ser 
Juez es preciso saber juzgar ^ tener criterio y fuer%a 
de voluntad j para que su voto pueda servir de garan- 
tía de acierto á la sociedad y ahacusadOy^ y todos los 
hombres no se encuentran con esas condiciones. El 
Jurado no es un Tribunal instituido para que ep él se 
sienten todos los ciudadanos , sino para dar seguri- 
dades al acusado y ala ley á^ que ésta se guardará 
rectamente. , , 

Tampoco vamos á resolver, aunque lo hubiéra- 
mos creido más conveniente, si hoy, en el estado 
efervescente der nuestras divisiones políticas^ l^ubiera 
sido mejor que en vez de la creación del Jurado, se 
hubiese establecido un juido oral y publico ante Tri- 
bunales colegiados de derecho^ inamovibles é indepen- 
dientes del poder, cuya ciencia^ posición y hábitos de 
juzgar j fuesen prei>lSis seguras de rectitud y de jusr- 
ticia, porque fieles al precepto constitucional no nos 
creemos ya en la posibilidad de discutirlo. Sin em- 
bargo, no podemos menos de consignar que la ley, 
sin separarse de la Constitución, se ha incHnado bas- 
tante en favor de tos Tribunales colegiados de de- 
recho. 

Nuestro objeto es, examinar á la luz de nuestra 
razón, y de lo que nos enseñan las legislaciones de 
los pueblos en que el Jurado existe, si el modo como 
se ha establecido entre nosotros, nos llevará ó nó ai 
conocimiento eooacto de la verdad y á la práctica de 
la justicia. 



Digitized by 



Google 



VIÍI 

Na creemos qué es ocasión para discutir lá que 
hubiera sido mejor, sino únicametíte para éstudttar 
y encaminar k) que se ha e«itablécid6; y si atendiendo* 
ú estttdo de nuestras costumbres publicas y prima- 
das, se ha organizado el Jurado en consonancia con 
€llas,j sin que pueda infundir temor su plaritea- 
iitielltó. 

liemos emprendklo con gran temor y desconfian- 
za nuestro trabajo, niucho más, cuando proponién- 
donos hacer ver la conveniencia de que, por ahora 
no se hubiese aceptado para el Jurado alguno dé los 
principios democráticos, venios que las nuevas cor- 
rientes políticas le llevarán, de seguro, á admitir una 
intervencidn más directa aún del proletariado (1). No 
tenemos la pretensión dé haber acertado en nuestro 
juicio, y nos daremos por muy satisfechos, si en al- 
gunas de nuestras líneas se encuentra una observa- 
dwi digna de atenderse y de tenerse presente para la 
reforma. 

No queremos terminar estas líneas sin rendií tin 
juátó tributo de admiración al Sr. D. Eugenio Mon- 
tero Ríos, tanto más desinteresado cuanto nada te^ 
nedaos que agradecerle, y cuyo paso por el Ministe- 
rio de Justicia ha dejado reformas tan importantes 



(1) Después de termínaáa esta obra, hemos leido el Proyecto de 
QotfilHnoioik federal de Ih RepúUiea Espinóte, presentado por la 
Comisión de la 4s^mblea Coastituyente, y ea él se encuentra con- 
si^oadb como un derecbo líatural, anterior y superior á toda legis- 
laóíon posiáva, y sin que ningún poder tenga autoridad para mer- 
marle, el de ser jurado y ser juzgado por los Jurados. (Título pre.- 
linúnar, núm. 8.*) 
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como las de la ley Hipotecaria^ Código penaly Orgor 
rmacion dd Poder judidaly Enjuiciamiento crimir 
nal y otras, que necesitaban un tiempo mucho ma- 
yor de preparación y de examen, y que él, sin em- 
bargo, con una laboriosidad y una instrucción envi- 
diables ha llevado á cabo en pocos meses. 

Cúmplenos también, por último, manifestar lo que 
al terminar dijimos en otro trabajo análogo (1): «que 
»si nuestras observaciones no han sido fundadas, si 
«nuestra crítica ha sido demasiado severa, y si nues- 
dtras palabras no han sido alguna vez tan comedidas 
»como merecia la justa reputación del autor y cola- 
«boradores de la ley (2) á quienes tenemos una con- 
» sideración profunda, esperamos que, en gracia de 
»nuestro buen deseo, no vean en nuestro trabajo na- 
»da impropio del que sólo por amor á la ciencia y á 
i>su país, ha escrito las siguientes é insignificantes 
»páginas.» 



(1) Observaciones al Proyecto de la ley HípoteíJaria— 1861. 

(2) Una de las personas que, según la prensa periódica han co- 
laborado más en la redacción de la ley del Jurado, es nuestro que- 
rido amigo y sabio jurisconsulto limo. Sr. D. Alvaro Gil Sanz, Pre- 
sidente de la Audiencia de Madrid, y á cuya excitación hemos es- 
crito esta obra. 
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EL JURADO. 



OBSRRV&CIONliS AL TÍTULO COARTO T QUINTO DEL LIBRO SEGDHDO 

DE LA* 

LET PROVISIONAL DE ENJÜIGIABnENTO CRIWINAI.. 



PRIMERA PARTE. 

DSL JUICIO ORAL ANTE EL JURADO. 

CAPÍTULO PWMERO. 

De la flompotioioB del TribaiMil del imxmdú. 

Los artículos 658, 659 y 660 dicen que el Jurado se compondrá 
de doce jurados y de tres Magistrados; que aqueUos declararán la 
culpabilidad ó inculpabilidad del procesado, y que estos impondrán 
las penas correspondientes á los delitos de que se les hubiere decía- 
rada culpables, y que determinarán la responsabilidad ávü que los 
mismos ó terceras personas hubiesen contraido (1). 

Si estos artículos estuviesea aislados, no habría nada que decir, 
sino ocuparse del sistema mixto que, en la organización del Jurado 
ha seguido la ley; pero viene el artículo 783, y dice que acordarán 
los Magistrados someter la causa á un nuevo Jurado cuando por 
unanimidad declarase que el antetior habia incurrido en error 
grave y manifiesto al pronunciar d veredicto, y con lo cual se dá 
á entender que si el Jurado no tiene el mismo criterio que la sec- 
ción de Magistrados , lo cual sucederá en muchísimos casos, y las 
más de las veces, tratándose de ciertos delitos, y especialmente de 
la calificación de las circunstancias atenuantes y agravantes , que 



(i) Si concurren menor número de jurados ó Magistrados á dictar el 
veredicto ó la sentencia , puede interponerse el recurso de casación (nú- 
mero i,\ art. 808). 
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son escUmivamente de derecho, estos pueden desentenderse de él y 
nombrar otro nuevo. 

Sin querer, y al coordinar estos artículos» se nos viene á la me- 
moria aquel verso de Espronceda:' 

Aqui'para vivir en santa calma, 

O sobra la materia, ó sobra el alma (I). 

ó que en ese nuevo Tribuoal sobran los jurados ó los Magistra- 
dos; porque si éstos tienen facultad para desentenderse de aque- 
llos, y buscar otros que piensen como ellos , ¿para qué éstos? Es 
verdad que esa facultad está taxativamente determioada á los casos 
en que no pueda ofrecer duda racional de que según el resultado 
del juicio, el Jurado ha incurrido en error; pero también es cierto 
que, dejada esa apreciación sólo al criterio racional, y no á una 
prueba tasada y fija , se puede dar lugar á la arbitrariedad , puesto 
que racionalmente más fácil es que se equivoquen tres que doce. 
La ley ha copiado esto del art. 352 del Código de instrucción cri- 
minal francés, si bien con las diferencias que después espondré- 
mos. ¿No hubiera sido mejor y hubiera significado más respecto á 
la institución del Jurado, que en este casó la éuestion hubiese ido, 
como en Inglaterra, á un Tribunal superior que dirimiese la con- 
tienda, y que la Audiencia en pleno, á semejanza de los doce gran- 
des jueces ingleses , fuese la que acordase si la causa habia ó no de 
pasar á un nuevo Jurado? De esta manera , los Magitrados no esta- 
ban sobre ^J Jurado, ni éste sobre aquellos, puesto que ninguno 
tenia poder sobre el otro, las contiendas entre ambos poderes se* 
rtan^resueltas por un Tribunal superior, que signi&^aba igualdad' 
respecto á ambos. Y si esto no se creia conveniente, ¿por qué en 
el segundo jurado no intervienen también, como en Ginebra y 
Francia, nuevos Magistrados? Así la ley no habría lanzado una 
ofen^ á los jurados , suponiéndoles más propensos al error (2). 
De todos modos , lo que aparece claro y terminante , y esto no 



ÍSi 



El Diablo Mundo. , 

En Ginebra y Francia, si los Jueces de derecho están convencidos 
por unanimidad eo el primero , y por mayoría en el segundo , que el Ja-* 
rado se ha equivocado, convocan a otro nuevo; pero no vuelven á inter- 
venir tos mismos Jaeces, y lo ^ue dictare este segando tiene que llevarse 
á efecto. No puede llamarse á segunda Jarado, sí el procesado na sido ab« 
suelto. 



Digitized by 



Google 



3 
lo decimos en soa de censura, sino oon beneplácito nuestro , es q^e 
la sección de Magistrados está sobre el Jurado, y que aquella no 
tiene obligación de asentir , ni de penar ó de inculpar lo que éste 
determine, acrimine ó disculpe,. T si esto es cierto, ¿entonces para 
qué el Jurado? El Jurado no tiene significación alguna real y posi- 
tiva en la ley, sino eafimnto se acomoda a/ criterio racional de los 
Magistrados que han de declarar y aplicar la pena. 

Si el Jurado admite otro criterio, los Magistrados le disuelven y 
nombran otro que secunde sus deseos ó su$ creencias. ¿No se vé en 
todas estas determinaciones que se ha tenido miedo ó se ha dudado 
de la eficacia del Jurado? ¿No se vé que se ha tratado de halagar 
aciertas ideas por medio de un nombre, diciendo, «ahí tenéis el 
Jurado,» sin qne verdaderamente y en realidad exista (1)? 

Esto es obvio, y este es unp de los puntos que en la ley merece 
más nuestro asentimiento; porque nosotros no tenemos nH>tivo para 
negarlo, somos enemigos del Jurado que eleve á prueba el rumor 
jpúblico, que lleve al santuario de la justicia las pasiones políticas 
que nos trastornan, que haga sacerdote de Tfaemis al que no ha ^- 
todo iniciado, ni saHdo sus misterios; y que deje sólo á la conden^ 
da, del que ha de administrar justicia, la responsabilidad ó irres- 
ponsabilidad de sus actos. 

El Jurado, tal como se establece en la ley, si no le aceptamos 
por que le consideramos innecesario, al menos le consentimos, por 
que los Jurados, ó la dase laical de él, no son más que figuras de- 
corativas, y todo el mayor daño que pueden ocasionar á la Admi- 
nistración de justicia, es que sean una rueda más que cause re- 
traso ó entorpecimiento. La acción de la justicia está completamente 
garantida con la sección de Magistrados encargada de dirigir ei 
procedimiento, y de velar y de impedir que los Jurados se estrayíen 
ó falten á su cometido. T si alguna duda hay de esto, basta el con- 
siderar que, no es motivo de casamn el no haber pasado la sección 
de Magistrados por el dictamen del primer Jurado. Si la sección de 
Magistrados no estuviese sobre el Jurado, seria motivo de casación 
ó de otro recurso el llamamiento á segundo Jurado; pero como so- 



(i) El arl. 62 de la Constitución de 13 de Diciembre de 1799 de Bel - 

Í;ica dice que eo los delitos que llevan penas aflictivas ó infamantes , un 
urado admite ó desecha la acusación. Sr es admitida , nn segundo Jurado 
reconoce el hecho , y los Jueces aplican la pena sin apelación. 
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htt esta determinacioii no se d¿ reeurso alguno, de aquí el creer y 
considerar á la sección de Magistrados como el verdadero y únieo 
Jurado. El artículo 807 dice que, habrá lugar al recurso de cam- 
don en el caso dd artículo 782, que es cuando la sección de Ma- 
gistrados desestiffume la petición de las partes para que vuelva el 
veredicto al jurado ú otro nuevo; pero tío menciona el caso del ar- 
tículo 783, que es cuando la sección de oficio acordase someter la 
causa á un nuevo Jurado, por creer, según su criterio racional, 
que el que habia funcionado habia incurrido en error grave. La ley 
ha confiado y considerado sólo como garantía de la justicia la 
sección de Magistrados, y por eso la ha dado facultades para im- 
pedir que un Jurado parcial dé lugar á que aquella no se adminis- 
tre rectamente. 

Una duda, sin embargo, se nos ocurre ¿si el segundo Jurado in- 
sistiese en la apreciación del primero, tendrá obligación la sección 
de Magistrados de atenerse á ella? La ley sólo dice que, se repro- 
ducirá el juicio con los mismos trámites y solemnidades del pri- 
mero, y esto parece dar á entender que, se considerará como si no 
hubiere existido el Jurado primero, y por lo tanto que si llega el 
caso que éste nuevo Jurado falle, de un modo contrario al criterio 
racional de la sección de Magistrados, éstos podrán llamar á otro 
tercero y á cuantos sean necesarios hasta que estén conformes. Nos 
confirma más en esta opinión, la consideración de que habiéndose 
copiado esta disposición del artículo 352 del Código de instrucción 
criminal francés, sé ha omitido con cuidado, el particular que de- 
termina que después de la declaración dd segundo Jurado no pueda 
el ' Tr^unal de Asises convocar otro nuevo. En Francia , pues, 
cuando los Magistrados creen que los Jurados se han engañado en 
el fondo de la cuestión puesta á su deliberación, convocan para el 
dia siguiente á otro nuevo, pero entonces tienen irremisiblemente 
que pasar por lo que este diga, y no pueden después llamar á un 
tercero. Esta disposición, que nosotros no cambiamos por la Espa- 
ñola, significará sin embargo, para los que quieren ver practicar el 
Jurado en toda su pureza, álgun respeto más á esa institución que 
la nuestra, puesto que al fin el Jurado está alguna vez sobre la 
sección de Jueces de derecho, y no se dá siempre el caso de que 
éstos aparezcan infalibles en oposición con aquel. En Inglaterra por 
el contrario, se ha dado varias veces el ejemplo de que el Tribunal 
superior ó sea los doce grandes Jueces hayan acordado llamar hasta 
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un tercer Jurado, contra dos veredictos conformes (1), y nada hay 
alli que impida en ciertas circunstancias llamar á un ctiarto y á 
cuantos sean necesarios; pero en Inglaterra, según ya hemos mani- 
festado, no acuerda el Juez que preside el primer Jurado someter 
por sí la cuestión á otro, sino que esto corresponde á los doce 
grandes Jueces después de haber examinado el procedimiento. Lo 
cual, en nuestro sentir, está más exento de error, y puede servir de 
más garantías á la justicia. 

El objeto de ia ley española, es impedir que la sección de Ma- 
gistrados, pase por el dura y penoso trance de tener que castigar 
al que creen que es inocente, ó de absolver al que juzguen como 
criminal; y asegurarse de que la ley no ha de ser en lo posible in- 
fringida, como indudablemente lo seria, sino habiendo más que una 
instancia, pudiese prevalecer sobre el voto de tres Magistrados im- 
parciales peritos y prácticos en el derecho, la opinión de otras que 
aunque cuatro veces superiores en número, pueden, ser y serán 
casi siempre, estranos á las cuestiones del foro, faltos de carácter, 
y sin más instrucción ni otra ciencia que el saber leer y escribir. 

Pero este caso de divergencia de pareceres y de opiniones en- 
tre el Jurado y los Magistrados, y que vá á ser más frecuente de 
lo que acaso se crea, sobre todo en ciertos delitos, vá á dar lugar 
también á otras dificultades. El art. 785 dice, que para este caso 
los nuevos jurados se sacarán sólo de entre los que componen la lista 
dd partido de la población en que el Tribunal está constituido; y 
como ya han podido salir algunos para el primer Jurado y pueden 
según el art. 726, recusarse todos los que se quieran hasta que no 
queden en la urna más que doce , con los no recusados, vá á su- 
ceder que para el tercer Jurado ó no haya individuos aptos, ó se 
obligue al reo á tener por jueces personas apasionadas ó que no le 
merezcan su confianza; mucho más, cuando siendo en los más de 
los casos la causa correspondiente á la población en que está reu- 
nido el Jurado, tiene que haber para sus miembros muchos más 
motivos de recusación. ¿Por qué razón para el segundo Jurado se 
han de sacar los cuarenta y ocho esclusivamente de la lista del 
partido en que ejerce el Tribunal, y no de todas las listas de los 
partidos á que correspondan las causas que han de verse en aquella 
reunión según el art. 705? No comprendemos la razón de esta dife- 

{\ ) Richard Phillips, Des pauvoris desjurys. 
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reacia, y sí se nos aleaazan muchas que ^onsejaa lo ooatrario. 
¿Se ha creido que hay parcialíds^d en el primer Jurado y se busca 
QtrTf) que no adolezca de ese defecto? Pues para eso, lo pr,ijnero que 
hay que hacer, es tratar de buscar personas con condiciones exen- 
tas de compromisos, no estraviadas por el error, ó el rumor públi- 
co, y esto no se consigue entre los convecinos ó amigos de Jias tíct 
timas ó de los reos, sino de entre los más alejados de la cat^ásirofe 
y más desprovistos de sentimientos que prejuzguen el delito, ó $ean 
eco 4p la opinión local extraviada. Esto ha sido copiado sin un de- 
te^do examen, de lo que para otro caso, ha dispuesto el artículo 
i8 de la ley francesa de 10 de Mayo de 1853. 

La ley, pues, ha seguido un sistema medio entre el juicio oral 
ante una Audiencia ó Tribunal de derecho como en Ñapóles, y el 
Jurado constituido como en Inglaterra ante un Juez nombrado por 
la Corona, é ii^ividuos sacados á la suerte ó escojidos por el SA^- 
riff entre los que saben leer y escribir y tienen además otras cir- 
cunstancias, y ha adoptado el sistema francés que tiene los princi - 
pios de ambos, y que copia en sus más principales partes. Sin em- 
bargo, y esta es la bondad de la ley, se ha inclinado más al juicio 
oral aate los Tribunales de derecho, d?ipdo á los Magistrados gran- 
dísima importancia y grandes facultades sobre los Jurados; y con- 
cediéndoles además un derecho.de inspección y de Veto, que hace 
que no se tema la inesperiencia, la pasión ú otros móviles de estos. 
Es una transacción entre el juicio oral ante un Tribunal de derecho 
y el Jurado. El legislador no se ha atrevido á entregar la Adminis- 
tración de iusticia al turbulento mar de tantas pasiones agitadas, 
y ha hecho sólo un ensayo con prudentes salvaguardias y garaur 
tías. £a una democracia como es el. estado actual de España, 
en que el Gobierno se ejerce por el pueblo, y la ley tiene origen 
en la voluntad Nacional, era imposible que el pueblo mismo 
no tuviese también alguna participación en su aplicación ó en 
la Administración de justicia, que no es una rueda administra- 
tiva, sino un verdadero poder del Estado; y en este sentido y des- 
pués del precepto del articulo 93 de la Constitución, no habia 
medios de impedir esta reforma. ¿Pero las costumbres públicas 
en España son tan morales, tan fuertes y tan vigorosas que no 
se tema que la exageración de las pasiones ú otros vicios, pue- 
dan comprometer la institución del Jurado y la justicia misma? 
Este es el gran problema que hay que resolver al establecer el 
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Jurado, y qael^a resuelto la ley,, con razoa, en un sentido tiegativo. 
H^ querido poner al lado de ips^itiiciones democrátics», otra que 
lleva el nombre de ellas, pero sin que en realid^ y en su genuina 
esencia, por la pianera como la ha establecido, lo sea; puerto que 
los Jueces de derecho lo son todo, y los de hecho que debian serlo 
todo, según el rigorismo democrático, no son nada é son muy 
poco. listo no es decir que no consideremos como demoerdíiea la 
ipstitucion de los Jueces de derecho, sijoio advertir que siendo el 
Jurado un Tribunal popular ^ satisfará tanto más á sus^fioes, cuanto 
menos valgan en él las personas privilegiadas ó las que no deban 
su nombramiento directamente á la elección del pueblo. Eo cuanto 
á lo demás, sabido es que los Jueces tienen siempre la significación 
política del poder de que emanan, y la institución del Jurado no 
está, como dice Meyer, «<fuada(ja sólo en las instituciones republi- 
«canas, sino ts^bien en las de una monarquía constitucional; todo 
«juicio por Jurados supone una división de poderes. En una demo- 
»cracia el Juez es el hombre del p^eblo como los Jurados; en el' 
«despotismo, loe Jurados no son sino servidores ciegos del Príncipe, 
«como lo seria un Juez. La separación de poderes no existe. En 
«una aristocracia no puede admitirse al pueblo á una parte de la 
«autoridad; es pues, sólo en una monarquía en que el Soberano re- 
«conozca grandes derechos en la Nación donde puede tener aplica^ 
«cion política la institución del Jurado ({).« 

Hubiera sido una impremeditación, en el estado actuad de la 
política y en las costumbres públicas de Espena, el dejar la aplica- 
ción de la ley penal, al azar de la moralidad, de la falta de instruc- 
ción ó de las creencias peligrosas de los que supiesen mal leer y 
escribir; y el legislador comprendiéndolo así, no sólo ha dado en 
ciertos casos el veto á la sección de Magistrados contra las declara- 
ciones del Jurado, como ya hemos espuesto, y tendremos que re- 
petir mas ampliamente al ocuparnos del art. 783, sino que como 
veremos al tratar del 692, ha procurado, saltando por el rigorismo 
y radicalismo de los principios democráticos, que una tercera parte 
de los comprendidos en las listas de los Jurados, sean capacidades 
ó tengan un título profesional, así como también, y según el núme- 
ro segundo del art. 664, que tengan cuando menos treinta años (2). 

(1) Meyer. Esprit, origine et progrés des instituHons judiciaires. 
(1) Esta edad se exige eo Egipto, Atenas y Roma, y hoy en Francia. 
En Inglaterra y Malta bastan 21 años, y en Bélgica 25. 

3 
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En todas estas disposiciones, se está viendo la desconfianza con 
que el legislador se desentendía de todo el método antiguo de enjui- 
ciar y establecía otro nueyo, y el cuidado que mostraba por tratar 
de impedir cualquier abuso á que pudieran dar lugar las nuevas 
instituciones, antes de desprenderse de las antiguas. Este cuidado 
y este esmero que ha dado por resultado espurgar al Jurado de mu- 
chos de los vicios y defectos á que estaba espuesto, ha tranquiliza- 
do á no pocos, y dado lugar á que si no con confianza, al menos no 
se vea con sobresalto su planteamiento. 

Ta hemos dicho que los Jurados, según la ley, son los que de- 
claran la culpabilidad ó inculpabilidad del procesado, y que los Ma< 
'gistrados son los que imponen la pena. Aquellos son los Jueces de 
hecho y estos los de derecho. ¿Pero realmente los Jurados son sólo 
y según la ley Jueces de hechol He aquí una cuestión que no du- 
damos resolver en sentido negativo. Se ha querido que los Jura- 
dos sean como la conciencia pública que determina el hecho jus- 
ticiable, y que siendo después la aplicación de la ley ó la jurispru- 
dencia/como dice Lerminier (1), una función de la razón, una 
ciencia, un sistema, una geometría y una lógica, se dejase esta fa- 
cultad al Juez de derecho, que debe conservar la tradición y fijeza 
de la ley, para que siempre sea la misma en todos los casos de 
igual analogía, y no se dé él escándalo de que un mismo hecho sea 
castigado con penas diferentes. ¿Pero se ha contenido en la ley al 
Juraío ó sea al Juez de hecho en sus justos límites? Nosotros cree- 
mos que no. 

Examínense los artículos 743 y 7S0, y dígase después si pue- 
den considerarse sólo como Jueces de hecho los que van á determi- 
nar la diferencia que hay entre un delito frustrado y la tentativa, 
ó entre la proposición y la conspiración, asi como si un hecho es ó no 
circunstancia agravante ó atenuante de un delito. Todas las gran- 
des cuestiones de derecho penal van á resolver los Jurados según 
dichos artículos, no quedando á los Jueces de derecho ó á los Ma- 
gistrados más trabajo ni más resolución que abrir y buscar el ar- 
tículo del Código penal en que pueda estar comprendido el delito 
que el Jurado ha declarado se ha cometido, y formar la escala de 
la graduación de la pena, según las circunstancias atenuantes ó 
agravantes que éste ha querido también apreciar. Ahora bien, 



(f) Philosopbíe du droit. 
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¿quiénes son aquí los Jueces de derecho, los que le declaran ó los 
que le aplican? O lo que es lo mismo, ¿quién es el Juez, el que fija 
el delito con todas sus circunstancias, ó el que dice la pena? Los 
Terdaderds Jueces de derecho son los Jurados. Por fortuna, esto no 
parece más que nominal en la ley; porque aparte de las facultades 
que tienen, como ya hemos dicho, los Magistrados para desenten- 
derse de la opinión del Jurado y nombrar otro nuevo , el Presiden* 
te, que es uno de los Jueces de derecho, es el que fija las cuestio- 
nes, redacta las preguntas, y el que, según el art. 740, expone la 
doctrina jurídica, relativa á las circunstancias atenuantes y agra- 
vantes, y de todo cuanto pueda contribuir á que los Jurados apre- 
cien con exactitud el carácter criminal de los hechos, si lo tuvieren, 
y la participación que en ellos haya tenido el procesado ó procesa- 
dos, y lo cual no puede menos de darle grandísima importancia 
entre los Jueces de hecho, y dar lugar también á que la inteligencia 
de aquel arrastre, casi siempre, la voluntad de éstos. De manera 
que, como hemos repetido, los Jueces de derecho lo son todo, y la 
institución del Jurado puede considerarse como un juicio oral ante 
los Magistrados, que era lo que con franqueza debia haberse hecho, 
si la constitución no lo hubiera impedido, según propuso la Comi- 
sión de Códigos en el ano de i 868, se debatió y aceptó por aque- 
llas Cortes, y no haber tratado de seducir con un nombre , que en 
reídidad nada significaba. 

El número de Jurados es como en Inglaterra, Estados -Unidos, 
Francia y Confederación Suiza de doce, sólo que en el primero de 
estos pueblos no hay más que un Juez de derecho, y si en el terce- 
ro intervienen, según la ley de 4 de Marzo, igual número de Ma- 
gistrados, éstos, como ya hemos indicado y como tendremos oca- 
sión de examinar, no tienen tantas facultades, y en los más de los 
casos, no corresponden á tan alta categoría, puesto que, no siendo en 
la capital de los departamentos donde existe el Tribunal imperial, 
los más de ellos son nombrados de entre los Jueces de los Tribuna- 
les de partido. ¿T porqué son tres los Magistrados, y no uno sólo 
como en Inglaterra (1)? El Juez único, como dice Bentham (2) está 

(1) Eq Ginebra no iDiervienen tampoco para lo correccional más que 
un Juez y seis Jurados (art. 21 de la ley de 4 de Marze de 1848); pero 
para los demás delitos tienen que ser doce (art. 43 del Código de procedi- 
miento penal), asi como en Bélgica (art. 9.* del Poder judicial). 

(2) De la codificación. 
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eotooado siempre en la imposürilidad de faltar al honor y ala pro- 
biéad. Sólo en presencia del público, no tiene otro apoyo ni otra 
duerna que la esUmadon general, p(Mrque él es único responsable* 
Por él contrario y los Tribunales colegiados, fuertes en su posición 
social, en lugar de someterse á la opinión pública, se creen con 
fuerzas suficieiUes para darla la ley. El Juez úiiico tiene la respon- 
sabiUdad de su juicio, pero en donde son más, el uno se disculpa con 
el otro, y el fallo es de todos y de ninguno. 

Efl un país acostumbrado á tres instancias ante Jueces de dere- 
cho, era un tránsito radicalismo el pasat á una sola instancia de 
sólo Jueces de hecho, y con sólo un Juez de derecho que pudiera 
ser impuesto por una opinión pública no ilustrada ó por otra pre- 
pon de distinto género, y el legislador que, como hemos visto, ha 
procurado garantirse de que la nueva forma del procedimiento no 
pooga en peligro la aplicación de la justicia, no ha considerado 
prudente dejar la dirección del Jurado á un Juez único y acaso dé- 
bil, y ha querido que ante la colectividad sean imposible exigencias 
mal aconsejadas ú otras coacciones de distinta índole. Las mismas 
objeción de Bentham han servido, por el contrario, de fundamento 
para la adopción de un Tribunal colegiado. 

En cuanto al número doce, que han de componer los jurados, 
ha sido copiado de la legislación inglesa por todos los que después 
se han sucedido. El número de miembros de un Jurado no puede ser 
muy numeroso, porque seria difícil llevar á muchos, iguales motivos 
de convicción, y el veredicto seria tanto más desautorizado cuanto 
mayor pudiera ser la minoría que no le aceptase; y ni tampoco pue- 
de ser muy pequeño, porque entonces la pasión individual se sobre- 
pondrá al interés general, y en vez de aparecer la sociedad que fa- 
lla, no se vería sino la sumisión ó el sentimiento particular demasia- 
damente marcado de los que constituían el Tríbunal. Por esta razón 
todas las legislaciones en la imposibilidad racional de determinar 
un número, se han fijado en el doce. (1). 

' El párrafo segundo del art. 659, dice, que los Jurados podrán 
declarar también la culpabilidad del procesado por un delito menos 
grave que el que hubiere sido objeto de la acusación, y lo cual es 



0) En Malta, sin embargo, no consta el Jurado más que de nueve io- 
¡Yídu 



dÍTÍdues; Código criminal, art. 400. 
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una coasecneDcia de lo determinado en el art. 655 para el juicio 
oral ante los Tribunales de derecho. Pero ¿pueden los Jurados como 
en el caso del art. 655, conocer de los delitos menos graves que ios 
comprendidos en el art. 6617 Bé aquí una cuestión que no Temos 
tam claramente resuelta para los Jurados, comojo está en el 65S para 
el Tribunal de derecho. 

Examinado el art. 659 en combinación con el 661, parece que 
los delitos menos graves á que aquel se refiere, son con relación á 
los que sean objeto de la acusaciony pero que estén dentro de la pe- 
nalidad de esta, puesto que habiendo expresamente dicho en el ar- 
tículo 655 que prorogaba las facultades del Tribunal de derediopara 
conocer de los delitos menos graves^ que, por razón de lá pena es- 
tuviesen fuera de su competencia, y no habiendo establecido el mis- 
mo principio para los Jurados en el 659, parece que respecto á estos 
no ha querido que puedan entender de otros delitos que los que 
tengan una penalidad superior á la de presidio mayor, y que fija el 
art 661. Sin embargo, atendiendo al espíritu de dicho art. 655 y á 
lo que determinan los artículos 737, 747 y 772 (1), parece indu- 
dable que la ley proroga á los Jurados sus facultades para conocer 
de los delitos menos graves que los que resulten de la acusación, y 
aunque merezcan una pena inferior ala de presidio mayor, cuando 
no ha dispuesto respecto de estos lo que para los más graves ha es- 
tablecido en los artículos 747, 804 y 808, ó que haya necesidad de 
un nuevo juicio, y mucho más si se atiende á que el art. 773 dice, 
que el Jurado y la Sección no podrán abstenerse de dictar veredic* 
to ó sentencia, aunque el delito no sea de su competencia, puesto 
que esos delitos, de que no es competente, y á que se refiere, no 
pueden ser otros que los que tengan una penalidad inferior á los 
que trata el art. 661, porque para los demás es siempre el Jurado 
competente para conocer. De todos modos, ellegislador ha debido ser 
mas esplícito, y tener muy presente de que en materia legal es pre* 
ciso no olvidar el principio de si brevis ese laboro, obscurus fio, así 
como haber sido más metódico, puesto que siendo el art. 659 una 
excepción del 661, no ha bebido ocuparse de ella, sino después de 
la regla general que fijó en este. 



{{) El art. 772, dice que el Jurado y la Sección no podrán absteiierpe 
de pronunciar veredicto y sentencia, por más que en ellos se declaren y 
eastiguen delitos que no sean de la competencia del Jurado. 
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El art. 660 en su última parte, dice que los Magistrados deter^ 
minarán la responsabilidad civil que los procesados ó terceras per- 
sonas hubieran contraído, y de acuerdo con este principio el 749 
determina que no se formulen preguntas al Jurado sobre la respon- 
sabilidad civil de los procesados y otras personas. La declaración de 
responsabilidad éivil además de ser un efecto de la pena, es también 
una cuestión de derecho, de aplicación de la ley, y de interpreta- 
ción. Esto es indudable, y en este sentido, á nadie debia correspon* 
der mejor su determinación que á los Jueces de. derecho. ¿Pero por 
qué se ha observado tanto rigorismo respecto á este particular, y no 
se ha tenido el mismo para cuidar de la calificación de las circuns-. 
tancias atenuantes y agravantes? Por ventura, ¿es más grave decla- 
rar á una persona civilmente responsable de un delito, que conside- 
rarla alevosa en la comisión del mismo? ¿Son de más importancia 
los bienes que el sufrimiento moral y material de los procesados? Si 
en Francia tuvo la ley de 28 de Abril de {832 que conceder al Ju- 
rado la facultad de qalificar, si habia ó no circunstancias atenuantes 
en un crimen, para evitarle de tantas absoluciones que repugnaban á 
la justicia, este peligro no puede haberle en España en que el vere- 
dicto no es la verdad por excelencia ó la sentencia ineludible, mien- 
tras que los magistrados no lo acepten. ¿Qué inconveniente habría 
en que el Jurado se concretase sólo á declarar la clase de delito y 
la participación que en él hubiese tenido el procesado (1), y se de- 
jase después á la Sección de Magistrados el determinar cuando me- 
nos si habia habido ó no en él circunstancias atenuantes ó agravan- 
tes? Nos repugna que unos Jueces de hecho hagan una calificación 
de derecho, y mucho más cuando las circunstancias agravantes 
son taxativas, fijas y determinadas en el Código, y el Jurado no 
puede apreciar ni inventar otras; pero no adelantemos nuestras 
observaciones que ya tendrán mejor lugar al tratar de otros artícu- 
los de la ley. 



{{) Ni aún la clasificación de los delitos deben hacer los Jurados, por- 
que esto supone conocimientos jurídicos, de que en lo general carecen, 
sino sólo declarar los hechos que, según su conciencia, están probados, 
para que después Ips Magistrados los aprecien al fijar y definir los críme- 
nes, véase el capítulo 10* 
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CAPÍTULO 11. 

0« la «ompeUBfta óml TrilmuMl d«l J«rad«. 

El artículo 661 dice : «El Tribunal del Jurado conocerá : 1.% de 
las cansas por los delitos á que las leyes señalen penas superiores 
en cualquiera grado i la de presidio mayor. » ¿No hubiera sido. me- 
jor decir : el Jurado conocerá de los delitos de traición contra la 
paz é independencia del Estado , contra d derecho de gentes, etc., 
y asi de todos cuantos puedan estar comprendidos e^i la penalidad 
que él ha determinado? Esta diferencia que parece de tan poca im- 
portancia es sin embargo de gran valor práctico, porque naciendo 
la competencia del Jurado de li pena asignada al delito, vá á suce- 
der que la propiosicion y conspiración de muchos de ellos sólo serán 
conocidas por este, cuando vayan conexas ó unidas á un delito con- 
sumado, y no cuando se persigan aisladamente. ¿T por qué la razón 
de esa diferencia? ¿Por qué el conspirador de un mismo delito ha 
de estar bajo distintos Tribunales que pueden dictar sentencias di- 
ferentes? El articulo 66% que es uno de los que más tienen que 
estudiar de la ley, dice : que será competente el Tribunal del Ju- 
rado para conocer de los delitos conexos con algunos de los men- 
cionados en el artículo 661. De manera que naciendo la competen- 
cia del Jurado de la clase de pena señalada al delito, según el nú- 
mero primero de dicho articulo, que es la superior á presido ma- 
yor, resultará que los delitos de proposición y conspiración sólo 
podrán ser conocidos por aquel cuando vayan conexos ó unidos á 
uno consumado, que tenga una penalidad superior á presidio ma- 
yor , y no si se presentan aislados, porque entonces, siendo su pe- 
nalidad inferior á la que marca el articulo 661, no ha podido aquel 
conocer incidental ni indirectamente de ellos. Un ejemplo explicará 
mejor esto, y para buscarlo, no vamos á escudrinar el Código, sino 
á valemos del primero que se nos presenta en el titulo primero, del 
libro de los delitos y de las penas ; dice el stfticalo.138: Será cas- 
tigado con la pena de cadena perpetua á muerte, entre otros casos, 
el español que favoreciese el progreso de las armas enemigas; y di- 
ce también el 139 : la conspiración para esos dditos será castigada 
con la pena de presidio mayor, y la de proposición con la de presi- 
dio correccional. Pedro ha propuesto á Diego favorecer por cualquier 
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medio á un enemiga de la patria, pero no ha hecho ínás. Diego, por 
el contrarío, sin saberlo aquel, áe ha confabulado con otros, han 
realizado el hecho que propuso Pedro, y han favorecido real y efec- 
tivamente las armas del ihtásor de España. En este caso el delito 
de Pedro, que es de proposición, podrá ser conocido y fallado por 
él Jurado, al intervenir y decidir la causa de Diego, porque es un 
delito conexo ó enlazado con el de éste ; pero la proposición de Pe- 
dr6 no ha inducido á obrar á Diego, ó al hacerlo aquel se descubre, 
y es procesado. Entonces el delito de Pedro no es de la incumben- 
cia del Jurado, porque no siendo más que reo de proposkion, y no 
teniendo este delito otro castigo que presidio correccional, está por 
bajo de la escala del artículo 6(51. ¿Por qué, pues, en el primer casé 
la proposición de Pedro es del conocimiento del Jurado y no en el 
segundo? Nd se nos alcanza la razod de esta diferencia. El mismo 
artículo 6dS, al decir que el Jufado conocerá también no sólo de 
lois delitos conexos con Ibs mencionados en el 661 , sino de los cdm* 
plices y encubridores de ambos, demuestra bien claramente que se 
refiere á delitos conexos con los consumación, porque no sólo en 
ellos es donde hay complicidad y encubrimiento, y que ha cuidado 
de exceptuar á los de proposicioü y conspiración si están aislados, 
y no llevan la penalidad del tantas veces citado artículo 661, cuando 
DO las ha comprendido expresamente. 

Mas, aparte de estas importantes consideraciones, ¿es filosófico 
y lógico que el Tribuna^l del Jurado, en un delito como el que he- 
mos fijado, sea competente para conocer del delito consumado, y 
ÉO del de conspiración y proposición de él? Todas las reglas de la 
filosofía y de los principios en que se apoyan los defensores del Ju- 
rado, están en oposición con esta determinación. Si el Jurado es \á 
eonciefieia pública que falla, ¿qué razón hay para que sólo inter- 
venga esta, cuando, como en el caso que hemos indicado, sino real- 
mente ha proporcionado armas al enemigo, y no cuando la ha pro- 
puesto, ó ^ ha co&eertado con otros para dárselas? Variará la ex- 
tensión del mal en uno ú otro caso, pero el propósito y la intención 
es la misma. ¿No té eñ ambos casos un delito contra la seguridad 
interior del Estado, y como tal puede ser exclusivamente político? 
Pues si asi es, debe ser conocido sólo por el Jurado, porque, según 
uno de sus principales encoíniadores, los delitos políticos que afec- 
tan á todos los intereses de la sociabilidad no pueden realmente 
ser iqpreéiados sino por el Jurado, qifé se considera como la socie^ 
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dad líírisma, y como implícitamente se ha acordado en el número 
segundo del artículo que examinamos para los delitos de rebelión, 
Sedición y electorales, que son esencialmente poMticos (1). 

Ya heñios madifests^o» y tendremos ocasiob de reiietir en el 
curso de estos estudios, que el legislador ha tratado de restringir 
cuanto le ha sido posible, si bien guardando la forma , las faculta- 
des del Jurado, Sel que parece no tenia toda la confianza, ni la me^ 
jor noticia. Pues bien ; el examen del articulo 661 nos dice esto 
mismo. El Jurado se ha establecido sólo para los delitos, si bieii 
más grandes, menos frecuentes, faltando así, no sólo ¿ la aplica- 
ción práctica que tienen otros países, sino á la aspiración de los 
partidarios de esta institución, que es, que llegue á ser un Tribú-^ 
nal universal, y que no sólo conozca de toda clase de delitos, sea 
ctialquiera su pena, sino hasta de los asuntos civiles, como sucede 
en Inglaterra (2). En Francia el Jurado conoce de todo delito que 
no merezca una pena correccional. ¿Y cuáles son las penas corree- 
doáales allí? La prisión temporal en una casa de corrección; lá in- 
tehhccion temporal de ciertos derechos políticos, civiles ó de fami- 
lia, y la multa ; y cuyas penas sólo duran, la mayor, que es la pri- 
sión, de seis dios á dnco años. Nuestra ley, por el contrario, sólo 
ha dado, como hemos dicho, facultades al Jurado para conocer de 
los delitos que tengan una pena superior á la de presidio mayor , ó 
sea sób de los que se castigan con doce años de cadena, redumUf 
relegación ó extrañamiento temporal á cadena , reclusión y relega-- 
dim perpáua ó muerte. En Francia, todo delito que tenga señala- 
da una pena mayor de dnco años de prisión es del conocimiento 
del Jurado, mientras que en España sólo lo será cuando lleve una 
mayot de doce años. ¿No se vé aquí lo que hemos indicado, qué el 
legislador, en vez de hacer ostensivo el Jurado á una escala de in- 
ferior penalidad y dé más ancha base que la admitida en otros 
pueblos, según las aspiraciones de la filosofía moderna , ha acorta- 
do, por el contrkrio, la competencia del Jurado , limitándote sólo á 
los delitos más graves , y por (o tanto menos frecuentes? 

Nosotros hubiéramos aceptado un Orden inverso, por más que 
esté esctte la hilaridad de algunos ; porque siendo el Jurado una 



M) Y como lo exigía el art. 93 de la Goostítucion. 
(2) Bo Ginebra, Gonfereracioo Suiza, Estados Uoidos y Bélgica , el 
Jurado conoce de todos los asuntos criminales , menos los de policía. 

4 
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iostitucioQ nueya en EspaSa, y que en el extranjero, y especitl-^ 
mente en Francia , no ha dado los mejores frntos, como lo prueba 
lo expuesta que ha estado á perecer , los grandes adversarios que 
tiene, y el sin número de sentencias injustas que la estadistiim se 
ha encargado de consignar, nos hubieía'parecido más conveniente 
ensayarle para los delitos menos atroces y de más baja penaüdad, 
para que así y en el caso de que los veredictos no (besen la fiel es- 
presión de la justicia , se causase un mal mucho menor. ¿No era 
más prudente dar lugar á que se absolviese indebidamente á un 
reo de heridas leves que á un homicida alevoso? T por el contrario, 
¿no es más cruel permitir que á un inocente se castigue como asesi- 
no, que como autor de golpes ó de lesionen Esto hubiera sido más 
previsor, y en vez de haber comenzado la competencia del Jurado 
por medio de la escala gradual de las penas, para subir hasta la de 
muerte , haber por el coatrario comenzado por la de arresto mayor 
y pasado en presidio correccional (1). 

Si el Jurado es la verdad por excelencia , y en que la sociedad 
tiene más garantías de la justicia, puesto que ella interviene y juz* 
ga, así como el reo, más conformidad con la pena, porque la opi- 
nión pública es la que se la impone, ¿por qué no se ha hecho os- 
tensivo este procedimiento á todos los delitos? T si no se cree así, 
y se duda de la bondad de esa ínstitucíojíi, ¿por qué al ensayarla 
no se comienza por donde puede causar un mal menor ? Esto es lo 
lógico. Ta hemos indicado que los números 2.*, 3.* y 4.* del artícu- 
lo 661 declaran de la competencia exclusiva del Jurado los delitos 
de rd>elion, sedición, electorales y de imprenta, y sobre esto no te^ 
nemos na^a que decir, porque es para los que con más fundamento 
está apropiada la institución de ese Tribunal. Son delitos políticos, 
de circunstancias , y en ios que muchas veces la severidad de la 
ley está en pugna con la opinión pública, y por lo tanto, debe oirse 
al sentimiento nacional antes de condenar actos que la sociedad tal 
vez perdona ó no los tiene en aquel momento por tan graves. 

Bien conocemos que el conocimiento de estos delitos por el Ju-, 
rado dará lugar unas veces á absoluciones indebidas, y otras á se- 
veras declaraciones, según sea el color político de los individuos 



(1) En Ginebra , un delegado del presidente del Tribunal de Justicia, 
con seis jurados , conoce de los delitos de pena correccional.— (Loiof^d- 
ñique dex Tribunattx.) ; 



Digitized by' 



Google 



17 
que le compoo^n , y mucho más hoy, en que las opiQibnes polftí- 
ticas están Uta enconadlas y son tan diversas ; pero de todos modos 
s(m por su clase de las infracciones que no debeu dejarse al esclusi- 
To conocimiento de los delegados del poder atacado ú ofendido. 

Este articulo 661 , que está en concordancia con el número se-, 
gando del articulo 276 de la ley de Organización del Poder judi- 
cial, ha sufrido, sin embargo, dos variaciones, de las cuales una no 
deja de ser sospechosa, si se recuerda el cambio rápido de nuestras 
instituciones políticas, y son el haber eliminado de los delitos que 
aquel enumera , el de Usa majestad , y adicionado los de imprenta 
y electorales, de que no se hacia mención en él. Nosotros, siguien- 
do los principios que venimos sosteniendo, hubiéramos querido que . 
no se hubiese eliminado, como se ha hecho, el de lesa majestad; 
poi:que si bien está comprendido entre los delitos que tienen una 
penalidad superior á presidio mayor, cuando es consumado, no 
sucede asi cuando no ha pasado del estado de proposición, ni tam- 
poco si sólo ha consistido en injurias ó amenazas á la persona del 
Monarca; y nos parece que no hay razón para que sea diverso el 
Tribunal que conozca en uno ú otro caso , puesto que en ambos se 
ha herido ó se ha tratado de ofender á la sociedad en la persona y 
dignidad de su jefe. Tal vez se haya hecho esta eliminación, por- 
que cuando se publicó la ley del Jurado se presumía ya, que 
cuando ésta rigiese, ó se pusiese en ejecución, no habria ya aque- 
lla institución entre nosotros. 

Ya hemos dicho que el articulo 662 dá facultades al Jurado 
para conocer de los delitos conexos con cualquiera de los compren- 
didos en el articulo 661 así como de los de complicidad y encubri- 
miento de unos y otros. ¿Pero estos delitos conexos, han de tener 
una pena superior á presidio mayor, que es el punto de partida para 
determinar la competencia del Jurado ? Creemos que no; y que los 
delitos que se presenten tinidos y enlazados con los comprendidos 
en dicho articulo 661, pueden ser conocidos al mismo tiempo que 
éstos por el Jurado, sea la que quiera su penalidad; porque si así 
no fuese, el articulo 662 seria innecesario puesto que bastaba con 
el anterior. £1 6H1 es la regla general, y el 662 la excepción para 
los casos que taxativamente fija y determina, y que tienen por fun- 
damento un principio de jurisprudencia que ya fué aplicado para 
las faltas que se presentasen como incidentes del delito principal, 
en la regla 56 de la ley provisional para la aplicación del Código 
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penal. ¿T qué son deKtos conexos? 'fié aquf una coestíon, qae &o 
estando bien definida en el Código penal tiene que dar lugar á da* 
das en el procedimiento. ¿Alude la ley soto á los que en un sólo he- 
cho constituyen dos ó más delitos, ó á los que uno de ellos es mecKo 
de cometer otro? Parece que no debia referirse sólo á estos, porque 
estando dispuesto por el artículo 90 del Código penal que el delito* 
menos grave de ellos sea como árcunstaneia agravante del otro, y 
se imponga la pena en el grado máximo que corresponda al de ma- 
yor penalidad, era indudable que no habia necesidad de que la ley 
de procedimiento viniese á decir que el Tribunal que conozca de 
uno lo haga igualmente del otro , cuando por necesidad tenia que 
suceder así para la aplicación de la pena. ¿ A cuáles delitos, pues, 
debe referirse? La conexión ó relación en la criminalidad puede ser 
subjetiva ú objetiva, ó lo que es lo mismo, con relación á la perso- 
na ó personas de los delincuentes , ó con relación al enlace de ios 
hechos punibles entre sí. Bajo el primer aspecto, los crímenes son 
conexos con el delincuente cuando, aunque sean actos diversos en 
tiempo, carácter y forma, constituyen la historia de la criminalidad. 

Un salteador de caminos roba á uno un dia, mata á otro pocas 
horas después, y viola á una mujer luego. Estos hechos que consti- 
tuyen tres delitos distintos, que ninguno es medio de cometer otro, 
ni ninguno tampoco de ellos constituye dos delitos, están sin em- 
bargo enlazados entre sí y unidos como eslabones de una cadena, y 
vienen como á constituir la historia de su perversidad moral , y por 
lo tanto parece como una razón de lógica que el Tribunal que conoz- 
ca del más grave, lo haga al mismo tiempo de los otros. Et art. 88 
del Código penal ha comprendido asi esta conexión subjetiva al dis- 
poner que al culpable de dos ó más delitos ó faltas se le iinpongaast 
todas las penas correspondientes á las diversas infracciones , y que 
para su cumplimiento simultáneo se observe la escala que deter* 
mina el 89 , sin que en ningún caso su duración exceda del trifrie 
de tiempo por que se imponga la más grave; y con lo cual parece 
indicar que ha de conocer á la vez un mismo Tribunal de todos es* 
tos delitos, porque sino habría necesidad de un nuevo juicio para 
determinar si la penalidad excedia ó no del tiempo marcado por la 
ley y cuál era la pena que habia de dejar de cumplirse. 

Del mismo modo creemos que están comprendidos en la cone-- 
xión objetiva, no sólo aquellos hechos que son un medio de cometer 
otro, sino los que se relacionan de tal manera entre sí, que aunque 
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Teríficadas por distintos sugetos en tiempo, forma y lagar, vienen 
conv> á constituir periodos unos de otros , y son mutuamente causa 
y efecto, como sucede entre los de proposición y conspiración, res- 
pecto k un delito consumado por un tercero. El Jurado, al conocer 
del delito realizado por uno, debe hacerlo igualmente de la proposi- 
ción que otro le hiciera para cometerle, así como del concierto que 
tuviese con un tercero para ejecutarlo. No habia razón, como hemos 
indicado ántes« para que en estos casos se divida la continencia de 
la causa, y un Tribunal juzgue al autor de un delito consumado y 
otro distinto al reo de proposición ó conspiración. 

Pero todas estas hipótesis desaparecen ante los términos del 
art. 162, que no trata de la conexión subjetiva ó de la relación de 
distintos hechos con el acu^do, sino de la objetiva, ó sea sólo con el 
delito objeto de la acusación , y ante la realidad del art. 721 que 
dice; que cuando se imputasen á una persona ó á distintas delitos 
diversos que no fueren conexos, el Fiscal manifestará por separado 
las pruebas, etc. Se vé, pues, que la ley no tiene por conexos todos 
los delitos que se verifiquen por una persona y constituyan su histo- 
ria criminal, puesto que aprecia y determinad caso de que esa mis- 
ma persona sea acusada por varios delitos, y sin embargo, no sean 
conexos. ¿Qué entiende, pues, por conexos? El 653, en combinación 
con el 654 , lo explica de jan modo indirecto , y dá á conocer que 
tiene por delitos conexos lo que, bajo diferente escala, entiende por 
faltas incidentales, ó sea aquellos hechos que los procesados hubieren 
cometido antes, al tiempo i después del delito principal como medio 
de perpetrarlo ó encubrirlo*, asi como también todos los cometidos 
durante su ejecución, si tienen relación con él por cualquier con- 
cepto. En una palabra; los delitos comprendidos en el art. 90 del Có- 
digo penal. A.hora bien; si asi es, ¿habia necesidad de hacer esa 
consignación después de lo que dispone dicho art. 90 del Código? 
¿No parece que esta disposición de la ley de Enjuiciamiento criminal 
es ya como una redundancia? ¿T si no lo es, ¿no hubiera sido mejor 
hacer extensiva la competencia del Jurado á los casos que hemos 
indicado, y poner, de este modo, en relación, como se ha hecho con 
el 90, los artículos 88 y 89 con la ley de procedimientos? Nos lison- 
gea, sin embargo, la idea de que habiéodose dado por el art. 721 
facultades á la Sección de Magistrados para determinar los hechos 
que pueden ser objeto de un sólo juicio, según el art. 735, estos, de 
acuerdo con la antigua jurisprudencia, aplicarán la ley en el sentido 
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m¿8 lógico y racional para determinar todos los grados de culpabi- 
lidad del procesado ó procesados, asi como también para impedir la 
dÍTÍ8Íon de la continencia de nn proceso y multiplicidad innecesa- 
ria de los juicios. El art. 227 del Código de instrnccion criminal 
francés, dice que hay conexidad en los dditos que han sido cometi- 
dos en un mismo acto por varias personas reunidas ó por diferentes 
sugetos en diversos tiempos y lugares, en virtud de un concierto for- 
mado de antemano entre eUos; así como también si sehan cometido 
como medio de perpetrar otro, ó ya para facilitar y consumar mejor 
la ejecución ó para asegurar la impunidad (1). Esta definición nos 
parece mucho más arreglada á los buenos principios de procedi- 
miento, que la dada en la ley que comentamos , puesto que no dá 
lugar á que se divida tanto como en ésta la continencia del proce- 
dimiento, y sujeta á un mismo Tribunal á los autores del delito con- 
sumado, que á los que le propusieron ó conspiraron para llevarle á 
cabo. Y más lógico nos parece aun el art. 33 del Código de proce- 
dimiento criminal suizo , que^dispone se siga un sólo juicio, aunque 
el acusado lo sea por diferentes delitos, cometidos en diversas épo- 
cas y lugares, asi como si se trata de diversos delitos conexos entre 
si, aunque sean cometidos por diferentes personas. 

El art. 663 exceptúa del juicio del Jurado, aunque estén com- 
prendidos dentro del art. 661, los delitos cometidos por los Carde- 
nales, Arzobispos, Obispos, Auditores de la Rota , Consejeros de 
Estado, Ministros del Tribunal de Cuentas, Subsecretarios , Direc- 
tores, Jefes de las Oficinas generales del Estado, Gobernadores, Em- 
bajadores, Ministros plenipotenciarios, Encargados de Negocios, Ma- 
gistrados de Audiencia, del Tribunal Supremo, Fiscales de las Au* 
diencias , Tenientes y Abogados Fiscales de éstas y el Tribunal 
Supremo. Si la ley se refiriese sólo á los delitos cometidos en el ejer- 
cicio de su cargo, no habria nada que decir, pero refiriéndose á de- 
litos comunes, nos parece que la excepción, respecto de algunos de ' 
los enumerados, no parecerá muy democrática á muchos, que no 
considerarán bien librado el principio de igualdad ante la ley con 
semejante privilegio. 



(1) En Francia , según el art. 365 del Código de instruccioo crimíoal, 
no hay acumulación de penas; y en el caso de convicción de muchos crí- 
menes ó delitos, no se impone sino la pena mayor. 
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CAPITULO III. 

!>• lat «iramstUami MMeiarUs para —r^urmáúé 

Los artículos 664 y 668 exigen para ser jurado las circunstan^ 
cías de ser apañóla mayor de treinta años, estar en el pleno goce 
de los derechos pdüicos y dvUes, saber leer y escribir, tener la cua- 
lidad de vecino en el término municipal respectivoy ó que sietido 
mayor de veinticifleo años, aunque no sean cabezas de íamiHa, se 
luülen incluidos en las listas de capacidades; entendiéndose por ta- 
les los que tuvieren un titulo profesional ó hubieren desempeñado 
algún cargo con la categoría de Jefe de Administración. 

Este capitulo está copiado casi literalmente y en su mayor par- 
te, ¿ excepción de lo que se refiere á las capacidades, de la ley 
francesa de iO de Mayo de i883. 

La primera cuestión que se ocurre al comentar y examinar este 
capitulo es, si está ó no suficientemente garantida en la ley latnfó- 
ligencia, honradez é independencia que debe reunir el que sea ele- 
gido jurado. 

Cuando la Asamblea francesa de i 790 discutió si habia ó no de 
establecer el Jurado como base de la organización judicial, decia 
M. Garat: «Es necesario convenir en que todo el mundo no es capaz 
»de juzgar un hecho; este juicio no puede ser dado sino á las cía- 
»ses más acomodadas de la sociedad. To no digo que se deba sólo 
«recurrir á un Jurado sólo de hombres de ley. El conocimiento de la 
«leynoes absolutamente necesario, pero lo que sí es indispensa- 
»ble, una buena lógica (1).» 

M. Consté dice también en su traducción de la obra de Bichad 
Phillips (2): «Para que se esté seguro de que un hombre ha de dar 
una declaración conforme á la verdad, es preciso que reúna dos 
condiciones: es la primera, que tenga la inteligencia necesaria para 
comprender la cuestión que se le haya sometido y conocer los de- 
bates destinados á esclarecerla; y es la segunda, que tenga la fuer- 
za de moralidad bastante para decir la verdad tal como su espíritu 
la conciba. 



( \ ) Bucherí , Origines du jury, 

(2) Des pouvoirs et des obligations des jurys. 
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El legislador, pues, debe garantirse por medio de ciertas condi- 
ciones ó circunstancias de que al que vá á investir de facultades 
para juzgar á sus semejantes, ó de ser jurado, tiene la suficiente ca- 
pacidad ó inteligencia para discernirá hecbo que ha de someterse 
á su criterio racional, así como que ha de tener la suficiente mora- 
lidad é Uidepcndencia para declarar lo que crea cierto, contra cuan- 
tos resortes se toquen para impedirlo. La institución del Jurado, de- 
cía Napoleón I en el Consejo de F tado, es buena ó mala ugun los 
jurados estén bien ó mal escogidos. 

En dos grupos, pues, dividiremos estas consideraciones ó car- 
cunstancias, unos con relación á los que determinan su inteligencui^, 
y otros á su moralidad. 

Con relación á la inteligeneia de los jurados, la ley que estu- 
diamos, si bien no tanto como quisiéramos, ha procurado garai^tirse 
de que han de tener la suficiente en su mayoría, exigiendo por 
el art. 696 que la lista de los Jurados ha de comprender cuando 
menos una tercera parte de cc^íacidades, ó que tengan un título pro- 
fesional, y exigiendp en los demás una edad ya de reflexión ^omo 
es la de treinta años, y que sepan además leer y escribir. Pero, sí 
esto es cierto, respecto á las condiciones de inteligencia ¿no sucede 
lo mismo con las de independencia y moralidad^ ¿Qué requkitos 
exige la ley, en los que han de ser Jurados, que la aseguren que 
han de reunir estas dos últimas circunstancias? Muy pocas: ideal- 
mente el que no estén procesados ó sufriendo condena. La ley, 
obedeciendo á un principio democrático que sólo puede tener re- 
lación con el ejercicio de los derechos políticos, pero que no pue- 
de ser aplicable al tratar de hacer á un hombre Juez de otro, no 
ha querido ni aun exijir el pago de la cantidad más insignificante 
de contribución, en el que b& ele estar adornado de tan alta inves- 
tidura, cuando, sabido es, que el amor á la propiedad hace qu^ ei 
rico ó el que tenga algo no se extralimite por conservarlas, y que 
no hay nada más independiente ni que dé más fuerza de carácter, 
que el tener medios de que subsistir, y que nadie tiene más interés 
en la conservación del orden social, que aquel que más h^ 4c per- 
der con su que^brantamiento. jBn Inglaterra, que ha sido la ma- 
dre de la institución del Jurado, no puede ninguno pertei^ecer á 
él, sin que posea una renta líquida de diez libras esterlinas, 6 
tenga en arrendamiento tierras por que pague más de veinte de 
renta , ó que ocupe una casa que no tenga menos de quince venta- 
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ñas (1). £a los Estados Unidos, que se considera también como la 
nación en que mejor se practican los principios democráticos, se exi- 
ge del mismo modo en el que ha de ser jurado, casi igual renta que 
en Inglaterra. En Francia, hasta la ley de 4 de Junio de 1853, era 
necesario también para ser jurado, p^gar una contribución de 300 
francos; y si hoy no se exige por fortuna alguna, es porque babien* 
do sido allí el cargo de Jurado inherente al de derecho eledoral» 
repugnaba, después de la ley del sufragio universal del año de 
1848, establecer diferencias jentre ser elector é individuo del Jurado, 
que se habia considerado igualmente como un derecho político. 
En Bélgica, es preciso pagar cuando menos 170 francos de contri- 
bución directa 6 ser elector y licenciado en derecho, medicina, ci- 
rujia, ciencias y letras, Notario, Abogado, ó ser oficial de marina 
6 de tierra (2) con retiro. 

La persecución y castigo de los criminales, es cuestión de con> 
servacion del orden y de los intereses sociales, y nadie puede 
tener racionalmente más interés en ello, que el que tiene también 
más intereses s^menazados. 

Se ha considerado generalmente el Jurado como un derecho po- 
lítico, y este principio, que fué la base de la ley francesa de 16 de 
Setiembre de 1791, es un completo error, puesto que el Jurado no 
se ha establecido en beneficio del ciudadano que vá á recibir la alta 
investidura del Juez, sino única y exclusivamente en favor del acu- 
sado á quien, con ese nuevo Tribunal, se cree dársele más garan- 
tías de justicia. Sentado este precedente, y no siendo la cualidad 
de jurado un derecho inherente al de ciudadanía, sino una función 
que el hombre capaz y moral está obligado á llenar en beneficio de 
sus semejantes y de la sociedad, es indudable que el legislador debe 
buscar los Jurados entre las personas que reúnan más condiciones 
de juicio, de moralidad y de independencia, y que una de las bases 
para calificar estas circunstancias es la fortuna particular. ¿No ha 
establecido la ley una edad distinta de la que se requiere para ejer- 
cer derechos políticos? PuQg ya que con sobrado fundamento no ha 
considerado como suficiente garantía de juicio la edad de veintiún 



(1) Estatuto de 22 de Junio de i 825. 

(2) Ley de <9 de Julio de 1831, y 15 de Mayo de 1838. En Malta es 
preciso tener una renta líquida de 8 libras esterlinas ó pagar por habita- 
ción una renta de 4 libras esterlinas. . 

5 
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anos, que basta ea Inglaterra para ser Jurado, y entre nosotros 
para ser elector^ ¿por qué del mismo modo no ha saltado por el ri- 
gorismo democrático y exigido que para ser Jurado sea necesario 
tener alguna propiedad ó disfrutar de alguna renta? 

La primera y principal condición de un cuerpo judicial es la in- 
dependencia que garantice su imparcialidad^ y esetigir mucho en 
el que nada posee, ni nada tiene, que en circunstancias determina- 
das dé grandes pruebas de carácter y de abnegación. No es esto 
decir que el pobre ne pueda ser tan moral é independiente como el 
rico, sino indicar que para aquel, el peligro de no serlo, tiene ra-^ 
cionalmente que ser más eminente y tentador ; y que la ley debe 
evitar estos conflictos, y caminar siempre sobre terreno firme, y no 
expuesto á contratiempos. Hay muchos hombres honrados, pero 
hay pocos héroes, y la ley que base sus disposiciones creyendo en- 
contrar muchos de estos, se funda en un error, porque la excepción 
no ptiede servir nunca de regla general. ¿Qué hizo Calfgula para 
herir de muerte al Jurado ó las questionesf Añadir una quinta de- 
curia compuesta de gente que no pagaba ninguna renta, para que 
tuviesen lugar las mayores iniquidades y se desprestigiase la insti- 
tución (1). 

¿Por qué en vez de considerar como escusa para ser Jurado la 
necesidad del trabajo manual diario para atender á su subsistencia 
no lo ha considerado como incapacidad? ¿Cómo se quiere que llene 
debidamente sus funciones de Juez el que si juzga no tiene qué co- 
mer? ¿Cómo se quiere que tenga suficiente independencia el que se 
pone en el caso de elegir entre su conservación y su conciencia! ¿No 
fué, como hemos indicado, la muerte y el desprestigio del Jurado 
en Roma el añadir á los judices jurati ó sdecti personas de las cla- 
ses más ínfimas de la sociedad, que vendian al acusador y al acu- 
sado sus votos? T ya que se ha copiado aquel particular de la ley 
francesa de 1853, ¿por qué no se ha hecho lo mismo con el que proT 
hibe ser Jurado á los domésticos y servidores asalariados? Es un 
grave mal, como hemos indicado antes/ que se considere como una 
consecuencia del derecho poUtico democrático la facultad de ser 

(1) Los Jurados deben ser escogidos de uoa clase que el trabajo habi- 
tual DO embote sus facultades, y que ya por su educación, ya por sus ocu- 
paciones dianas, ó ya por el hábito y la esperiencia hayan podido adquirir 
algunos conocimientos. (Meyer, Esprit des Institutions judiciaires, to- 
mo 5.*) 
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Jurado, y se pretenda por este medio dar ese poder á los más posi* 
Mes, caando si algún principio popular hay en la institución de que 
hablamos, no es en la de ser jue^, sino en la de seí' juzgado por ese 
Tribunal, que se considera como la conciencia pública ; y esa con- 
ciencia tendrá ihás garantías de universalidad y de bondad, cuan- 
tas más condiciones de moralidad, sano juicio é independencia reú- 
nan los que han de manifestarla. 

Napoleón al reasumir en el Consejo de Estado la discusión ha 
bida entre M. Simeón, Boulay, Portalis y Bigot Preameney, que 
pedian la supresión del Jurado, y M. Berlier, Treilhord, Regnault 
de Saint Jean d' Angeli y Difermon, que querían su continuación, 
decia... no se puede negar que un Gobierno tiránico tendria mu-^ 
ehos más medios con el Jurado, que con Jueces que no estando á su 
disposición le opondrán siempre más resistencia. 

No es el Jurado, pues, un resultado ó sólo una institución de un 
Gobierno republicano democrático. En Inglaterra nace en el si- 
glo XIII en medio de la lucha de los Reyes y los señores, se regu- 
lariza, y adquiere carta de naturaleza en los Gobiernos aristocráti- 
cos de los Plantagenet, y en los reinados absolutos y despóticos de 
Enrique VIH (1) y de Isabel; mientras que decae y se ahoga su voz 
en el Parlamento largo y la república de Cromwel. En Francia, si 
bien tuvo origen en aquella asamblea en que se proclamaron los 
derechos del hombre, aparece desde luego limitado y circunscrito 
á ser sólo ejercido por ciertas personas y para determinados crí 
menes, y sus primeros actos', en vez de servir de garantía al acusa- 
do, fueron por el contrario prenda segura de condenación; hacien- 
do que esta institución cayese en desprestigio, y que sólo pudiera 
levantarse y tomar asiento bajo el imperio militar de los Napo- 
leones. En Ginebra nace de una manera incompleta en el Código 
de 1791, se implanta luego por los conquistadores franceses que la 
hacen adoptar el suyo de 1808, y desaparece en 1814 cuando vuel- 
ve á su independencia, siendo, por último, organizado de una ma- 
nera más original en 1844, después de la reforma de su constitu- 
ción. En Bélgica nace el Jurado por decreto de la Asamblea Nacio- 
nal de 30 de Abril de 1790, y al ser incorporada á la Francia, que 

(1) La historia no perdonará nunca a) Jurado inglés, que en esa época^ 
y sólo por la declaración del Oñcial encargado de su persecución, condenó 
á muerte al ilustre Canciller Thomas Morus. 
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la hace adoptara su organización judicial, y es abolido, cuando en 
i814 recobra su independencia, por orden del Príncipe Soberano 
Guillermo de Orangc de 6 de Noviembre de aquel ano , y vuelto á 
restablecerse por la Constitución de 7 de Febrero de 4831. 

El error, pues, de considerar al Jurado como una institución 
exclusivamente democrática, cuando hemos visto que ha nacido y 
subsistido bajo diferentes formas de Gobierno, ha hecho que, así en 
Francia como en España, se trate de limitar lo menos posible las 
personas que pueden ser jurados, y que haciendo, de lo que es una 
obligación, un derecho, se dé facultades para juzgar á los demás, á 
los que no tienen verdaderas condiciones para ejercer estas funcio- 
nes; dando así lugar, á que esta clase de juicio no tenga todas las 
garantías de acierto y de independencia que era de desear. Esta 
creencia, y la de que no hay ninguna pena infamante, es lo que sin 
duda ha movido también á los autores de la ley para determinar, 
en el caso tercero del art. 666, que puede ser jurado el condenado 
por ladrón ó por otros delitos después de haber extinguidola con- 
dena, puesto que la incapacidad para serlo está taxativamente con- 
cretada al tiempo que dure el cumplimiento de la pena. ¿T es esto 
lógico? ¡Un Tribunal que debe aparecer como inmaculado, y cu- 
yos individuos deben ser hombres de honor y de una reputación 
acrisolada, vá, sin embargo, á tener entre sus miembros á licencia- 
dos de presidio por traidores, perjuros 6 prevaricadores! Más sabia 
es en este punto la ley francesa, que incapacita para ser jurados á 
los que hayan sido condenados á penas aflictivas ó correccionales, 
y no permite que lo sean ni aun los que han sufrido arresto por un 
mss, sino después que han trascurrido cinco años desde el cumpli- 
miento de la pena. No se enaltece la institución del Jurado hacien- 
do Jueces á los que han visitado nuestros presidios, sino rodeando 
por el contrario á las personalidades de los jurados de condiciones 
importantes que les hagan sobresalir en el concepto público. 

El número tercero del artículo 667 dá lugar á una cuestión 
que, por comprender al que escribe estas líneas, no queremos pa- 
sar en silencio. ¿El cargo de Registador de la propiedad es incom- 
patible con el de Jurado? La base de la ley para fijar si hay ó no 
incompatibilidad entre un empleo civil y el cargo de Jurado, es 
que aquel esté dotado con fondos del Estado, las Cortes, la Casa 
Real, las Provincias ó los Mujiicipios, y partiendo de este princi- 
pio, es indudable, que los Registradores de la propiedad que no re- 
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ciben sueldo de ninguna clase, sino únicamente sus honorarios de 
los particulares, no están comprendidos en las incompatibilidades 
de la ley. Es verdad, que no pueden ausentarse $in permiso del 
Presidente de la Audiencia, pero también lo es, que si la ley 
les impone la obligación de ser Jurados, y es alguno nombrado 
como tal, tiene que cumplir este deber tan inaludible como el pri- 
mero; y que por lo tanto, el que se encuentre e^ ese caso, como 
sucede al que esto escribe, que tiene la inmerecida honra de tener 
ambas distinciones, le bastará poner en conocimiento del presiden- 
te de la Audiencia su salida si es llamado por la Sección de Magis- 
trados, y entregar el Registro al sustituto que necesariamente debe 
tener. Los Registradores de la propiedad, hombres de ley y proce- 
dentes, los más de ellos, de la carrera judicial ó fiscal, no pueden 
menos de ser unos jurados, de reconocida autoridad é inteligencia, 
y no hay ningún aclo de su cargo que le incompatibilice ó le impi- 
da desempeñar aquel dignamente. Su inamovilídad además no dá 
temor de que pnedan doblegarse á las exigencias del poder, y que 
falten en ellos las condiciones de independencia que se ha temido 
suceda á otros empleados. El articulo 670, copiado de la ley fran- 
cesa, escusa de ser Jurado durante el ano siguiente, á los que lo 
han sido en el anterior. ¿No hubiera sido mejor, teniendo en cuen- 
ta lo penoso del cargo, que se hubiese adoptado la ley inglesa, que 
prohibe que ninguno pueda desempeñar el cargo de Jurado mas 
que una vez en el ano? (1) 

.CAPITULO IV. 

De la formación de las lisias del Jurado. 

No basta determinar y fijar reglas que aseguren la inteligencia, 
moralidad é independencia personal de los que deben tener la alta 
investidura de jurados, sino que es preciso también buscar un me- 
dio de impedir que en la formación de las listas se elimine ó se 
deje de comprender á los que tienen las circunstancias de la ley; 



(1) La misma disposición ri^e en Ginebra, articulo 26 de la ley del Ju- 
rado. En Bélgica sin su consentimiento no puede ninguno ejercer el cargo 
de Jurado n>as que una vez en el año, á no ser que regida donde esté reu** 
nido el Tribunal (art. 7.** de la ley del Jurado.). 
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tsí como también qae en la elección de ellos no se obedezca á in- 
fluencias del Poder, ni á otros móviles de distinta clase*. General- 
mente, los Gobiernos no han querido desentenderse de una inter- 
vención prudente en la formación de. las listas y en la elección de 
los jurados. En Inglaterra, cuyo Jurado se presenta como norma 
de esta institución, sus miembros si bien son puestos en lista por 
los Jueces de paz con un rigorismo tan exquisito de imparcialidad, 
y con tan estricta sujeción á las prescripciones legales, que las lis- 
tas no sólo se ponen al público por i 5 dias, sino que se dá acción 
pública contra ellos, sobre inclusión ó exclusión de nombres, son 
fiin embargo después, y al irse á formar el Jurado, escogidas 
las personas por el SAm/¡í (empleado nombrado por el Rey), por 
medio de un sorteo, que él solo hace de todos los comprendidos 
en el libro que se ha formado con todas las listas de las parro- 
quias, y que se llaman Libro de los Jurados, Es verdad que el 
Sheriff es un funcionario gratuito, anual, inamovible y nombrado á 
propuesta de los doce grandes Jueces, lo cual parece darle ciertas 
condiciones de independencia, pero siempre es un agente del Poder 
y no un encargado popular. Según el acta del Parlamento inglés 
de 22 de Junio de 1825, las listas de los jurados se forman del 
modo siguiente: El Clerk de paz (que es un escribiente ú Oficial 
archivero que está al lado de los Jueces de paz), en la primera se- 
mana del mes de Julio libra órdenes á los altos constables, que son 
unos delegados del Juez de paz para que los Churchwardens (1), 
ó representantes legales de las parroquias é Inspectores de los po- 
bres, formen una lista antes del I.** de Setiembre, de todas las per- 
sonas aptas en su parroquia y townships (caseríos) para ser jurados. 
Estos funcionarios, asi que reciben el mandato, forman una lista 
por orden alfabético de las personas á que aquel se refiere, con ex- 
presión de su residencia, títulos, cualidades, profesión, etc., y la 
fijan durante los tres primeros domingos del mes de Setiembre á la 
puerta de la parroquia y de los sitios públicos, previniendo que las 
reclamaciones contra dicha lista serán oídas por el Juez de paz. 

Pasado ese tiempo, y en los siete últimos dias del mes de Se- 
tiembre, se reúnen los Jueces de paz del distrito, y oyendo á los 
interesados y examinando las listas las ultiman, excluyendo á los 
incapaces ó incluyendo á los que deben serlo según la ley, y las 

(1) Estos los nombra el Gura y los feligreses de mutuo acuerdo. 
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entregan á los altos eomtables ó á sus delegados que las remiten á 
la primera A^adiencia del Tribual del quartek sefion, ó ¿ la más 
próxima reunión que cada tres meses tienen todos los Jueces de pai 
de cada condado. Estas listas secopian por el Clerk de paz en or- 
den alfabético, y con distinción de parroquias, en un libro que, 
como bemos dicho, se denomina de los jurados, y se remite al 
Sberjff, en las seis semanas que siguen, á dichas Sesiones, para 
que sea puesto en observancia en i.* de Enero, El Sheríff, en este 
libro, saca una segunda lista por el mismo método que la primera, 
pero en la que sólo comprende las personas más importantes del 
Canten por su riqueza y su ilustración, y la cual se llama Libro de 
lo$ jurados epeciales. Asi que recibe el Writ (orden) de venire fa^ 
das Juratores, señala ó nombra, diez dias antes de la reunión del 
Jurado, las personas de ese libro que sean necesarias para consti- 
tuirte (1). 

Se vé, pues, que bajo la influencia de los Jueces de paz, funcio- 
narios nombrados por la Corona y amovibles á su voluntad, es como 
se forman las listas de jurados en Inglaterra, asi como que la élec* 
cion de éstos para cada juicio depende exclusivamente del SherifT, 
ó de otro funcionario nombrado también por el Bey y que es el 
Jefe de cada condado. 

En Francia, en 4790 (2), ó desde el mismo periodo revoluciona- 
rio en que nació el Jurado, hasta el ano de 1848, la formación de 
las listas estuvo á cargo de los prefectos ó de los agentes amovibles 
del Poder, que cojian las personas que tenían por más convenientes 
ó las más adictas á la situación política que dominase. La revolu- 
ción de 1848 trató de libertar al Jurado del poder administrativo, 
y sometió la formación de las listas á una comisión cantonal, que 
la práctica demostró estaba expuesta también á toda clase de in- 
fluencias, y propicia del mismo modo á todo género de abusos, y la 
ley de 4 de Mayo de 1853 vino á establecer el sistema que hoy 
rige y que es el siguiente. Las listas se forman por el Juez de paz 
y el Alcalde de cada comune , comprendiendo en ellas un número 
triple de personas que el que corresponde al Cantón. Estas listas 



({) Orden de 22 de Judío de 1825, de Jorge IV. 



,_, Por decreto de 30 de Abril de 1790. confirmado después en la ley 
deorganizacioa judicial de 16 y 24 de Agosto del mismo ano y en la Cons- 
titución de 1791, nace en Francia elJurado. 
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se remiten á la cabeza del distrito, y allí, una junta compuesta de 
subprefecto y de todos los Jueces de paz de la demarcación forman 
la segunda lista, escogiendo una de cada tres personas. La lista, 
así terminada, se envía al Tribunal de Asises, cuyo Presidente sor- 
tea 56 jurados y cuatro suplentes. 

En los Estados-Unidos de América se sigue un sistema pareci- 
do al de Inglaterra, sólo que allí el Sheriff y los Jueces de paz son 
de elección popular. 

£n Bélgica, la Diputación del Consejo provincial forma una lista 
general, por cada distrito judicial de la provincia, de las personas 
que tienen capacidad para ser jurados, y las remite antes del 30 de 
Setiembre de cada ano al Presidente del Tribunal del partido. El 
Presidente del Tribunal, acompañado de dos miembros más anti- 
guo?, forma una segunda lista, que comprende la mitad de los 
nombres de la primera, y la remite antes de I."" de Noviembre al 
Presidente del Tribunal de apelación. El primer Presidente y los 
dos de Sala más antiguos, previa audiencia del Ministerio públi- 
co, forman otra tercera lista que comprende la mitad de los nom- 
bres de la segunda. Reunidas las terceras listas de todos los distri- 
tos ó partidos de cada provincia, formian la general del ano. Antes 
de 1.° de Diciembre se remiten por el primer Presidente al del lu- 
gar del Tribunal en que se establezcan los Asises, una copia de la 
lista de los jurados. ^ 

Tienen capacidad para ser jurados los que paguen por contri- 
bución directa 250 francos en las capitales de los departamentos y 
170 en los otros puebtes, y además las capacidades qué fija, que 
son todo lo más notable en administración, ciencias y literatura. 
(Ley de organización del Jurado de 15 de Mayo de 1858.) 

En Ginebra son elegidos los jurados por uaa comisión del gran 
Consejo de entre los mayores de 25 anos, y menores de 70 que 
sean electores, hasta formar una lista de quinientos (1). 

En Suiza el cargo de jurado se obtiene por elección popular. 
Para ser jurado es preciso ser elector. El pueblo nombra un jurado 
porcada cien habitantes en los cantones de Ginebra, Vaud, Fribur- 
go, Neuchatcl, Berna, el Valais, Soleure, Basilea, Lucerna, Argovia, 
Zurich, Scha/fhouse, Thurgovia, Zarg, Sehwytz, Vuterwaiden, 
Glaris, St-Gall, Appenzell y Uri; y uno por cada quinientos en los 
— j- . I . j ■ ■- - ' 

(1) Ley de i 6 de Junio de 1 848. 



Digitized by 



Google 



31 

cantQDes del Tesino y Grisons. El gobernador de eada cantón remi- 
te al Consejo federal la lista de los que han sido elegidos jurados 
en su demarcación, y éste los publica. 

Si por muertes ó incapacidades llegase la lista de cada distrito 
judicial, que compone varios cantones, á no llegar al número de dos- 
cientos jurados, el Consejo federal manda que se complete por elec- 
ción. (A.tts. 24, 28 y 31 de la ley de organización judicial federal.) 

En España la nueva ley ha seguido un sistema misto en ciertas 
cuestiones, y en otras uno completamente nuevo, que para honra 
de sus autores creemos que es su parte mejor. 

La combicm encargada de formar las primeras listas se compo- 
ne, en su mayoría, de cargos de elección popular, que son el Al- 
caide y tres concejales, pero don intervención de los delegados del 
poder judicial, ó sean del Juez y Fiscal municipal, que es el encar- 
go de velar porque no haya exclusiones ó inclusiones indebidas, y 
tiene, según el art. 665, el deber de apelar para ante el Tribunal 
de partido de las resoluciones de la Junta que no considere legales. 
Es una comisión popular respetable que no está expuesta á los in- 
convenientes que puede tener la que se compone de cargos amovi- 
bles á voluntad del Gobierno, como es la de los Jueces de paz de 
Inglaterra, así como tampoco por su número es tan fácil de some- 
ter como la francesa, que solo* consta del Alcalde y Juez de paz. 
Esta comisión, que forma las primeras listas, está obligada como en 
Inglaterra á comprender todas las personas que en el término mu^ 
nicipal tienen capacidad para ser jurados, y no escoge comeen 
Francia un número determinado, lo cual en este país no puede me- 
nos de dar lugar á que la elección obedezca á ciertas prevenciones 
de localidad. Sin embargo, no podemos menos de manifestar que 
está más dentro de los principios democráticos y dé los fundamen- 
tales del Jurado el sistema suizo , puesto que los elegidos para ese 
catgo representan á la mayoría del país, y pueden decir que sus 
votos son la conciencia pública que falla, así como dá lugar á creer 
que al que elijan ha de ser persona de criterio, independencia y 
justificación (1). 

Estas listas se ponen como en Inglaterra, quince dias al públi- 



(t) Eq el estado actual de España, si el Dombramieoto de jurados se 
hiciese por elección popular, do representaría o sino á los más osados, ó tai 
vez á los criminales que buscarían medios de imponerse y obtener un car- 

6 
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co, y se dá acción popular como allí á todos los vecinos mayores 
de edad del término municipal para reclamar las. inclusiones ó ex- 
clusiones que creyesen procedentes (Art. 67&). 

Este art. 676, en combinación con el 665, dá lugar á una cues* 
tion que nio deja de tener importancia. ¿Es sólo el Fiscal municipal 
el que puede apelar de las exclusiones ó inclusiones indebidas de 
las lis^Sy ó esta facultad condpete y es potestativa también en cual- 
quiera individuo de la Junta? Según los términos ó el contesto del 
articulo 675, parece que sólo el Fiscal es el que puede entablar ese 
recurso, puesto que sólo á él se refiere; sin embargo, nosotros cree- 
mos que siendo la reclamación una acción popular que pueden en- 
tablar todos los vecinos mayores de edad, no hay razón. para que 
un individuo de la Junta, á quien se ha desatendido en su voto tan 
sólo por el mero hecho de serlo, esté privado del derecho que se 
concede á todos sus convecinos; y que si bienes verdad que la ley 
se refiere al Fiscal, como al único que ha de cuidar de apelar ante 
el Tribunal de partido de las resoluciones de la Junta que no con- 
sidere legales,, esto es porque á éste le impone ese deber de una 
manera preceptiva é ineludible, por ser como el vigilante y el cen- 
tinela de la ley en la mencionada Junta, mientras que á lo& demás 
sólo deja esta facultad á su exclusiva voluntad. El modo imperativo 
de que se vale la ley para ordenar al Fiscal la apelación, confirma 
aún más esta creencia. 

Concluido el término de los quince dias para proponer las re- 
clamaciones de exclusión ó inclusioii, vuelve á reunirse la Junta y 
rectifica, si lo cree procedente, las listas, fijándose en los articules 
667 al 687 inclusive, los medios y el procedi[pient¡o que d,ebe se- 
guirse en todos estos recursos, y en los cuales se ha procurado fa- 
cilitar y acelerar, sin detrimento 4e la justicia, los trámites y la 
realización de todos los derechos legitimes. Ultimadas definitiva- 
mente las listas por la Junta, el Juez municipal que ha sido el Pre- 
sidente, y cuyo voto ha decidido en caso de empate, las nemite con 
su Visto Bueno y por medio de certificación dada por su Secretario 
al Juez de instrucción de la circunscripción en los diez dias prime- 
ros del mes de Agosto, y este, asi que las recibe, convoca á todos los 
Jueces de los términos municipales para un dia de la segunda dece- 



go que la generalidad, desprovista de amor á la sociedad, mira cornil one- 
roso. 
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. na del mismo mes, coa el objeto de formar las segundas listas. 
Reunidos los Jaeces municipales con el de instrucción, escojen uno 
por cada diea de los que contengan cada lista remitida, cuidando 
siempre de que e^a segunda se componga cuando menos de una 
Uretra parte de capacidades. Este método es indispenstddemente 
mucho mejor, más liberal y menos arbitrario que el TeríKcado en 
Inglaterra, por la omnímoda voluntad de SherifT, y en Bélgica por 
la del Pr^idente del Tribunal de partido; y si bien parece igual á 
la que se verifica en Francia, no lo es así porque allí no se tasa ni 
se fija á la Junta el número de capacidades que ha de elegir. 

Lo que sí nos sorprende es , que en esta Junta no intervenga ei 
ministerio fiscal; tal vez sea porque como ya no se trata de escojer 
los más aptos , sino los mejores, no se haya creido que pueda haber 
nadie más competente que los mismos Jueces municipales , que 
deben conocer mejor que nadie á todos los individuos de su de- 
marcación; ó tal vez, y esto acaso debe ser lo cierto, porque for- 
mándose estas segundas listas ante el Juez de instrucción, á cuyo 
lado, según la ley de organización de Tribunales no hay ningún 
fiscal de un orden gerárquíco superior á los municipales que ya han 
intervenido, no se ha encontrado quien represente allí dignamente 
la ley y el interés público, pero esto ha podido suplirse con el fis- 
cal municipal de la cabeza de la demarcación, que siempre será 
una persona de condiciones de capacidad y respetabilidad. Tampo- 
co se ha dado ningún recurso contra la inclusión ó esclusion de per- 
sonas en esta segunda lista, y esto es natural, porque aquí no se 
trata ya de declarar aptitudes ó incapacidades legales, sino de ra- 
zones de conveniencia general respecto á ciertas preferencias de 
elección que se ha dejado, con fundamento, al esclusivo juicio de 
la Junta, y contra el que no se baria más que herir innecesariamen- 
te respetables susceptibilidades. 

Terminadas las segundas listas por los procedimientos que he- 
mos indicado y detalladamente marcan los artículos 689 al 690, el 
Juez de instrucción las remite al Tribunal del partido en la misma 
segunda decena por medio de copia certificada visada por él, dada 
por el secretario de gobierno. 

£1 Tribunal de partido, así que las recibe, se constituye en otra 
Junta con su fiscal y los Jueces de instrucción para formar la ter- 
cera lista, que se compondrá de áerumpaádades y doscientas ca- 
bezos de familia correspondientes, en cuanto sea posible , á todos 



Digitized by 



Google 



34 

los términos municipales del partido, si bien dando mayor partici- 
pación al de la capital (art. 602). 

El legislador, como hemos indicado en otro capitulo, ha procu- 
rado garantirse de la bondad de los elegidos para jurados, y no ha 
estado isatisfecho hasta que ha pasado por tamiz las aptitudes de la 
ley bajo el criterio del poder judicial que es el único que le inspi- 
raba confianza. 

No queriendo desprenderse de ciertos principios democráticos, 
que nosotros creemos inaplicables al tratar de la administración de 
justicia y exigir ciertas condiciones que le parecían un privilegio, 
pero que eran prenda segura de moralidad é inteligencia ; y no 
teniendo tampoco confianza en que los requisitos exigidos á los ju- 
rados fuesen por si bastantes á garantir las aspiraciones de esta ins- 
titución, ha querido, por medio de juntas de revisión, ir aquiUi'- 
lando y pasando por distintos crisoles las personas llamadas por la 
ley para ese cargo, y lograr indirectamente de este modo que Án 
establecer en principio preferencias y desigualdades impopulares, 
sean elegidas esas mismas personas de que trataba de huir. 

En ninguna legislación estranjera encontramos, como no sea en 
Bélgica, la formación de esa tercera lista; y es porque en todas par- 
tes la ley ha sido desde luego más previsora, y ha procurado de 
antemano y desde el principio asegurarse por medio de ciertas cir- 
cunstancias y condiciones exigidas á los jurados de que desde las^ 
primeras listas no han de estar comprendidos para ese cargo, sino 
lo$ más apios, sin que, por lo tanto , haya necesidad después de 
andar separando tanto la escoria del metal fino. Esta tercera lista 
dará lugar á sospechar que, siendo los que la forman dependientes 
del Gobierno , éste no puede menos de tener una gran influencia 
en su confección, y que el Jurado español adolecerá tal vez de 
cierta dependencia que impida su imparcialidad. No participamos 
nosotros de esta opinión, porque además de haber dado siempre la 
magistratura española sobradas pruebas de carácter y de justificación, 
la cualidad de inamovibles que tienen por la ley, hace también im- 
posible ese temor; pero siempre es verdad que, los que ultiman las 
listas son nombrados por el Poder Ejecutivo y que esto en ciertos 
casos puede dar lugar á ofensivas y suspicaces dudas. £!1 Sheríff 
inglés es inamovible, y su nombramiento no le debe exclusivamen- 
te á la Corona, sino al haber sido propuesto en eterna por los doce 
grandes Jueces, y sin embargo, se ha criticado y se ha sospechado 
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mucho, y nosotros hemos participado de esta opiaíon, de que sea él 
el que elija ó sortee la lista délos jurados (i). No tendría, pues, nada 
de eslrano que al Jurado español se le reconviniese por los purita- 
nos de esta institución del mismo defecto que *ya hemos indicado; 
por más que nosotros, atendiendaá los pocos requisitos que se exi- 
jen á los jurados, veamos por el contrario en esa tercera lista un 
gran medio de garantía de acierto en la elección. 

Después de, formada la lista de jurados por la mayoría absoluta 
de votos de esa Junta, el Presidente de ella remite una copia certifi- 
cada antes del primero de Setiembre al Presidente de la A.udiencia 
del distrito, otra al Groberoador de la provincia para su inserción 
en elBoletin oficial , y hace saber á cada uno de los Jueoes muni- 
cipales los vecinos de sus respectivos términos que han sido elegí- 
dos jurados, para que lo notifiquen á los interesados (arts. 693 al 
696), y tengan presente si dichas personas incurren en alguna in- 
capacidad para que lo participen al Juez del partido (art. 697). 

El Presidente de la Audiencia forma la lista general de jurados 
del distrito , reuniendo , con las correspondientes distinciones , las 
listas parciales de todos los partidos , y remite una copia autori- 
zada por el Secretario de la Sala de gobierno al Ministerio de Gra- 
cia y Justicia. 

Tal es , en resumen , el modo cómo se forman las listas de ju- 
rados entre nosotros, y no habrá nadie que después de saber que 
la aptitud 4e ellos se ha pasado por el criterio de tantas personas 
ilustradas é imparciales, no crea que la elecion ha sido todo lo más 
acertada posible. Sin embargo , nosotros hubiéramos disminuido el 
número de las Juntas y die las listas , y exigido , por el contrarío, 
más circunstancias para ser elegidos , porque si bien es verdad que 
no se dará un caso ^n que aquellas elijan á un licenciado de pre- 
sidio y un pordiosero, habiendo, como habrá, tantos hombres in- 
maculados y de posición, siempre es lo cierto que la ley los autori- 
za para que los nombren , y esta posibilidad es la que ha deUdo 
evitar el legislador. ' 

(i) En tiempo de Enrique VIH, el Sheriff formaba las listas en confor- 
midad con las instrucciones espresas de la Corona, y tuvieron lugar aque- 
llos jurados parciales que, según el dicho del cardenal Wolsey , podía fá- 
cilmente encontrarse quien dijera que Abel era culpable de la muerte de 
Cain, y causa horror ver como-en aquella época se sometía por el miedo ó 
por la corrupccíon al Jurado en favor de los crueles instintos del Monarca. 
Hallara, Histoire constitutionnelle de l'Ánglalerre, 
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SEftUNDA PARTE. 



CAPÍTULO V. 

De lat díllgeneiat preparatonat para 1« oonttítaoioii del Tribanel 
del Jvredo. 

Dos sistemas pueden seguirse en la administraeion de justicia, 
coma dice M. Comte (i); ó señalar un lugar determinado donde 
vayan los litigantes á someter sus diferencias , ú obligar á los Ma- 
gistrados á que, recorriendo las principales partes de su territorio, 
vayan á ponerse á la misma puerta de aquellos. La ley que exami- 
namos , como la inglesa , ha adoptado con razón este último (2), y 
ha ordenado en el art. 698 que el Tribunal del Jurado se reúna 
cada trimestre en las poblaciones que la Sala de lo criminal de la 
Audtencia acuerde , y que serán las que determina d art. 701. 

En toda causa intervienen muchas personas que tendrían nece- 
sidad de salir del lugar en que se encuentran , para ir á deponer 
como testigos ó á juzgar como jurados, si el lugar del juicio no está 
allí ; y es más justo y más razonable que se muevan los menos en 
beneficio de los más , que no éstos en favor de aquellos ; mucho 
más , cuando en otro caso los que necesitaban dejar su casa , su fa- 
milia y sus negocios eran personas no retribuidas, en obsequio 
y en favor de funcionarios que, si bien son muy respetables, están, 
sin embargo, asalariados por el Estado (3). ¿Pero la ley real y efec- 
tivamente ha dictado las medidas necesarias para poner la adminis- 
tración de justicia á la puerta de los ciudadanos? Hé aquí lo que 
nosotros creemos que no ha logrado completamente, puesto que ha 
dejado el establecimiento del Jurado en las capitales de partido en 
tercer término , y sólo cuando no fuese pronta y fácil la comunica- 



(! ) Del Pouvoir judUnaire» . 

(2) Es el mismo sistema que para los Tribunales correccionales quiso 
adoptar el proyecto de ley del año de 1868. 

(3) Los arls. 13 y 217 de la ley de organización judicial mhüáhn que á 
los Magistrados que vayan á constituir el Jurado se les dé un sobresueldo 
de 25 pesetas por cada dia que estén fuera de su domicilio. 



Digitized by 



Google 



37 
cion con la capital de la Audiencia ó de 1^ provincia. Los ve(iinos 
de los pueblos rurales , alejados muchos de ellos de la cabeza de 
partido, tienen que ir, en los más de los casos, á la capital 
de la provincia á deponer como testigos ó á ejercer el honroso, 
pero á la vez oneroso cargo de /uro^fos, y esto tiene que dar 
lugar á que la administración de justicia tenga que ser en estrema 
gravosa, y á que se dé lugar á que no se encuentre quien quiera 
figurar para nada en una causa, por no sufrir estos dispendios ó es- 
tas incomodidades (i). ¿Quién abona á un infeliz testigo 6 jurado los 
gastos de doce ó veinte leguas de camino y la ^usencia de una se- 
mana ó más de su trabajo? 

Ei articulo 20 dice que los que fueren partes en una causa cri- 
minal tendrán obligación de indemnizar á los testigos que declaren 
á su instancia. ¿T si los procesados son pobres, como lo son en los 
más de los casos, quién los indemniza? ¿T si los testigos no decla- 
ran á su instancia, sino del Ministerio fiscal? ¿T á los jurados (2)7 
¿No hubiera sido más conveniente que en primer término se hubiese 
ordenado que el Jurado se constituyese en la cabeza del Tribunal 
de partido y si allí podian fácil, pronta y económicamente concurrir 
los jurados, partes interesadas y testigos; en segundo, los pueblos 
donde resida d Juez de instrucción; y en tercero, el lugar déla co- 
misión del delito? ¿No hubiera sido también mejor que, como en 
Inglaterra y en la Confederación Suiza, no hubiese épocas en el ano 
señaladas de antemano para la reunión del Jurado, sino que este se 
constituyese tantas veces cuantas fuese necesario para las causas 
que pendiesen de ese trámite, ó que en otro caso , como en Gine- 
bra, los tiempos de reunión fuesen mucho más frecuentes? Todo 
esto hubiera sido mucho más beneficioso para todos los que tienen 
que intervenir en un proceso y hubiera facilitado más la pronta ad- 
ministración de justicia, porque asi no se daría el caso que vá á 
darse con frecuencia de que una causa esté paralizada tres meses, 
si, por casualidad, se ha remitido para su conocimiento al Jurado 



(1) El Dúm. 5.* del art. 49 impone al testigo que no se presentase al 
primer llamamiento la multa de 5 á 50 pesetas ; y al segando el ser pena- 
do como reo del delito de desobediencia. 

(2) En Bélgica, si el jurado está domiciliado medio miriámetro del lugar 
donde se tienen los Asises, puede reclamar una indemnización por cada día 
de florín y medio, que se pagará como gasto urgente por orden del Presi- 
dente. (Ley de 17 de Marzo de iS32, art. 4.*) 
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después que la Sala de lo criminal de la Audieacia ha acordado ya 
las que ha de conocer en su próxima reunión trimestral. 

En Inglaterra cada uno de los doce grandes jueces recorre los 
pueblos más importantes del distrito judicial' que le está señalado, 
y preside los jurados que son necesarios para el fallo ¿e las causas 
que estén pendientes de ese trámite, teniendo además obligación 
de tener sesiones cada tres meses para resolver los demás asuntos 
que les están encomendados. Ninguno en aquel pueblo puede ser 
procesado sin que un gran jurado admita previamente su acusa- 
ción (1), y para esto los Jueces de paz se constituyen en Tribunal y 
dan orden al Sheriff para que les envié veinticuatro personas de los 
diversos puntos del distrito que puedan desempeñar el cargo de ju- 
rados para ese acto. £1 Sheriff así que repibe la orden saca de la 
urna otras tantas papeletas ó pergaminos que cpntienen distintos 
números, y busca en la lista. por orden alfabético y numerada del 
libro de Jurados especiales, en que ^stán incluidos los sugetos más 
importantes del Condado (2), las personas que les ha correspondido 
ser jurados, y expide las órdenes correspondientes para que se pre- 
senten ante el Tribunal (Cour), en el dia, hora y lugar que este ha 
designado. Reunidos cuando menos veintitrés de estos jurados, eli- 
gen un Presidente de entre ellos, y se presentan al Tribunal á pres- 
tar el jurs^mento. Después se constituyen en.otra habitación, y le- 
yendo uno de ellos la denuncia, reciben en secreto ó á puerta cer- 
rada sin permitir la entrada de nadie, las correspondientes decla- 
raciones á los testigos. Los jurados pueden tomar las notas que 
crean necesarias del proceso, pero tienen la obligación de destruir- 
las, antes de su salida de la sesión. Si doce jurados se declaran en 
favor de la acusación, el Presidente escribe al pié de la denuncia 
que es cierta, ó las palabras Truebill, y si nó, que no está justifi- 
cada, Notfound. Si se declara que hay lugar á la acusación, la Cour 
libra nueva orden al Sheriff para que le mande los jurados del jui- 
cio, y éste remite por el mismo medio antes empleado de cuarenta 
y ocho á setenta y dos jurados, pero entonces no lo hace con rela- 



(i) Edw. in, stat. 5, cap. 4. Lo mismo dispone la Constitución de 13 
de Diciembre de i799 de Bélgica. 

(2) Para ser jurado especial se necesita estar comprendido en la lista 
de los jurados, y además ser esquifes 6 tener una dignidad intermediaria en- 
tre genüeman y caballero, y tener una propiedad en inmuebles igual á la 
suma de dos jurados ordinarios. 
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cion al libro de tos jando» especiales^ sino átteamefite del de tos 
jurados, á do ser que el acusador ó el acusado pidan y obteBgan un 
Jurado especial. Todo es en loglat^ra rápido y to menos dispen- 
dioso posible, porque el Jurado del. juicio se constituye también in 
mediatamente que el de acusación, para no tener en suspenso por 
mucho tiempo la honra de un ciudadano ó sin la satisfacdion á la 
sociedad ofendida (i). 

En la ConfederacioD Suizay antes de la apertura de cada sesión 
de Asises, el Tribunal superior del Cantón manda en audiencia pú- 
blica, y á excitación de la Cámara de acusación, colocar en una urna 
los nombres de todos los jurados del distrito y sacar después á la 
suerte cincuenta y cuatro nombres, con los que se forma una lista 
que se remite al Presidente de la Cámara criminal, el cual la hace 
saber al Procurador ó Fiscal del distrito y al acusador, para que 
procedan á la recusación de los que tengan por conveniente. Si no 
han sido cuarenta recusados, el Presidente de la Cámara criminal, 
con asistencia de un alto funcionario judicial, sortea doce de los que 
han quedado para jurados del juicio, y dos para suplentes de estos. 
y después los cita seis dios áaites de la apertura del Tribunal, para 
que se presenten ante éste á constituir el jurado (2). Las sesiones 
de Asises ó el juicio se tienen en la villa federal ó cabeza del dis- 
trito judicial, así como en los pueblos que la Cámara de acusación 
marque al remitir el procedimiento, y no hay época determinada 
para su reunión, sino cuando los convoca la sección de lo criminal. 

En Ginebra, el Tribunal criminal, con asistencia del Jurado, se 
reúne seis veces al ano, que. son: el tercer martes de Enero, Marzo, 
Mayo, Julio, Setiembre y Noviembre, sin perjuicio de que puedan 
acordar sesiones extraordinarias en otros dias, ó variar el designado 
por la ley para la apertura de sus sesiones. Cinco dias antes, ó cuando 
más 10, de abrirse la sesión, el Presidente del Tribunal de jus- 
ticia, y en audiencia pública ante todo el Tribunal, saca á las suer- 
tes de la lista anual de los jurados cuarenta nombres que vienen á 
formar la lista de los jurados para aquella sesión, y hace saber en 



(1) En Inglaterra no hay Ministro público, y los denunciaotes llenan el 
papel de aquel. Sólo en los crímenes atroces y de circunstancias extraordi- 
narias es en los que la Corona nombra t'uocíonaríos que sostengan la acu- 
sación. 

(2) Ley de organización judicial federal.de 1849, y Ley de procedi- 
miento criminal de i 85 i. 

7 
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los dos dias siguientes al escrutinio, á los nombrados que se presen- 
ten ante el Tribunal criminal en el dia y hora determinados. Si no 
llegasen á concurrir treinta y el Ministerio público y el acusado no 
se confommsen con ese número, el Presidente le completa con otros 
que saca de las listas de los jurados (1). 

En Francia, el Tribunal del Jurado ó los Asises se cmisütuyen 
también como en España en lugares y épocas determinados, y 10 
dias antes de la apertura de él, el Preádente del Tribunal imperial, 
ó de la cabeza del partido judicial en los pueblos donde aquel no 
existe, saca á la suerte en audiencia pública de la lista anual de 
jurados treinta y seis nombres y cuatro suplentes, y con ellos for- 
ma la lista para aquella reunión (art. 16 de la ley de 10 de Mayo 
de 1853). Si llegado el dia no han comparecido ante el Tribunat 
treinta de los jurados nombrados, el Presidente completa ese núme- 
ro con los suplentes por el orden que tienen en la lista, y si con to- 
dos ellos no ha podido reunirse aquel número, se sacan á la suerte 
en audiencia pública los que falten de la lista anual de los de la lo- 
calidad (Art. 18 de la ley de 10 de Mayo de 1853). En bélgica, se 
reúnen los Asises una vez al mes en cada departamento de los que 
comprende la Audiencia ó Tribunal imperial (2), y el Presidente 
antes de la reunión divide los negocios de que han de conocer, en 
sérieSf para que no pueda durar cada sesión más que de 10 á 15 
dias. Para cada serie se sortean treinta jurados, y ninguno de estos 
puede conocer de los asuntos ó causas que abracen las otras (3). 

La ley española, como hemos indicado, señala los dias determi- 
nados que durante el ano se ba de reunir el jurado, y faculta á la 
sala de lo criminal de la Audiencia para que después de hacer un 
alarde de las causas que en el trimestre próximo están en estado de 
someterse al Jurado, fije el lugar en que ha de reunirse, según el 
orden que marca el art. 701 y 702, así como el dia en que ha de 
tener lugar dentro de cada trimestre, constituyendo tantos jurados 
como lo permita el número de Magistrados ^ue compongan la sala 
de lo criminal de cada Audiencia, y en los que se comprendan to- 
das las causas de todos los partidos judiciales en que aquella está 
dividida (art. del 698 al 702). 

(i) Artículos 25 y 35 de la ley del Jurado en Ginebra. 

(2) Art. 19 de la ley de organización judicial de 20 de Abril de 1810. 

(3) Articulas 1/ y 2.* de la ley de 1.* de Marzo de 1832, y 15 de Ma- 
yo de 1838. 
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La Sala de lo criminal en Audiencia pública, después de haber 
eliminado las personas que han perdido la cualidad de jurados (1), 
sortea por medio de uno de sus secretarios cuarenta y ocho jurados 
de la lista que se ha formado con todos los de los partidos judícia^ 
les á que corresponden las causas que han de verse en la población 
y fija el dia en que los designados han de presentarse en el punto 
que se ha de constituir el Jurado, para lo que expide el Presidente 
las correspondientes órdenes con el objeto de hacérselo saber, y 
manda estender de todo la correspondiente diligencia en un libro 
llevado para estos actos. 

La apertura de las sesiones no se suspende por falta de alguno 
de los cuarenta y ocho con tal que concurran á lo menos treinta y 
seis. Cuando no se reúna este número se suspende la apertura de 
las sesiones, y se completa con otras personas de la lista del parti- 
do á que corresponda la población (2), por medio de un sorteo ante 
la sección de Magistrados. La Sección acuerda al mismo tiempo» 
como en todas las legislaciones, lo que proceda para exigir la res* 
ponsabilidad á los que no han concurrido sin causa legítima (3). 

El Presidente ha remitido con antelación las causas y dado las 
órdenes para que los presos sean trasladados á la población en que 
el Jurado haya de constituirse, y que se les cite para el acto del jui- 
cio, lo mismo que á los que se hallaren en libertad provisional, y á 
sus fiadores, y á las personas civilmente responsables, así como al 
Ministerio fiscal, querellante particular y actor civil en su caso, 
siendo causa de casación la falta de esta circunstancia, si el que de- 
biere ser citado no compareciese al juicio (art. 706). 

Desde luego aparecerá que la reunión del Jurado, como hemos 
indicado, en épocas periódicas y tan lejanas, tiene que dar lugar á 
gravísimos perjuicios y á dilaciones indebidas , porque si una causa 
llega á la Sala de lo criminal para su remisión al jurado ocho dias 
después que aquella ha acordado los que han de verse en la próxi- 
ma sesión trimestral, tiene que estar en suspenso ó paralizada otros 

(1) Lo mismo se ordena por el art. 23 de la ley de Ginebra con la sola 
diferencia de que en el acto se oye previamente sobre esta exclusión al Pro- 
curador genera). 

(2) Este arlfculo concuerda con el 18 de la ley francesa de 10 de Ma- 
yo de 1853. 

^ (3) Ed Bélgica, el Presidente saca á la suerte 30 nombres, y es preciso 
que concurran 24 para la apertura de las sesiones (art. 8 y 12 de la ley de 
15 de Mayo de 1838). 
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tres meses, y el preso si lo hay, privado de su libertad y safriendo 
todo ese tiempo tal vez las consecuencias de un procedimiento inde- 
bido. ¿Dónde está aquí la celeridad del juicio? Mejor en este punto 
es el sistema suizo, que no fija los dias que en el año ha de reunirse 
el Jurado, sino que esto se verifica siempre y cuantas veces es ne- 
cesario. El interés de la justicia y de la sociedad en general no 
debe posponerse á los particulares por respetables que estos sean. 

No podemos menos de hacer notar también, que si bien se ha 
ordenado y dictado medidas que dan seguridades de legalidad en 
el sorteo de los jurados, éste se hace , sin embargo , por la misma 
Sala de lo criminal que después ha de repartirse por los distritos 
para constituir el Jurado, lo cual puede dar lugar en ciertos casos 
á innecesarias sospechas de parcialidad. En Inglaterra el sorteo ó 
la designación de los jurados para e) juicio, lo hace el SherifT, 
funcionario administrativo, que para nada interviclne en el Tribu- 
nal. En Suiza por el Tribunal superior del cantón que remite des- 
pués la lista de los elegidos al Presidente de la Cámara de lo crími- 
mina!; en Ginebra ante todo el Tribunal de justicia en pleno , y en 
Francia por el Presidente del Tribunal imperial en audiencia pú- 
blica. Sólo en España y Bélgica (1) el sorteo se verifica por la mis- 
ma Sala de lo criminal que después tiene que entender en los jui- 
cios, y esto por más que no pruebe caber ninguna duda de la lega- 
lidad de ^quel acto , por la respetabilidad de las personas que lo 
presencian, y la forma como se hace , tal vez á algunos , y en cier- 
tos casos, no les merezca igual modo de sentir. 

En todos los pueblos donde existe el Jurado, como no sea en Gi- 
nebra para los delitos de pena correccional que bastan seis jurados, 
y en Malta 7iuevey son necesarios doce para cada juicio, y sin em- 
bargo en Inglaterra se remiten al Tribunal de cuarenta y ocho á se- 
tenta y dos, en la Confederación Suiza cincuenta y cuatro f en Bél- 
gica treinta, en Ginebra y Francia cuarenta, y en España cuaren- 
ta y ocho. ¿Por qué esta diferencia? ¿Será porque en la Confedera- 
ción Suiza pueden recusarse cuarenta jurados, veinte por el Ministe- 
rio público, y veinte por el acusado; en Ginebra diez y ocho 6 nueve 
por cada parte; en Inglaterra treinta y cinco ; en Bélgica veinte; ^n 
Francia y en España veintiocho ó todos menos doce? Tal vez , por- 
que desde luego se advierte que el número de jurados necesarios 

(1) Artículo 5.* Je la ley de Bélgica de i7 de Mayo de i838. 



Digitized by 



Google 



43 

para apertura de las sesiones, varía en las distintas legislaciones en 
razón direeta de los que las partes ¡meden recusar. Así es, que mien- 
tras en Inglaterra son necesarios ctiarenta y ocho jurados para pre- 
parar el juicio, bastan en Ginebra treinta; en Bélgica veinticuatro, y 
son indispensables en España treinta y seis. Por esta razón, en Gi- 
nebra , cuando el acusador y el acusado están conformes con el nú- 
mero de jurados que se han presentado ante el Tribunal, ya no se 
cuida de completar el prevenido por la ley, puesto que se ha consi- 
derado como que las partes han renunciado al beneficio de escoger 
los jueces entre los más posibles, y que los presentados reúnen para 
los interesados condiciones de criterio y de justificación, lo cual no 
hubiera estado demás que se hubiese aceptado por nuestra ley. Aca- 
so también se haya adoptado el número cuarenta y ocho entre nos- 
otros, porque es cuatro veces múltiple de doce, y dá lugar á que se 
puedan formar con él más combinaciones; pero advertimos que esa 
regla no se ha observado en los demás pueblos, puesto que, en los 
más de ellos, el número de los sorteados no es múltiple de los que 
han de constituir el juicio. De todos modos creemos que se ha de- 
jado suficiente latitud á la defensa con darle treinta y seis ó cua- 
renta y ocho jurados respectivamente para que pueda elegir des- 
pués doce desapasionados y aptos para el juicio , así como que su 
número eis bastante para que en cada reunión trimestral puedan 
ccmstituirse los jurados necesarios para las causas de que tengan 
que conocer, por más que los principios en que descansa el jurado 
está en razón inversa de la pequenez de ese número. 

No decimos nada respecto de la obligación que el art. 709 im- 
pone á tos Magistrados de concurrir con toda puntualidad á la po- 
blación en que hubiere de constituirse la Sección á que correspon- 
dan, porque nos parece una redundancia; ni tampoco creemos ad- 
vertir nada contra lo que dispone el art. 710 , ó sea que el Fiscal 
de la Audiencia como Jefe del Ministerio público de su departa- 
mento, señale al Teniente y Abogados Fiscales la Sección á que de- 
ben agregarse, así como que el Fiscal del Tribunal de partido de la 
poMadon en que el Jurado se reúna, auxilie al que represente su 
ministerio en él , porque todo es una consecuenia natural y propia 
de las funciones de uno y otro. 
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CAPÍTULO VI. 

De U confesión de los acosados y del modo de proponer y preperer 
les pruebes. 

No hemos querido alterar el orden de la titalacion de la ley, y 
por eso vamos á tratar en capítulo separado de la confesión del reo, 
y del modo de proponer las pruebas para ante el juicio y ante el 
Jurado, por más que, á poco que se medite, se comprenda que todo 
esto cabía perfectamente, como sucede en otras legislaciones, en el 
capítulo anterior, ó sea en el que se ocupa de las diligencias prepa- 
ratorias para la constitución del Tribunal del Jurado. 

Después de constituida la sección de Magistrados en la pobla- 
ción, y en el dia que haya señalado la Sala de lo criminal, celebra 
sesión pública, y en ella, según el art. 718, nombra ó manda nom- 
brar Procuradores y Abogados defensores á los que no lo tuvre- 
ren. ¿T quiénes son los que entonces los tienen? preguntamos noso- 
tros. Ninguno, porque no pueden considerarse como sus Procura- 
dores y Abogados para el acto del juicio ante el Jurado, los que re- 
presentaron ó defendieron á los reos en el trámite de que habla el 
artículo 567, porque éstos residen en la caiHlal de la Audiencia, 
y no puede obligárseles á que salgan de su domicilio y vayan á otro 
distrito á ejercer su profesión, si ellos voluntariamente no se pres- 
tan. De, modo que, los Procuradores y Abogados que hasta allí 
hayan estado representando á los acusados, no pueden servirles, 
y por lo tanto es indudable que éstos se encuentren ante la Sección 
de Magistrados y ante el Jurado sin tener quien les represente ni 
les defienda. ¿Ño hubiera sido más lógico que el art. 718 hubiera 
dicho, «la sección mandará nombrar ó nombrará Procuradores y 
Abogados á los procesados?» Lo primero es mandar nombrar, y cuan- 
do esta orden no se cumple, ó los procesados no lo hacen, es 
cuando la Sección pueden nombrarlos de oficio. Es verdad que ha- 
bla algún caso, que es, cuando la Sección se constituye en la mis- 
ma capital de la Audiencia, en que los procesados tendrán ya Abo- 
gados y Procuradores que intervinieren para la calificación del 
delito; pero esto es la excepción, porque más Jurados se establece- 
rán en otros puntos que allí, y la excepción no puede servir de re- 
gla geaeral. 
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Después, dice el mismo art. 718, dispondrá la Secdon que com- 
parezcan los procesados y demás pwsonas civilmente r^ponsables 
para ser interrogados p<Hr el Presidente al tenor' de lo dispuesto en 
los artei 596 y siguientes, hasta el 601^ inchisiñre, 6 sea para que 
cada uno diga si se confiesa reo del delito ó delitos que se hubiesen 
imputitdo en el escrito de calificación del Fbcal ó del querellante 
particular, si lo de éstñ es má$ gra»e, y responsables civilmenie á 
la restitución de la cosa ó á la cantidad señalada como ma^or por 
razón de danos y perjuicios. Si al reo se le preguntase que dijese 
si se confesaba ó no autor del hecho que se le, imputaba ó con la 
pena que se le pedia, na tendríamos nada que decir, por más que 
no juzgamos lógico en buenos principios de derecho praal, que se 
deje al reo arbitro de la pena, pi^sto que hay otros intereses más 
altos que exigen que la sociedad declare también que está confor- 
me con ella; pero en vez de suceder esto, se trata de hacerle un 
jurUcanmUo y que él por sí mismo diga ^i el delito es de ésta ú 
otra clase, y si hay ó nó en él tal ó cual circunstancia atenuante ó 
agravante; no podemos menos de indicar que esto nos parece una 
inconveniencia. 

El reo medirá su delito por la pena que se le pide, y sn asen- 
timiento en los más de los casos, no siendo una persona instruida, 
como serán muy pocos, no puede tener significaron alguna para la 
calificación del hecho criminal, sino únicamente su expresen de 
conformidad con el castigo que trata de imponérsde. Es un prin- 
cipio igual que el que para los delitos de pena correccional adoptó 
la regla 38 de la ley provisional para la aplicación del Código pe^ 
nal, pero allí el legislador, más sabiamente, no dijo que se pregun- 
tase al reo si se conformaba con la calificaiiion, sino con la pena 
pedida. Se trata por ^emplo, de un robo. El Fiscal califica de robo 
en lugar no luMtado y el acusador por el contrario en lugar 
habitado. Se pregunta sd reo: «¿Se confiesa Y. autor del robo en 
lugar habUadoh ¿Que dirá el reo? Tal vez creyendo que diciendo 
en lugar habitado ó donde había más exposición en el crimen, la 
pena sea menor, diga que si, y entonces los Magistrados sabiendo y 
conociendo que el robo no es en lugar habitado, ¿le impondrán ocho 
a/ñ4>8 de presidio mayor en vez de dosiaños de presidio correedoftafí 
Con arreglo á la ley que examinamos tendrían que imponérsela, y 
entonces seria un principio legal el sumum jm, suma injuria. ¿T 
es esto razonable? Creemos que no necesita discutirse. En Frsuicia 
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se recibe Umbien confesión al reo ánieg de remitirle al Tribimal 
de Asises, pero no es ante la Sección, ^no ante el Presidente ó un 
Jaez en quien delega, y no se ie interroga 6 se le hace que mam^ 
fieste fA está conforme con la calificación que se ha dado á su ddito, 
sino sobre el hecho mismo; y se le advierte que en el caso de que 
se orea ocm derebbo á intentar una demanda de nulidad, debe ha* 
cerlo en los cinco dias siguientes, y qne pasado ese plazo no se le 
adn^ilirá. Las mismas disposiciones rigen en Ginebra, porque según 
la ley de i 2 de £nero de 1844, quedan en vigor esos artículos del 
Código de procedimiento francés. (Arts. 293, 296 y 297 del Código 
de Instrucción criminal.) 

fin Inglaterra, asi que el gran Jurado ha declarado que la acu^ 
sackin es fundada, se bace compo^ecer al acusado ante el Tribu*^ 
nal (1), y se le dá conocimiento del delito que se le imputa , leyén- 
dde la acusación, y si se declara culpable, se le condena sin nece^ 
sidad de nuevo juicio. Si Jio confiesa, se le pregunta por los medios 
de defi^^a de que pi^isa valerse, y, dos dias antes de la celebra- 
ción del juicio público, se le pasa la lista de todos los jurados nom- 
brados por el Sheriff para que en la apertura de aquel recuse los 
que tenga por convebíente. Lafailta de este último requisito dá lu- 
gar á la suspensión deljuicio. 

«Si el reo, »gue diciendo la ley española, se conforma con la 
calificación dada á su delito, y con la responsabilidad civil que se 
le pide, no se abre el juicio ante elJurado, y sólo se oye al minis- 
terio público y al defensor sobre la pena que corresponda imponer)» 
(articulo 719 en combinación con el 602 al 610). Si todo es4o se hu- 
biese prs^cticado antes de que la Sección de Ma^sirados y el Ju- 
rado estuviese convocado, 4io tendríamos tampoco nada que añadir 
á lo que ya hemos indicado; pero como no es así, y la Sección está 
ya constituida en un pueblo diverso de la capital de la Audiencia, 
y los jurados, sino están allí también, vienen de camino para el 
mismo punto^ se vá á dar el espectáculo de que, después de haber 
molestado á aquellos innecesariamente, se diga á éstos cuando se 
presenten ante el Tribunal, que se vuelvan por donde han venido, 
porque ya no hacen falta, puesto que el juicio no se celebra. ¿Es 
esto digno? ¿Es este un buen precedente para la puntual asisten^ 
■ *:. ■ ..- 1 1. r ■ ' 

(<) Durabte la iostruccíoD secreta por el grao Jurado, no se toma de- 
clartcioú ai se oye al procesado. 



Digitized by 



Google 



47 
ciá de los jurados? La ley francesa, más sabia en este punto, ha 
ordenado ese trámite en el momento de la ampliación de la instruc- 
ción, antes del sorteo y de la convocación de los jurados, que era 
lo que debía haber hecho la nuestra' (1). 

«Cuamdo los procesados (dice el artículo 720) no confesasm su 
regponsabikdad, s^un las conclusiones de la calificación, se resér- 
vala la causa al conocimiento 4el Jurado, y se comunicará inme- 
diatamente al Fiscal para que con urgencia manifieste las pruebas 
que haya de utilizar en el juicio oral , presentando en su caso la 
lista de los testigos.» «T si en las conclusiones de calificación (con- 
tinúa el 721) se comprendiese é imputase á una misma persona ó á 
distintas deHtos dtfertos que no fuesen conexos, el Fiscal manifes* 
tara por separado las pruebas, y presentará las listas de testigos de 
que intente valerse acerca de cada uno de los delitos. La Sección, 
al mamlar pasav, los autos al Fiscal , resolverá sobre este punto lo 
que considere procedente con arre^ á lo que dispone el art. 735'», 
que es que no podrá ser ofa^to de cada juicio más que un sólo de- 
lito y los que con él fueren conexos. 

Tenemos, pues, otra vez aquí la cuestión de conexión entre los 
delitos, que ya enunciamos en el capítulo segundo, y que la mayor 
parte de las legislaciones resuelven en un sentido diverso al nues- 
tro, á no ser la inglesa, cuyo espíritu es que se forme un juicio para 
cada crimen, aunque sea cometido por una persona. Es tal el rigor 
que sobre este extremo guarda la legislación inglesa, que si uno es 
denunciado por dos ó tres delitos , aunque sean inmediatos en su 
comisión uno de otro, no se forma un sólo juicio para ellos, sino uno 
para cada uno, y sólo se obliga á los mismos jurados que declararon 
si la primera denuncia estuvo ó no fundada, á conocer án inter- 
rupción de la segunda, y así de la tercera, puesto que siendo el 
procedimiento sometido al gran Jurado absolutamente secreto, no 
pueden variarse los jurados que ya Imn conocido de la denuncia de 
un crimen cuando en ésta hay otros , por temor de que puedan 
darle publicidad y prevenir los ánimos en favor ó en contra del de- 
nunciado. Sin embargo, también hay ciertos delitos conexos de que 
se conoce en un sólo juicio, y son los verificados conjuntamente por 



(1) En loglaterra la confesión se exijé después que el grao Jurado ha 
considerado fundada la denuncia, y si el reo la coosieote se le condeua sin 
más trámites. 

8 
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varias personas en un sola acto. Al entender el Jurado de un delito 
lo hace al mismo tiempo de los eómpUeet y meubridore$; pero si el 
reo principal ó el autor de un ddito es ábtmeUo^ no se'sigue el juicio 
respecto de aquellos, porque la ley no supone que hay complicidad 
en un hecho que antes ha (»«ido que no hay ddito (i). Por esta 
razón la denuncia contra el reo principal debe ser conocida por el 
gran Jurado antes que la de los cómplices ; pero si es aceptada 
como cierta, entonces se conoce de los actos de uno y otros en un 
sólo juicio, según hemos manifestado. 

En la Confederación Suiza se sigue un sólo juicio y se manda 
pronunciar un sólo auto de acusación centra un reo de diferentes 
delitos cometidos en diversos tiempos y en distintos lugares , asi 
como por los verificados por distintas personas, si están relaciona- 
das entre si (2), según indicamos en el capitulo segundo. 

En España está dejado á la Sección de Magistrados el determi- 
nar cuándo hay ó no conexión en los delitos para el arreglo del 
procedimiento, pues si bien de una manera indirecta parece que 
entiende por ella, como ya hemos demostrado en otro lugar (3), lo 
que ha dispuesto para las faltas incidentales, es sin embargo tam- 
bién cierto que para la tramitación del juicio lo ha dejado al exclu- 
sivo criterio de los jueces de derecho. Asi pues, si hay ó no co- 
^nexion en los delitos de que una ó varias personas son acusadas, es 
una cuestión previa que los Magistrados tienen que resolver antes 
de que la causa pase al Fiscal para que proponga la prueba; y se- 
gún que el Fiscal vaya despachando las causas, se pasarán á los 
Procuradores de los querellantes particulares, de ios actores civi- 
les, y de los procesados, y de las demás perseas civilmente res- 
ponsables, para que cada uno de ellos manifieste las pruebas de 
que intente ^^alerse ante el Jurado, y presente la nota de los peri- 
tos y testigos que hayan de declarar á su instancia, observando las 
reglas que disponen los artículos 569 al 877 (arts. 722 y 7%) (4). 

(1) Se exceptúan los encubridores de bienes robados. 

(2) Art. 33 de la ley de Procedimíeulo penal federal. 

(3) Capítulo 2.* 

(4) La presentación de las listas de los testigos de cargo y descargo 
fué ya acordada por el art. 21 de la ley de 26 de Abril de 1821, para las 
causas sobre delito de conspiración, y después para todas por el párra- 
fo 5.* del art. 2.* de la ley provisional reformando el enjuiciamiento. 
También se presentaban en las causas ante el Senado, por la ley de 11 de 
Mayo de 1849, y en los de pena correccional ante el Tribunal díe esta cla- 
se de Madrid, por el art. 9.* del Reglamento de 23 de Junio de 1854. 
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£1 Tribunal examinará las pruebas propuestas y admitirá las 
que considere perHnerUe$ y rechazará las que crea que no le sean, 
librando las érdenes convenientes para que los testigos y peritos 
designados por las partes se presenten al juicio ante el Jurado. C¡on- 
tra el auto en que se admitan las pruebas propuestas no se dá re- 
curso alguno, y contra el qae se denieguen puede interponerse en 
su dta el recurso de canción, si se prepara oportunamente con la 
correspondiente protesta (art. 671). 

Hemos querido consignar todas estas disposiciones de la ley, 
aunque nada tengamos que advertir sobre ellas, para no dejar in- 
completo nuestro trabajo, y presentar en su desnudez la tramita- 
ción que se observa en el juicio ante el Jurado, para que asi se 
comprenda mejor los trámites sucesivos de éste. 

No hemos de dejar, sin embargo, de notar, que la ley no ha fi- 
jado los dias que las partes han de tener los autos para proponer 
la prueba, sino únicamente que el despacho de ellos se verifique 
con urgencia. La proposición de prueba es un asunto de demasiada 
importancia, para tener que verificarlo á la lijera y con esa preci* 
pitacion que ordena la ley, y mucho más, cuando al Procurador y 
al Abogado el proceso les es tal vez desconocido, como tiene que 
ser irremisiblemente casi siempre que la Sección no se reúna en la 
capital de la Audiencia ó donde reside el Juez de instrucción. Noso- 
tros, sin embargo, confiamos en que la Sección de Magistrados, á 
cuya voluntad se deja el tiempo, dentro del que las partes han de 
manifestar las pruebas, sabrá armonizar la celeridad del juicio con 
los intereses de la defetisa. 

También queremos consignar antes de terminar este capítulo, 
que la ley española ha ordenado en el art. 570 , como todas las le- 
gislaciones, y especialmente la francesa (1), que de la lista de los 
testigos y peritos presentada por las patrtes , se dé copia en el acto 
á los otros interesados para que asi puedan oponese á la presenta- 
ción de ciertos testigos ó á la recusación de los peritos. 

Una disposición, no seguida por dichas legislaciones, encontra- 
mos en el procedimiento penal de la Confederación Suiza, que es la 
facultad que tiene el Presidente de Asises de hacer citar é interro- 



(0 El art 315 del Código de instrucción criminal manda que no sólo 
se lea en alta voz la lista de los testigos por el Escribano, sino que se haga 
saber 24 horas antes á todos ios interesados. 
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gar á todas las personas que le parezca pueden contribuir al es- 
clareciniento de la verdad, aunque no sean citadas por las par- 
tes (i). En Francia esta facultad está dada también al Presidente, 
pero es sólo durante el período de la ampliación de la instrucción, 
y no durante el juicio ante el Jurado como en Suiza. Esto tiene el 
inconveniente de constituir en parte al Presidente, y que el juicio 
pierda ciertas condiciones de imparcialidad, como demostraremos al 
tratar del art. 736, con rererencia al 640 de la ley española, en 
que ha acordado una disposición análoga á la Suiza, si bien no se 
ha dejado, como en esta, á la exclusiva competencia del Presidente 
la práctica de pruebas no propuestas por las partes, sino á la reso- 
lución de todo el Jurado. 

CAPÍTULO VII. 

De la reontAoioB de los Joradet (9). 

La primera duda que se advierte al examinar este capítulo, es 
lo dispuesto en el art. 724, que ordena: que asi que se halle una 
causa en estado de ser vista por el Tribunal del Jurado, se eonstU 
tuirá la Sección con todos los jurados que se hubiesen reunido. ¿Có- 
mo se armoniza esto con lo que dice el art. 715 ó que sea necesario 
que concurran treinta y seis jurados pora la apertura de las sesio- 
nesl ¿Cómo ahora, y al llegar ya al acto del juicio no fija número y 
basta cualquiera que sea el de los presentados? Nosotros creemos 
que aquí hay una omisión, y que la Sección no puede constituirse 
para abrir el juicio, sino hay cuando menos treinta y seis jurados, 
porque entonces no solo estaría demás el citado art. 715, sino que 
se limitarla á las partes su derecho de recusación, obligándolas á te- 
ner que conformarse con los que se presentasen. Si hubiese una 
disposición en la ley, como la que hemos indicado hay en Suiza, en 
que cualquier número de jurados es bastante con tal de que exce- 



(1) Arts. 49 y 66 del Procedimieato peDal federal. 

(2) Esnet 



(2) Es necesario^ decía Moatesquieu, que en las grandes acusaciones, el 
criminal conjuntamente con la ley escoja sus Jueces, ó al menos que él pue- 
da recusar tantos, que los que queden sean reputados como de su elección; 
y este priocipío se ba tenido en cuenta por todas las legislaciones al tratar 
de la recusación de los Jurados. Espíritu de las leyes, libro 11. ¿Pero do es 
esta una doctrina hebrea del Talmud que prevenía que cada parte oom- 
brase un Juez, y después los dos elegidos el tercero? 
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dan de doce, si el Miaisterio público y el acusado se conforman, en- 
tonces no habría nada que decir; pero como no es así, no hay más 
medio para poner en armoni%eI art. 724 con el 715, que suponer que 
éste ha dado por sentado que el número de los presentados no ha 
bajado de treinta y seis. De todos modos, es una omisión importante 
y que puede dar lugar á trascendentales dudas. 

Tres sistemas son los que más principalmente se siguen en las 
recusaciones délos Jurados. Uno, que es el suizo, consiste en que 
los interesados á quienes se ha pasado hi lista de los jurados sortea- 
dos para la sesión, digan verbalmente ó por escrito al Presidente los 
nombres de los que recudan, concediendo á cada parte el deredio 
de hacerlo sin expresar la causa de nn número fijo y determinado. 
Otro, que es el francés, se verifica como en España, sorteando al co- 
mienzo del juicio los jurados presentes, y dando facultad á las partes 
para que recusen los que quieran , conforme vayan saliendo hasta 
que queden solo doce; otro, que es el inglés, que permite la recu- 
sación de todos los jurados por parcialidad del Sheriff en la elección, 
y que no se verifica antes del juicio, ni por sorteo , sino á presencia 
de todos ellos y conforme los vá llamando el presidente para recibir- 
les el juramento; y otro, que es el de Bélgica, que tiene lugar dando 
ya sorteados los doce jurados al reo, y concediéndole que pueda 
recusar dentro de las veinte y cuatro horas siguientes los que quiera 
de ellos que se irán sustituyendo por sorteo con otros. El procesado 
puede recusar hasta veinte sin causa, pero pasado ese número tiene 
que especificar los motivos y el Tribunal resuelve (1). 

¿Cuál de estos sistemas es el mejor? Nosotros creemos que el sui- 
^zo, porque así no se hace pasar á los miembros del jurado por la 
vergüenza de dudarse de su imparcialidad en su presencia, y úo puede 
darse el caso de que siendo muchos los procesados ó los responsa- 
bles civilmente, hayan ejercido tanto el derecho de recusación, que 
se obligue á alguno á tener que conformarse con los que han tenido 
la suerte de no salir de la urna y para los que aquel tenia acaso 
más motivo de recusación. 

Es verdaderamente doloroso que, á presencia de tantas perso- 
nas respetables, y al ir á tomar asiento en el que vá á ser templo de 
la justicia, se le diga á una persona bien educada y de amor pro- 
pio, que está allí demás porque no merece confianza. Por el con- 

(1) Art. iO y 11 del Código de organización judicial de Bélgica. 
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trario, si Urécusadoo se hace con antelación y sólo ante la Sección 
ó por escrito dirigido al presidente, el jnrado no ha snfrido ese bo- 
chorno, ni sido objeto de las miradas doi público. Acaso se objetará 
qne por este medio los procesados pueden lograr on jurado oconKh 
dattdo, puesto que de antemano saben ya segura y fijamente quié- 
nes han de ser los Jueces. La objeción es de importancia, y más 
aún, si se tiene en cuenta las personas que según la ley tienen ca- 
pacidadpara ser jurados, pero este temor desaparece exigiendo, 
como hemos propuesto en otro capítulo, más condiciones en los que 
han de desempeñar ese cai^o. Ciertos y conocidos han sido hasta 
aquí los Jueces y los Magistrados, y sin embargo, la historia de estos 
funcionarios lo es de honradez, de integridad y de justicia. Habrán 
sido acaso víctimas del error algunas veces, no lo cuestionamos, pe- 
ro no han sido nunca prevaricadores. ¿Y por qué esto? Porque las 
condiciones que se exigen para llegar á esos puestos, aseguran que 
no han de incurrir en tan bochornosos defectos los elegidos. Exíjase 
del mismo modo circunstancias en los jurados de independencia, 
criterio y justificación, y el resultado será el mismo, porque las mis* 
mas causas producen siempre los mismos efectos. 

El Código de instrucción criminal francés, para evitar esto, ha 
dispuesto que la recusación se verifique en sesión secreta antes de 
la apertura del juicio y en presencia sólo del acusado, su abogado, 
el Procurador general y la sección (art. 399). 

Este sorteo que hace nuestra ley, copiado de la francesa, dá lu- 
gar en cambio también á que si el que más motivos tienen los inte- 
resados para recusar, no ha querido salir de la urna tengan aque- 
llos que pasar por él. 

Siguiendo el método que nos hemos propuesto en esta obra, va- 
mos á exponer sucintamente lo que en las legislaciones más impor- 
tantes de Europa, que han admitido el Jurado, han acordado para 
la recusación de sus miembros. 

En Inglaterra, ya hemos dicho que puede recusarse todos los in- 
dividuos que el Sheriff ha mandado para constituirle, siempre que 
el procesado pruebe que hubo parcialidad en aquel funcionario al 
nombrarles. Cuando esto sucede, el Tribunal nombra otras perso- 
nas que bajo juramento decidan si el jurado que había elegido era 
imparcial, ó si por el contrario eran fundadas las razones de los in- 
teresados para recusarle. Si se acuerda que la recusación general es 
fundada, se suspende la sesión^ y sin perjuicio de proceder contra 
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el faneionario que asi ha abusado de su eargo^ se piden nuevas lis- 
tas. Gaando el procesado no hace aso de la recusación total, puede 
re<^sar cierto número, segon sea la cíasele! delito por el que se le 
persigue, siendo tanto mayor cuanto este es más gra?e; asi es, que 
mientras por el delito de traición puede recusar hasta treinta y cin- 
co, no se le permite por el de ofensas á otro cualqniei* ciudadano 
más que diez, las recusaciones se hacen individudmetite, y según 
el presidente llama á cada jurado para recibirle el juramento, y son 
siempre por cansa (1), y para resolverlas el Tribunal nombra perso- 
nas que lo decidan, hasta que haya dos jurados no recusados que se 
constituyen en jueces de recusación de los demás. Luego que hay 
doce jurados, no recusados, se constituye el Tribunal. 

En Suiza, una copia de la lista, formada del modo que en otro 
lugar hemos dicho (S) para el servicio de cada sesión , se remite al 
Presidente de la Cámara criminal para que lo haga saber al Minis- 
terio público y al acusado. En los catorce dias siguientes al que 
se les hace saber esta lista, pueden verhalmerUe ó por escrito el 
Fiscal ó Procurador y el acusado recusar sin expresar la causa 
veinte cada uno, pasado ese tiempo se les considera decaidos de ese 
derecho. Si los acusados son varios, pueden en común ó separada- 
mente cada uno verificar las recusaciones pero ni en uno ni en otro 
caso pueden hacerlo más que de los veinte. No pudiendo ponerse 
de acuerdo los acusados sobre cuál de ellos ha de ser el que t)rimero 
ha de ejercer el derecho de recusación , decide la suerte; y los que 
sean recusados por uno lo son también para los demás, hasta que se 
concluya el número ya dicho. Luego que los cuarenta jurados han 
sido recusados, los catorce que quedan son convocados á los A.sises. 
Si el número de los recusados no llega á cuarenta, el Presidente de 
la Cámara criminal, acompañado de un alto funcionario del orden 
judicial, sortea de entre los jurados, no recusados, doce para el jui- 
cio y dos suplentes ; sorteo que se verifica también , cuando no han 
quedado más que catorce, para saber cuáles han de ser unos ó los 
efectivos, y cuales han de ser los otros ó los suplentes , y se hace 
saber á los jurados seis dias antes de la apertura de los Asises , el 



(1) Si DO puede probar el acusado la causa de la recusacioo, puede ha- 
cer uso eo seguudo término de la llamada perentoria 6 síd que teoga ne- 
cesidad de decir los motivos. 

(2) Capítulo 4.* 
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dia y la hora de la presentacioa al Trijmoal (Artíeulos 34 al 40 de 
la ley de OrganizacioQ judicial fed^til). 

£q Bélgica , ya hemos dicho , qae la lista de los doee lurados 
sorteados para el juicio se eatregao al acusado, el cual puede recu* 
sar en las veiaticuatro horas siguientes los que crea convenientes, 
y se reemplazarán por la suerte con otros. Puede recusar el proce- 
sado veinte jurados sin causa ; pero pasado ese número tiene que 
expresar el motivo por qué lo hace , y el Tribunal decide. Los pro- 
cesados ó coacusados pueden ponerse de acuerdo para hacer las re- 
cusación, y entonces uno, en nombre de los otros , puede recusar 
hasta veinte jurados, según hemos indicado; pero si no se cooLvie- 
nen, cada uno de ellos puede separarse, y alternativamente recusar 
dteís jurados sin causa (Artículos 10, U, 12 y iZ de la ley Proce- 
dimiento ante el Jurado). 

En Francia, la víspera de la apertura del juicio, se dá al acu- 
sado la Ksta de los jurados (Artículo 395 del Código de Instrucción 
criminal). Al dia siguiente, antes de la sesión pública (Artículo 399), 
en presencia del acusado y del Procurador general, se llama á los 
jurados por el orden de las listas, y según van respondiendo se vá 
introduciendo en una urna el número que tienen aquellas. Después 
se van sacando números y diciéndose por el Secretario los nombres 
de los jurados á que corresponden, para que los procesados ó el Mi- 
nisterio público los recusen, pudiendo hacerlo sin expresar la causa 
por iguales partes de todos y hasta que no queden «nás que doce , ¿ 
no ser que el Tribunal haya acordado , teniendo en cuenta que el 
juicio tiene que ser largo, que haya además dos suplentes , porque 
entonces tienen que quedar cuando menos catorce jurados sin re- 
cusar (Artículo 794). 

El acusado y el Procurador general pueden hacer igual número 
de recusaciones; pero si el número de jurados fuese impar, el pri- 
mero podrá verificar una recusación más que el segundo (Artícu- 
lo 401). Si hay muchos acusados pueden ponerse de acuerdo para 
ejercitar las recusaciones, y las podrán hacer individual ó separa- 
damente; pero ni en uno ni en otro caso podrá exceder el nútnero 
de recusaciones de los concedidos por la ley á un sólo acusado (Ar- 
tículo 402). Si los acusados no se conciertan para proponer las re- 
cusaciones, la suerte decidirá el orden por el que cada uno ha de 
hacer uso de las recusaciones; pero entonces el jurado recusado por 
uno lo será para todos (Artículo 403). 
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Hemos presentado casi literalmeote ios artículos de la ley Suiza 
y francesa para que asi se puedan comparar mejor v&ot los de la 
nuestra, y se vea que muchos de ellos han sido admitidos bista 
con sus mismas palabras. 

La ley española dice que se abrirá la sesión (que se^ pública 
^egun el articulo 717) mandando leer los capítulos, priméis y segunr 
do de este título, y el auto en que se declare j^oba la calificación, y 
en que se mandó remitiesen las diligencias y piezas de convicción al 
Jurado. Después se lee la lista de jurados presentes que no han sido 
excluidos de oficio por haber perdido ta capacidad ó haberse ia* 
compatibilizado con arreglo á lo que determinan los artículos 666 
y 667, y se les llama, interrogándoles si están comprendidos en al- 
gunos de los casos expresados en dichas disposiciones (Artículo 72). 
¿Y cómo se sabe la lista de tos jurados presentes? Hé aquí un hecho 
que supone una presentación previa de los jurados á la Sección y 
en €ll momento de abrirse el juicio para dar su nombre , y de 
cuyo acto nada dice la lev, pero que es preciso suponerle , porque 
sino seria imposible esa lista de jurados presenten á que se refiere. 

Acto seguido el Préndente deposita en una urna , leyéndolas 
previamente en alta voz , tantas papeletas cuantos sean los jurados 
presentes, conteniendo cada uoa.el nombre y apellido de cada ju- 
rado. Es el mismo método que en Ginebra y Francia , con sólo la 
diferencia de que allí, en vez de nombres, se ponen en la urna nú- 
meros que están en relación con los que tiepen en la lista los jura- 
dos. Mas sencillo es el método adoptado por la ley española, porque 
evita una nueva operación de confrontación, y no hay motivos 
para que el legislador comience á dudar de anteoiano de la intje- 
gridad de la alta investidura del Presidente, haciendo que en ve^ 
de nombres, cuya extensión pueda ser en algunos tal que se co- 
nozcan al tacto las papeletas ej^ que estén escritos, se escriban soto 
números para evitar este inconveniente. 

Depues continúa la ley manifestando á las partes que se vá á 
pjroceder al sorteo de los doce jurados que con la Sección han de 
formar el Tribunal, advirtiéndoles que tienen derecho á recusar li- 
bremente á Ips que fueren designados por la suerte hasta que no 
queden en la urna más nombres que los necesarios para componer 
con los no recusados el número de doce. 

El art. 730 anadei «No podrá expresarse causa alguna para 

fundar la recusación. » 

9 
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Es una disposición igual á la francesa, solamente que no ha 
adoptado como ésta, ni aun para caso excepcional, los jurados su- 
plentes, que en muchos casos son necesarios y evitan la suspensión 
del juicio é impiden lo dispuesto en el caso citado del art. 789. Del 
mismo modo ha admitido la recusación sin causa, cuya disposición nos 
parece sumamente acertada, porque en los jueces no debe haber el 
más mínimo recelo de^arcialidad para las partes, y dignamente un 
jurado no puede estar en su sitio después que el acusado ó el Minis- 
terio público han hecho constar, aunque no lo prueben, que tienen 
temor de qae su juicio no sea el más desapasionado. Si la expresión 
del Jurado ha de ser la verdad por excelencia y la manifestación 
exacta del criterio público, deben aparecer todos ellos exentos de to- 
do otro interés que el de la justicia (1), por más de que en muchos 
casos ésto dará lugar á que el reo elimine de la lista de sus Jue- 
ces á los más honrados é inteligentes. 

Lo que sí advertimos es, que no se ha entregado con anticipa- 
ción la lista de los jurados á los procesados, ni á los responsables ci- 
vilmente, como sucede en todas las legislaciones, y lo cual hubiera 
sido sumamente conveniente para que los interesados pensasen los 
motivos que pudieran tener alguno ó algunos de lo^ jurados para 
emitir un juicio desfavorable á su causa. Esta omisión nos ha ex- 
trañado sobremanera. ¿Hay temor de que sabiendo con mucha an- 
ticipación los procesados los nombres de los jurados, traten de 
atraerlos en favor de su causa? Pues hágase lo que dispone la legis- 
lación francesa, que es darles conocimiento de ellos la víspera del 
dia de la recusación (2). ¡Poca confianza tenia el legislador en la 
institución del Jurado cuando tanto ha desconfiado de sus miem- 
bros! En Inglaterra se hace saber á los reos la lista de jurados dos 
dios antes de la apertura del Tribunal. En Suiza catorce días cuan- 
do menos: en Francia veinticuatro horas antes, y en Ginebra tres 
dias lo más tarde; siendo en todas causa de suspensión del juicio ó 
de nulidad la omisión de esta circunstancia. Sólo en la ley espaSola 
no encontramos una disposición análoga. No es en estos medios que 
coartan y dificultan la defensa, donde el legislador debe buscar las 

(t) En el procedimiento ante el Senado, que es un verdadero Jurado^ 
está concedido respectivamente al acusador y al acusado ei recusar, sin 
pxpresar causa, la décima parte de los Senadores. (Art. *28 de la ley de H 
de Mayo de i 849.) 

(2) Y como ha acordado también la de Bélgica. 
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garantías del juicio, sino, como hemos repetido tantas veces, en las 
circuDstancias que debe exigir reúnan ó se hallen adornados los que 
sean miembros del Jurado. £1 poderoso que tenga medios para m^ 
tentar seducirlos, ya logrará saber con anticipación quiénes son los 
que pueden llegar á ser sus jueces. Al desvalido es á quien se per- 
judica con esta rigorosa precaución (1). 

El Presidente, dice el art. 727, irá sacando en seguida una á 
una las papeletas de la urna, leyendo en alta voz los nombres que 
contuvieren, y no pasará á sacar otra hasta que cada una de lasu 
partes manifieste d acepta ó recusa al comprendido en la sacada an- 
teriormente, y asi sucesivamente basta que haya doce jurados no 
4'ecusados, contando al efecto las úUimas papeletas que haya toda^ 
vía en la urna. Es la misma disposición del art. 36 de la ley de Gi- 
nebra. Sin embargo, es poco explícita, y debía haber expresado 
con más claridad, y por medio de un precepto claro y terminante, 
que la recusación hecha á un jurado por una de las parles, lo es 
para los otros, por más que asi parezca deducirse de su espíritu, y 
fuese imposible otro modo ú otro acuerdo. 

Si hubiese actores particulares, continúa la ley, se pondrán de 
acuerdo con el Fiscal para hacer la recusación, y los procesados y 
las personas responsables civilmente lo verificarán del mismo n^do 
entre sí. (Art. 728.) ¿Y si no quieren ponerse de acuerdo? ¿Por qué 
no se ha adoptado para ese caso lo dispuesto en las leyes, francesa, 
ginebrina y suiza, que es hacer que la suerte dirima la discordia y 
resuelva cuál de los interesados ha de recusar primero? La ley ha 
querido formar dos turnos para hacer las recusaciones, uno el de los 
acusadores particulares y Fiscal, y el otro el de los procesados y 
personas responsables civilmente. No encontramos mucha dificul- 
tad en que se una y se confunda la representación del Ministerio 
público y del acusador particular; pero sí la encontramos en muchí- 
simos casos, para que suceda lo mismo entre los procesados que 
pueden haber empleado como medio de defensa el acusarse recí* 
procamente, ó el de probar que siendo uno el autor del hecho jus- 
ticiable no puede serlo el otro. ¿Cómo es posible en este casa que 
se pongan de acuerdo? T si no se ponen, ¿qué se hace? La ley ha 



(1) Muclio más cuando con hacer que un testigo, tenido |)or necesario» 
no se presente, puede el acusado lograr la suspensión del juicio y la ioteli- 
gencía con Jos jurados. 
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dejado un vacío que en otras legislacioaes ha sido previsto. Pero 
¿cómo se armoniza lo dispuesto en el art. 727, ó que cada una de 
l(vs partes mamfleste si acepta ó recusa al comprendido en la papele- 
ta que saca de la urna el Presidente, con lo que implícitamente se 
deduce del artteulo siguiente, ó sea el 7%, en que manda que se 
pongan de acuerdo el Fiscal y el acusador particular para consti- 
tuir una sola representación en la recusación, y los procesados en- 
tre sí para formar la otra? Por el primer artículo, parece que la fa- 
cultad de recusar es individtud ó para cada interesado, y por la se- 
gunda es colectiva respectivamente para la acusación y la defensa. 
Esta es uüa cuestión que vá á dar serias dificultades en la práctica. 
El art. 729 dice: los acusadores y los procesados, ejercerán al- 
tetnativamefite el derecho de recusación, y si el número de jurados 
que pudieren recusar fuese impar, los actores pueden ejercer ese de- 
reeho una vez más. Si uno de los actores ó procesados renunciase el 
derecho de recusación, acrecerá á sus consortes en la parte que á 
él correspondiere. Esta recusación alternativa supone un orden en 
el modo de verificarla, y ya hemos dicho que la ley no lo ha acor- 
dado. ¿Qué parte ejercerá, pues, primero el derecho de recusación? 
Nosotros creemos, que todos los actos deben tener uniformidad en 
el juicio, y que siendo el Fiscal el primero á quien se entrega la cau< 
sa para proponer la prueba, él debe ser también el que primero 
recuse. ¿Pero este orden alternativo, supone que así que una parle 
ha ejercido el derecho de recusación, no puede volver otra vez á 
usar de él, sin que antes la otra lo haya ejercitado también? Noso 
tros creemos que nó, porque no habiéndose tasado á cada parte 
el número de jurados que puede recusar, sino qu^ pueda hacerlo 
de todos menos de doce, resulta que ese método alternativo no tie- 
ne otra significación que la forma ó método con que se ha de aeri- 
ficar, para no dar lugar á que el que primero hable, sea el único y 
velrdadero dueño de las recusaciones. Saca, por ejemplo, el Presi- 
dente de la urna una papeleta con un nombre; si el Fiscal dice «le 
recuso,» al sacar después la siguiente, no es ya el Fiscal el que 
recusa primero, sino el procesado; y si éste no dice tampoco nada, 
puede vdvér á decir aquel, respecto á ese segundo nombre, lo que 
créb más conveniente: sale la tercera papeleta, y como el reo no ha 
ejercitado todavía el derecho de recusación, sigue siendo el primero 
en poder ejercitar ese derecho, y así sucesivamente hasta que lo ve- 
rifique. No creemos que pueda tener otra interprelacion este artículo. 
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Si el número de los jurados que puede recusarse es impar^ el 
reo puede hacer uso ^e una recusación más que el Ministerio pú- 
blico. Es un derecho consigoado en todas las legislaciones (1) en fa- 
tor de la defensa, y que con razón ha aceptado la nuestra. 

La ley no dice nada de la recusación de los Magistrados, yes 
demasiado extraño este olvido, cuando en las legislaciones que más 
ha tenido presente para confeccionar la del Jurado, se trata Qpn der 
masiada extensión de este asunto. ¿Será acaso porque en el art. 42S 
de la ley de organización judicial habia ya dispuesto que loei Ma- 
gistrados pudieran ser recusados por las causas legítimas que de- 
termina el 428, así cojoio que la recusación según el 431, puede 
proponerse en lo criminal en cualquier estado del juicio? Tal vez; 
pero de todos modos, no hubiera estado demás alguna referencia á 
dichos artículos, y haber especificado si la sección puede conocer 
de la recusación de los Magistrados ó sólo la Sala á que pertenez- 
can, segup el 449 de la misma; así como quien ha de sustituir al 
recusado cuando, donde esté constituida la sección, no haya exce-* 
dentes de otras Salas ni suplentes en conformidad cop los arts. 643 y. 
377 de dicha ley de organización judicial. £n Francia y Bélgica, loa 
otros dos Magistrados del Tribunal de A.sises son los que entiend^j|> 
y deciden si es ó no cierta la causa de la recusación: en Suiza, por 
el conlrarip, U ^recusación se ^leva al Presidente del Tribunal f^ 
deral parque jík- la resuelva con los demás Jueces, y si se acepta, es 
sustituido ^0 Recusado por uno de los jueces suplentes nombrados por. 
e( Tribui^¡e^deral para estos casos, (árt. 44 de la ley del procedi- 
miento federal) 

En el moBieAto ^n que haya doce jurados no recusados ó los bas^ 
tanter para formar el mismo número de doce, con los de las últif 
mas papeletas que queden en la urna, el Presidente declarará 
terminado el sorteo, y acto continuo los jurados tomarán asiento á 
derecha é izquierda de la sección de Magistrados, previa invitación 
del Presidente» quien declarará constituido el Tribunal y abierta 
la sesión, ordenando que se proceda á recibirles juramento (2). 



(O Art. 401 del Código de Instrucción crímioal francés. Art. 37 de la 
ley del Jurado de Ginebra. 

(2) Si alguD jurado recusado coDCurricse á dictar el veredicto podrá 
iaterpoDeráe el recurso de casucíoo, aunque la recusación inteütada en, 
tiempo y forma se hubiese desestimado. (Num. 2.* del art. 808.) 
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CAPÍTULO vra. 

Del jaramento de los Juradoi . 

No se necesitaba tampoco formar uq capitalo separadp para tra- 
tar del jaramento de los jurados, puesto que es un trámite inhe- 
rente á la admisión de estos y preliminar de la apertura del juicio. 
Nosotros, sin embargo, habiéndonos propuesto no desviarnos del 
método de la ley, trataremos de él igualmente por separado. 

La fórmula del juramento tiene por objeto parar la atención de 
los jurados sobre la gravedad del acto en que van á intervenir, y 
hacerles un llamamiento á su conciencia obligándoles á poner á 
Dios, fuente de toda justicia, como testigo de la promesa que hacen 
de ejercer las funciones de su cargo del modo que esta les dicte y 
sin ceder á presiones ni sujestiones de ninguna clase. Los jurados 
van á ser sacerdotes del templo de la justicia y necesitan una espe- 
cie de investidura por la ley, como la que hace á los demás jueces. 
Por esta razón, el juramento á los jurados se recibe en todos los 
pueblos en que existe esta institución, sin que haya más diferencias 
que en la fórmula acordada para recibírselas, y que mientras en 
unos, como en Suiza, es un acto anterior á la apertura del juicio, 
en otros, como en Inglaterra, es un trámite de él. / ^ 

No teniendo que hacer objeción alguna importante^! q ispuegto 
en este capítulo, que es casi esclusivamente formularT^o!"^ cre- 
yendo conveniente copiar las palabras que, para que^ ^Uen los 
jurados juramento, se usan ó se exigen en otras legislaciones, nos 
concretaremos á transcribir los artículos de la ley, para no\ dejar 
de comprender ninguna de las disposiciones fundamentales que 
existen sobre la materia, que es objeto de nuestra crítica y de nues- 
tras investigaciones. 

Puestos de pié los doce jurados, el Presidente pronunciará las 
siguientes frases: «¿Juráis por Dios desempeñar bien y fielmente 
vuestro cargo, examinando con rectitud los hechos en que se funde 
la acusación contra los procesados M. N., apreciando sin odio ni 
afecto las pruebas que se os dieren, y resolviendo con imparcialidad * 
si son ó no responsables por los delitos de que se les acusa?i» 

Los jurados, acercándose de dos en dos á la mesa del Presi^ 
dente, sobre la que estará colocado un crucifijo, y delante de él 
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abiertos los Evangelios, se arrodillarán, y después de poner sobre 
estos la mano derecha, contestarán en alta y clara voz : «Sí Juro.» 

Si alguno de los jurados manifestase que por razón de sos creen- 
cias no puede prestar juramento con las solemnidades del párrafo 
anterior, se colocará de pié delante del Presidente, y en vez de de- 
cir: «Sí juro,» pronunciará las siguientes frases: «Lo juro por mi 
honor (1).» 

Después que todos hayan prestado el juramento, y vuelto á ocu- 
par sus puestos, permaneciendo de pié, les dirá el Presidente: «Si 
así lo hiciereis. Dios y vuestros ciudadanos os lo premien, y si nó, 
os lo demanden.» Seguidamente ocuparán sus asientos. (A.rt. 733.) 

El jurado que se negase á prestar juramento en una de las for- 
mas designadas en el artículo anterior, será conminado con la mulla 
de 25 á 250 pesetas que la Sección le impondrá en el acto, si á pe- 
sar de la conminación continuase negándose á prestar el juramen- 
to (2). Cuando después de esto todavía persistiese en su resistencia, 
entrará á desempeñar el cargo sin la solemnidad del juramento, 
pero concluido el juicio se le procesará con arreglo á lo dispuesto 
en el art. 265 del Código penal (Art. 734) (3). 

Esta disposición nos parece más acertada que la del Código Sui- 
zo, que en este caso y sin advertencia de ninguna clase el jurado 
€s reemplazado por otro y después procesado. 

Lo que no podemos menos de hacer notar es que la fórmula del 
juramento es demasiado mezquina, y que no expresa, como las de 
otras legislaciones, toda la importancia de los actos que van á ejer- 
cer los jurados. ¿Por qué, ya que en los artículos 762 y 764 se les 
impone penas si no votan ó faltan al secreto de la votación, y en 
€l 756 se les ordena del mismo modo la incomunicación, no se han 
comprendido estos deberes en la fórmula del juramento, como su- 
<jede en Ginebra y en Suiza (4)7 ¿Por qué no se ha hecho un llama- 
miento más solemne á su conciencia y se les ha hecho comprender 

¡\) Eq Ginebra en este caso el jurado contesta: «Lo prometo.» 
'2) Ed Ginebra es reemplazado por otro y después multado. 
3} Él artículo 2R5 del Código penal dice: «Los que sin estar cómpren- 
os en el artículo 263 (es decir, en el delito de atentado) resistieren á la 
Autoridad ó sus agentes ó los desobedecieren gravemente en el ejercicio de 
las funciones de sus cargos, seráa castigados con las penas de arresto ma- 
yor y multa de 125 á 1,250 pesetas. 

(4) Artículo 48 de la ley del Jurado en Ginebra y 56 del Código de pro- 
cedimiento penal federal Suizo. 
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que en éllá debe fundarse su convicción? La fórmula del juraqiento 
en Suiza es austera, y abraza todo cuanto pueda interesara] jurado, 
a) acusado y á la sociedad. «Juráis delante de Dios y los hombres 
exattirníir con la ateúcion más escrupulosa los cargofs que se pro- 
duzcan contra el acusado ; de no dejaros guiar en vuestras funcio- 
nes ni por intereses, ni por debilidad, ni por temor, ni por espe- 
ranza, ni por afección, ni por odio; de no hacer traición á los inte- 
reses de la sociedad ni del acusado, de decidir únicamente después 
de los debates según vuesti*a conciencia y vuestra convicción, con 
la firmeza é imparcialidad que convienen á un hombre libre y pro- 
bo; de no hablar con persona alguna, si no es con los otros jurados, 
del objeto del proceso, hasta después de pn)nunciado el veredicto, 
y por último de guardar el secreto de los Jurados» dice el art. 56 
del Código de procedimiento suizo. 

Cada uno de los jurados y suplentes llamados por el Presidente 
levantan la mano y dicen : «Yo lo juro. » T si alguno de ellos perte- 
nece á alguna creencia religiosa que le prohiba prestar por Dios su' 
juramento, contesta: «Lo prometo.» En esta fórmula están todas las 
facultades y deberes de los jurados, y ya que la ley española ha co- 
piado de otras legislaciones muchas de sus disposiciones, nos hubié- 
ramos alegrado que lo hubiese hecho igualmente con esta. 

CAPÍTULO IX. 

De las pruebaí de la aousaoion 7 de la deFenta. 

Llegamos al fin, aunque cansados de tanto trámite previo, al 
juicio oral ante el Jurado, objeto de censuras despiadadas, de de- 
fensas apasionadísimas, desechado por la antigüedad como incom- 
patible con la justicia, y considerado al presente como un progresa 
en materia de procedimiento penal, del mismo modo que durante 
muchos siglos se ha tenido como un adelanto la unidad de la pa* 
tria, y hoy, por el contrario, fundado en un principio idéntico, se 
aspira á su división. Nihil novum stib solc, ha dicho el Eglesiastes, 
y lo cierto es que la humanidad se revuelca en su lecho de dolores 
creyendo huir del mal, que es inherente á la vida, y no hace más 
que cambiar de postura. No nos hemos propuesto escribir un trata- 
do filosófico de instrucción criminal, sino únicamente estudiar á la 
luz de nuestras costumbres, de la razón, y de ,1o que nos enseña la 
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historia de la institución del Jurado en otros países, hasta qué punto 
el legislador español ha sido ó no acertado en el modo de estable- 
cerla entre nosotros, y por esta razón no pensamos entretenernos 
en disertaciones^ filosóficas sobre si en el estado actual de nuestra 
patria, el Jurado, como medio de conocer la verdad, es ó no un 
verdadero progreso. Nuestra misión es más limitada y más modes- 
ta; aceptamos como un hecho lo acordado, y sólo estudiamos su 
forma. 

La ley ha seguido el sistema misto que han adoptado las legis- 
laciones modernas (i). Ha reformado el método acusador de los ro- 
manos, seguido en las qiUBStiones perpetúes, y el inquisitorial de la 
Iglesia, admitido en nuestros Códigos de la Edad Media, y estable- 
cido uno nuevo, resultado de la combinación del procedimiento es- 
erito 6 secreto, que constituía el principio primordial del último, y 
el ord ó público, que lo era del primero. Acaso al comenzar el estu- 
dio de la ley de Enjuiciamiento criminal, y al leer la disposición del 
art. 4£^, se creería que se iban á renovar entre nosotros las denun- 
cias públicas y la profesión de los delatores, que tantos danos oca- 
sionó á la República romana;' pero no; el papel de denunciador no 
es el que más cuadra al carácter de los españoles, y por más que la 
ley imponga el deber de denunciar al que haya presenciado la per- 
petración de un crimen, creemos que serán pocos los que le cum- 
plan. De todos modos, no po&emos menos de considerar como una 
impreúieditacion, en el estado actual de España, en que la lucha de 
los partidos excita recelos particulares recíprocos, una disposición 
que dá lugar á facilitar y promover aún más el deseo de la ven- 
ganza. 

La ley, deóiaínos, ha seguido un sistema misto, aceptando de la 
forma üiquisitoríal el procedimiento escrito para sólo la instrucción 
preliminar ó para' todo lo que tenga por objeto dar bases y funda- 
mento á la acusación (2), y de las cuestiones perpetuas el oral ó pú- 
blico para lo que se refiere al fijar la verdad y dictar sentencia. El 



(1) Y que ya se seguía entre nosotros, puesto que el período secreto, 
no duraba más que para las diligencias previas ó preparatorias de la acu- 
sación. 

(2) Hay una escueta que cree que la defensa no está garantida mientras 
no sea publica la instrucción; pero esto no produciría más que la impuni- 
dad, puesto que las revelaciones de la audiencia pública darían varios me- 
dios al procesado para desvirtuarlas. 

10 
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primer trámite lo ha dejado á los Jueces de instrucción, y el segun- 
do á los Jueces colegiados ó al Jurado según los casos. 

Grandes defectos tenia el procedimiento escrito, en que^ las más 
de las veces, las diversas páginas de un proceso no eran la verdade- 
ra consignación de los hechos averiguados de un delito, sino la ex- 
presión del estilo del Juez ó Escribano redactores de las declaracio- 
nes de los testigos, y cuya falta de ortografía daba lugar, en algunos 
casos, á cuestiones gravísimas y á soluciones inesperadas. ¿Quién no 
recuerda de los habituados á las luchas forenses, la disputa que se 
ocasionó por poner en una declaración de una violada un ¡ahí! por 
un ¡ay! Pero si todo esto es cierto, también lo es que sin desechar 
por completo el principio, podían haberse adoptado saludables re- 
formas. En <;ambio, el procedimiento oral, como todo lo humano, 
tiene también sus inconvenientes. Todos, los que hemos intervenido 
en la administración de justicia, hemos visto ruborizarse, cortarse, y 
no saber qué decir á testigos que, poco habituados al trato de gen- 
tes, han tenido que presentarse ante un Juez á prestar cierta clase 
de declaraciones. Y si esto ha sucedido delante de un solo Juez, y 
en una sala cualquiera de una casa, porque hoy es raro el Juzgado 
que tiene sala de audiencia, ¿con cuánta más razón no podrán tur- 
barse en otro sitio más augusto, ante un Tribunal respetable y pú- 
blico numeroso? ¡Y sin embargo, en el modo de expresarse de esos 
testigos ó de esos delincuentes se funda la piedra angular del Jura- 
do! Y no decimos nada de la diferencia que en el modo de juzgar 
tiene que haber entre hombres que tienen educado su criterio para 
estos actos y constituye su profesión, y los que habituados á un tra- 
bajo manual diario, no han podido ejercitar su inteligencia ni su ra- 
zón en comparaciones ni deducciones tan necesarias como exige esa 
función (i). Pero no adelantemos las ideas, ni cambiemos de propó- 
sito, y sigamos artículo por artículo el examen de la ley. 

Dice el art. 738 que no podrán ser objeto de cada juicio más que 
un sólo delito, y los que con él fueren connexos, y que el Presidente, 
al declarar abierto el período de las pruebas, lo manifestará así en 

{{) Ei Reglamento del TribuDal correccional de Madrid de 23 de Junio 
de 1S54 estableció ud procedimiento parecido para conocer y fallaren pri- 
mera y única instancia las causas por delitos que mereciesen pena correc- 
cional, y cuyo juicio oral y público, decia el Sr. González Nandio, antiguo 
Magistrado, no ha aumentado la concurrencia á las vistas ni ha hecho á 
los Magistrados variar el concepto que de ios hechos formaron después de 
la lectura del apuntamiento. (Sesión del Senado de 17 de Febrero de 186B. 
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alta voz, espresando eo su caso la resolucioa que la Seccioa de Ma- 
gistrados hubiere dictado con arreglo al artículo 721. No compren- 
demos este artículo p en este lugar. La Sección de Magistrados al 
acordar la vista del proceso por el fiscal para la proposición de 
pruebas, y que es el trámite de que habla el artículo 721, resolvió 
entonces si él delito 6 delitos que aquella debia de comprender, 
habian ó no de ser objeto de un sólo juicio, y á los interesados se 
les dio del mismo modo conocimiento de esta decisión: ¿i qué, pues, 
ésta repetición en el momento mismo del acto dePjuicio, y cuando 
ya no se puede retroceder? ¿No hubiera estado mejor esta disposi- 
ción después del artículo 720? Aquel era el lugar, en nuestro sen- 
tir, más adecuado. Todas las legislaciones han tratado de ésta cues- 
tión entre las de los preliminares del juicio. En Francia, según el 
artículo 226 del Código de instrucción criminal, la Cámara de acu- 
sación resuelve los delitos que deben comprenderse en un sólo 
juicio en la orden de envío ó la de Asises, y esp que allí existe la 
jundon ó el derecho á que se conozcan al mismo tiempo de otros 
que no ha incluido la acusación, así como la disjuncion ó el que 
ciertos actos se sigan en juicio diferente. La misma disposición rige 
en la Confederación. Suiza, puesto que los Asises no conocen en un 
juicio más que de los hechos que la Cámara de acusación les ha 
marcado en la orden remitiéndoles el proceso; y aun en Inglaterra, 
donde es casi absoluto el principio de que cada hecho constituye 
un juicio distinto, resuelve el Gran Jurado, al conocer déla denun- 
cia, cuáles de los actos comprendidos en ella deben ó no ser objeto 
del pequeño Jurado ó del de condena. 

. En otros capítulos, y especialmente en el segundo, nos hemos 
ocupado sobradamente dé los que la ley entiende por conexión en 
los delitos, y no creemos que debemos repetir nuestras observaciones. 

El método establecido, para la práctica de las diligencias de 
prueba, es según el art. 756, el dispuesto para el juicio oral ante 
Tribunales de derecho, ó sea el que ordena el cap. 2.*, tít. 3.* del 
libro 2.*, teniendo los jurados las mismas facultades y deberes que 
en él se conceden ó se imponen á los individuos de aquel. 

Las diligencias de prueba comienzan por las propuestas por el 
Ministerio ñscal (1)^ después por la de los actores particula- 



{{) Lo mismo que disponía el artículo 17 del Reglamento de 23 de 
Judío de 1854 por el Tribunal correccional. 
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res, si las hay, y por último concluyen con las de los procesados. 

Los testigos que hubieren de declarar^ permanecerán hasta que 
sean llamados á prestar sus declaraciones (1), en un local á propó- 
sito y sin comunicarse con las que ya hubiesen declarado, ni con 
otras personas. Esto fué ya dispuesto para el procedimiento antie el 
Senado (¿) y para el juicio oral ante el Tribunal correccional de 
Madrid (3). 

El presidente ^os manda entrar á declarar por el orden en que 
han sido puestos en lista (4) por las partes, y les recibe juramento, 
si son mayores de catorce anos, en nombre de Dios ó de su honor, 
si por sus creencias se resistiesen á prestarle por Aquel. Después 
les interroga por las llamadas generales de la ley, ó si son parientes, 
amigos ó enemigos de las partes, y si tienen interés directo 6 indi- 
recto en la causa, ó en otra semejante, y evac|iadas estas preguntas, 
y luego que el testigo haya espresado cuál es su nombre, apellido, 
estado y profesión, deja á la parte que le hubiese presentado que le 
haga las preguntas que tenga por conveniente, y á los otros las re- 
preguntas que consideren oportunas, si bien no permitirá que con- 
teste á las que sean capciosas, sujestivas ó impertinentes (5). Contra 
la resolución que el Presidenta dictare podrá interponerse el recurso 
de casación, si se hace en el acto la protesta. El Presidente del Tri- 
bunal ó cualquiera de sus individuos podrán hacer al testigo ó pe- 
ritos después que hubieran sido examinados por las partes, todas las 
preguntas que consideren oportunas para el más completo esclare- 
cimiento de los hechos ó para la más segura investigación de la 
verdad. 

No podrán practicarse más diligencias de pruebas que las pro- 
puestas por las partes, ni ser examinados otros testigos que los 



(i) Lo mismo dice el artículo 67 del Código de procedimiento peual de 
)a Coüféderacioo Suiza, y el 316 del Código de instrucciou criminal 
F*raocés. 

(2) Ley de M de Mayo de 1849. 

(3) Artículo i8 del Reglameoto de 23 de Junio de 1854. 

(4) Gil Francia se lee por el Gscribaoo en la audiencia la lista con el 
objeto de ver si están todos ios testigos presentes, ó si faltan tantos que es 
preciso suspender el juicio para la sesión siguiente; así domo para ver si 
está conforme cop la lista que se ba dado á las partes, y puedan oponerse 
á aue se oigan á los que no fueron en ésta comprendidos. (Artículo 315 
del Código de instrucción criminal.) 

(5) Artículos 68, 69, 70, 71 y 72 del Código de procedimiento penal 
federal de Suiza. 
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comprendidos en las listas presentadas, á no ser en los casos si- 
guientes: Primero, los careos de los testigos entre sí 6 con los pro- 
cesados que el Presidente acordare de oficio, d á propuesta de los 
individuos del Tribunal. Segundo, las diligencias de prueba, no 
propuestas por ninguna délas partes, que el Tribunal considere ne- 
cesarias para la comprobación de cualquiera de los hechos que 
hayan sido objeto de los escritos de calificación, Y tercero, las dili- 
gencias de prueba de cualquiera dase que en el meto ofrecieren las 
partes para acreditar cualquiera circunstancia que pueda influir en 
el valor probatorio de la declaración de un testigo, si el Tribunal 
los considerase admisibles. 

Tales son, en resumen, las principales prescripciones que la ley 
ha determinado sobre el modo de practicar las pruebas y que he- 
mos copiado para que se vea cómo nuestra legislación ha resuelto 
las más importantes cuestiones de la filosofía y de la crítica en este 
punto, y hemos dejado, al juicio de nuestros lectores, las de un 
orden secundario, porque sino seria hacer este trabajo interminable. 

Vemos, pues: Primero, que las partes son las que interrogan á 
los testigos y que el Presidente sólo tiene que cuidar que no le en- 
vuelvan y se confunda al testigo con preguntas capciosas. Segundo, 
que el Presidente ó cualq¡iier individuo del Tribunal puede des- 
pués dirigir al testigo las preguntas que crea convenientes. Y terce- 
ro, que si bien, por regla general, no pueden practicarse más prue- 
bas que las propuestas por las partes, hay sin embargo escepciones, 
en favor del Tribunal, que puede acordar otras, para la mejor com- 
probación de los hechos calificados, así como pueden pedir otras las 
partes, que pueden influir en el valor probatorio de las declaracio- 
nes dé los testigos. 

Mucho se ha disputado acerca de si el Presidente del Tribunal 
debia ó no ser el que dirigiese las preguntas á los testigos, y le han ^ 
presentado tales objeciones y tan grandes inconvenientes para qde 
suceda así, qué ha habido legislaciones que han dejado este cargo 
al Ministerio público. 

El Presidente, como todo el Tribunal, debe aparecer imparcial, 
y su única misión es dejarse convencer por el acusador ó el acusa- 
do, y esto no podría suceder si el Presidente ó el Jurado, víctimas 
de un error 6 de un pensamiento equivocado, se convirtiesen en 
parte é interrogasen á los testigos, en el sentido de buscar la solu- 
ción del procedimiento del modo que ellos, sin suficiente conoci- 
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miento de causa, hubiesen juzgado de antemano. El juicio ante el 
Jurado es nn combate público entre el acusador y el acusado, de 
que sólo el primero es el Juez; y por lo tanto, los segundos son sólo 
los que deben sacar y blandir las armas, siendo el verdadero papel 
del Tribunal permanecer en la mayor neutralidad. 

Nuestra ley, siguiendo á la inglesa, lo ha comprendido asi, y ha 
dejado al Ministerio público (1) y al acusado que interroguen á los 
testigos, reservando sólo al Presidente la facultad de impedir pre- 
guntas capciosas 6 impertinentes. En Inglaterra se lleva á lal extre- 
mo la neutralidad del Jurado, que las preguntas capciosas ó imper- 
tinentes no se desechan por el Presidente, sino por todo el Tribu- 
nal; y esto, cuando la parte contraria lo ha pedido y se ha oido 
después al que las propone, siguiéndose una especie de incidente ó 
juicio preliminar, y lo cual nos parece mucho más acertado que el 
dejar á la omnipotencia Presidencial la calificación de pertinencia 
ó capciosidad de las preguntas. En Roma cuyo procedimiento en 
las cuestiones ha servido de base para el Jurado moderno, el Pretor 
ó el Presidente no era más que un simple espectador en los deba- 
tes, y no se alzaba su voz sino para sostener el orden, dejando al 
acusador y á los patronos del acusado, que interrogasen á los tes- 
tigos y practicasen la prueba. En Francia por el contrario, según el 
artículo 319 del Código de instrucción criminal, todas las preguntas 
que el Ministerio público, el acusado, la parte civil ó los jurados 
quieran dirigir á los testigos, tienen que hacerlas por conducto del 
Presidente, en lo cual, después de perder aquellas la originalidad 
y aun la intención del que las dirige, por el cambio de la frase, se 
vé convertido á éste en una especie de parte que repugna á sus 
funciones, puesto que, como dice Pierre Ayrault, criminalista fran- 
cés, el i7iterrogar es un acto más de abogar que de juzgar (2). Sin 
embargo, si el Presidente desecha una pregunta y el interrogante 
insiste, se decide por todo el Tribunal si ha de admitirse ó no, y no 
se deja á aquel, como en la ley española, esa facultad absoluta tan 

(1) Eu Inglaterra sólo e! denunciador ó acusador particular sostiene, 
en los más de los delitos, ta representacioD del MÍDísterío público que allí 
DO eiiste, y sólo para los atroces y de cierta clase se nombra un solicitor 
encargado de acusar. 

(2) En e] examen de los testigos en el juicio aote.el Senado, ha adop- 
tado el artículo 33 de la ley de 11 de Mayo de 1^49, igual disposición que 
la francesa, y todas las preguntas tienen que hacerse por conducto del Pre- 
sidente. 
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reñida con los principios liberales que dominan en ella. En la Con- 
federación Suiza, se sigue el mismo sistema que entre nosotros y es 
la ley que más ha tenido presente nuestro legislador en este punto» 
trascribiendo casi literalmente las más importantes de sus disposi- 
ciones. Enemigos de que el Presidente dirija preguntas á los testi- 
gos, lo somos también de que las hagan los jurados y truequen el 
papel de jueces por el de acusadores ó defensores, y en vez de apa- 
recer neutrales ó imparciales en el juicio, se presenten como com- 
batientes, y representen la escena horrorosa de ver un juicio sin 
garantías y en que los que han de juzgar sean los principales per- 
seguidores 6 encubridores del reo (í). 

No es menos importante, ni ha sido objeto de menos debates, el 
resolver la cuestión de si pueden ó no practicarse por el Presidente 
ó ^or el Tribunal más pruebas que las propuestas por los interesa- 
dos. Los que quieren decidir esta cuestión en un sentido afirmativo 
dicen, que el Jurado es la Sociedad que interviene y falla, y está 
interesado 16 mismo en la defensa del inocente que en el castigo del 
criminal, y por lo tanto, la instrucción criminal debe tener por ob- 
jeto averiguar la verdad, conocer los hechos tales como han existi- 
do, sin tener en cuenta el modo como las han presentado los inte- 
resados. El juicio debe ser común á todos, y la verdad que él pro- 
clame, igualmente cierta para todo el mundo. Nosotros, sin embar- 
go, no participamos de esta opinión, porque desde el momento en 
que se dá facultades al Jurado, como entre nosotros, para acordar 
otras pruebas que las propuestas por el acusador ó el acusado, se 
convierte al Tribunal en parte , y se le dá medios de acriminar ó 
de defender al reo. Es muy difícil, si no imposible, que al decretar 
la ampliación de la prueba el Jurado, no sea movido de un senti- 
miento adverso ó favorable á la acusación ó á la defensa, y que no 
encontrando suficientes medios para eludir la condena ó la absolu- 
ción, no apele á ese subterfugio para lograr su objeto. El Ministe- 
rio público, representado siempre por una persona instruida y habi- 
tuada á esta clase de averiguaciones, es una garantía, más que su- 
ficiente, en favor de la Sociedad, para dar seguridad de que ni por 
malicia, ni por error, dejará de proponer las pruebas que sean con- 



(i) El •Código criminal de la Isla de Malta, dispone también gue el 
Abogado de la Corona ioterro^rue á los testigos de acusación y el defensor 
á los de descargo. Artículo 402. 
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venientes. El periodo de instrucción* ó inquisitorial, dentro del que 
la Sala ha podido examinar la causa y ordenar ía ampliación del 
sumario, es otro motivo más para comprender que nada falta que 
hacer, cuando el juicio oral se abre, que la investigación ha se- 
guido todo su camino y se encuentra apurada. El raterés de la de 
fensa es un aguijón demasiado agudo, para no buscar y rel^uscar 
los medios necesarios, para salvar la honra, la fortuna y la vida que 
se ven amenazadas, ¿i qué, pues, entonces conceder todavía á otro 
Tribunal la facultad de ampliar aun más el procedimiento? ¿No es 
uno de los principales fundamentos del Jarado, la conveniencia de 
que haya un Tribunal que independiente del de instrucción juzgue 
la justicia ó injusticia de la acusación? ¿No han dispuesto todas las 
legislaciones, con un rigorismo digno de alabanza, que ningún ^|Uez 
que intervenga en las diligencias preparatorias deja acusación, 
pueda después formar parte del Jurado? Pues, si este principio es 
una consecuencia lógica de la diferencia de un trámite^ que nada 
prejuzga, y otro que condena, ¿cómo ahora se quieren confundir^ 
uno sólo, y hacer al que ha de fallar. Juez instructor al mismo tiem- 
po? Exíjase la responsabilidad al Ministerio público li Abogado que 
falta á su deber, dejando de proponer las pruebas que el hecho 
mismo manifieste de una manera in4udable que tienen que ser in- 
dispensables, y absuélvanse en caso de duda siempre, pero no se 
deje al Tribunal que se apasione y busque medios de condenar ó de 
absolver indebidamente. Se criticaba mucho el procedimiento anti- 
guo, porque se decia que el procesado era considerado como un 
enemigo á quien el Juez tenia por fuerza que buscar medios de 
condenar, y se quiere ahora que suceda lo mismo, dejando á la 
compasión y sentimiento de éste el buscar ó no medios de hacerlo. 
¿No es dar lugar también con esta ampliación de prueba á una nue- 
va instrucción desconocida para el acusado y de que no puede de- 
fenderse? . ^ 

Nosotros no podemos considerar filosófica una disposición que 
está tan en pugna con lo qué dictan las principales razones de la se- 
paración de la acusación y la defensa, y mucho menos estamos por 
conferir, como en Ginebra, esta facultad sólo al Presidente. 

En Francia se concede igual facultad al Presidente de Asises, 
pero se le limita á sólo el caso en que los testigos ó el acusado ha- 
gan declaraciones nuevas para impedir que el Ministerio público 
presente á última hora cargos de que no pueda defenderse el acu- 
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sado (articnlos 268 y 2^ del Código de Instraccion criminal). 

En nuestra legislacíoQ se hace por todo el Jnrado, y esto ya 
ofrece alguna garantía más de imparcialidad , y sólo se concede 
para ampliar la prueba de hechos ya edificador por la acusación ó 
la defensa, lo cual ofrece muchos menos inconvenientes de tantos 
como tiene. 

Practicadas todas las pruebas , dice el art. 7K7, usarán de la 
palabra para sostener la acusación el Ministerio fiscal , y el defen- 
sor del querellante particular si le hubiere. En sus informes se li- 
mitarán á apreciar las pruebas practicadas, á calificar jurídicamen- 
te los hechos que resultaren probados, y á determinar la participa- 
ción que en ellos hubiese tenido cada uno de los procesados , así 
como las circunstancias eximentes, atenuantes ó agravantes de la 
responsabilidad de éstos cuando las haya. No podrán los infor- 
mantes ocuparse de la pena correspondiente al delito de que con- 
ceptuaren responsables á los procesados. Hablarán después los de- 
fensores de éstos sobre lo mismo que hubiere sido objeto de la acu- 
sación, y sobre todos los hechos y circunstancias que puedan con- 
tribuir á demostrar la irresponsabilidad criminal de los procesados 
ó la atenuación de su delincuencia, sin que puedan oeuparse tam- 
poco de /a peno, correspondiente al delito que fuere objeto del jui- 
cio. Así el Fiscal y la representación de las demás partes actoras, 
como la de los procesados, concluirán los informes formulando en 
conclusiones concretas y precisas sus respectivas pretensiones. Al 
efecto, el Fiscal y la representación de las demás partes actoras po- 
drán reformar y al sostener la acusación, la calificación que hubiesen 
hecho en las conclusiones presentadas en el tiempo marcado en el 
art. 561 (1), con tal que la reforma no tenga por objeto calificar 
los hechos como constitutivos de un delito más grave que el que hu- 
biese sido determinado en la primera calificación (2). 

La representación de los procesados podrá reformar á su vez 
en el informe de defensa la calificación de sus anteriores conclusio- 
nes, en cualquier sentido que creyese conveniente. Las conclusio- 
nes podrán presentarse en forma alternativa para que si no re- 



(1) Cinco días. 

(2). En el procedimiento ante el Senado estaba también determinada 
la facultad en la acusación de hacer las modiücacíones á que hubiesen dado 
lugar los debates. Art. 37 de la ley de 1 i de Mayo de 1849. 

11 
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saltase del juicio ht procedencia de una, pueda estimarse la otra 
en el veredicto. Los informantes, al terminar sus discursos, entre- 
garán escritas sus conclusiones al Presidente del Tribunal cuando 
hubiesen reformado las anteriores. 

Como se vé, se ha verificado un cambio completo en nuestro 
método de enjuiciar. Antes, siguiéndose para el procedimiento es- 
crito el mismo método que para el oral hablan seguido los romanos 
hasta Cicerón, no se oían los testigos ni se verificaban las prueba» 
sino después de presentarse la acusación y la defensa. Hoy, por el 
contrario, uno y otro tien^ lugar deanes de la práctica de las 
pruebas, y el acusador y el reo pueden apreciar é interpretar en 
favor de su causa su resultado, é ilustrar al Tribunal sobre su ver- 
dadera significación, y no puede darse el caso de que los racioci- 
nios del acusador ó del Abogado del reo, se funden en hipótesis 6 
en pruebas presuntas, que después, al practicarse , no ofreciendo 
el resultado que se propusieron sus autores, vienen á hacer aún 
más crítica y más difícil la posición de uno y otro; sucediendo que 
la defensa se convierta en acusación ó esta en aquella. -Esta es una 
reforma digna de todo elogio, y que ha sido pedida constantemen-- 
te por todos los jurisconsultos (i). 

£1 mismo orden se sigue también en la Confederación Suiza , ú 
bien se dá el derecho de replicar á las partes (art. 89 del Código 
de procedimiento federal.) ¿Por qué entre nosotros no se ha dado 
también ese mismo derecho á las partes? Nunca deben escatimarse 
los medios de defensa. ¿Será acaso porque no se reproduzcan entre 
nosotros las escenas apasionadas que tienen lugar en otros pueblos 
por medio de discursos conmovedores dirigidos á conquistar el co- 
razón de los jurados, para los que siempre úenñ razón el que habla 
el último, y por cuya razón, y por un motivo de piedad, en todas 
las legislaciones se ha permitido al reo qnt complete su defensa 6 
hable por si después de todos? Tal vez, pero también es preciso 
tener en cuenta que puede hab» varios procesados de escepcio- 
nes encontradas y que en este caso se favorece al que use de 
la palabra después de los otros. En Inglaterra no se pronuncian di»- 



(\) Y que ya se había ensayado por la ley de í 8 de Judío de i 870, asi 
como estaba acordada para las causas seguidas-ante el Senado, por el ar- 
ticulo 37 de la ley de 11 de Mayo de 1849, y para las de peoa correccionat 
aote las Audiencias por el art. 20 del Reglamento de 23 de Junio de 1854. 
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cursos por la acusación ni por la defensa que confundan ó intere- 
sen á los jurados» sino que solo se oye al acusado ó un breve resú-* 
men de su consejero, antes de la presentación de las pruebas, para 
dejar así al Tribunal bajo la impresión que le hayan producido el 
dicho de los testigos y el descargo de los reos, y no pueda ser se- 
ducido ó dominado por los efectos de una perniciosa elocuetwia. En 
Francia, el acusado habla también el último, y es tal el rigor que en 
este punto se sigue allí, que si después de hecha la defensa se ha 
oido á algún testigo sin que el abogado ó acusado la espliquen des- 
pués ante el Tribunal, el juicio es nulo; y es práctica constante el 
advertir al defensor que puede cóntrareplicar á la réplica de la 
acusación (1). 

Una disposición demasiado importante consigna el articulo de 
a ley que examinamos, lo cual no puede menos de ser objeto de 
nuestro elogio, y es que el Fiscal ó los actores particulares puedan 
reformar, al sostenerla acusación, las calificaciones que hubiesen 
anteriormente hecho, siempre que la tal reforma no tenga por obje- 
to calificar los hechos como constUvíivos de un delito más grave. 
Si así no fuese, se daría lugar á que pudieran prepararse embosca- 
das á un reo, persiguiéndosele por un delito más leve con el objeto 
de que concretase á éste sus descargos, y sus medios de prueba, 
para después encontrarse sin apoyo y sin defensa al ir á senten* 
ciarle por otro más grave. Es una medida de precaución dictada en 
favor del reo, y á que éste puede renunciar, si lo tuviere por con- 
veniente, porque nosotros creemos que, concediendo al reo dicho 
artículo la facultad de calificar su crimen en d sentido que quiera^ 
si el fiscal ó el acusador, separándose de las prescripciones de dicho 
artículo, han reformado la calificación y la han dado de otro delito 
de pena superior, si el reo se conforma, en uso^de ese derecho, el 
Tribunal no retrotraerá el juicio. Pero este artículo dá lugar tam- 
bién á una duda. ¿La reforma de la calificación tiene que ser en el 
actQ ó puede hacerse durante cinco dias? La ley dice que podrán 
reformarlas partes actoras la calificación que hubiesen hecho en las 
conclusiones presentadas en el tiempo marcado en el artículo 561, 
y como no se refiere al escrito de calificación, sino al tiempo que se 
designa en dicho artículo, que es de cinco dias, parece que se dá 

' (1) Articulo 335 del Código de instrucción crimioal y Arréte de casa- 
ción de i i de Abril de 1835. 
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todo ese tiempo también para la reforma. Pero entonces, ¿cómo se 
combina esto con el fallo del jurado que es inmediato y en aquella 
misma audiencia? Creemos que el legislador se ha expresado mal, y 
que en vez de decir en el tiempo marcado en el artículo 561,, debia 
de decir en el escrito presentado con arreglo á dicho artículo. 

La ley se ha concretado á determinar que las defensas y acu- 
saciones se limiten á calificar los hechos que resulten probados y 
á fijar la participación que en ellos haya tenido el procesado, así 
como las circunstancias eximentes, atenuantes ó agravantes de res- 
ponsabilidad que concurran en los procesados, y sin que puedan 
ocuparse de la pena, porque esto'lo deja para el trámite posterior al 
veredicto; lo cual ha sido copiado de los artículos 115 y 116 del 
procedimiento penal federal de la confederación Suiza. En Francia 
ha sido muy cuestionable si el defensor podía ó no ocuparse de la 
pena después que por la ley de 28 de Abril de 183S se concedió al 
jurado la facultad de conocer de las circunstancias atenuantes, 
pero una sentencia de casación de 26 de Enero de 1837 , ha decidi- 
do la cuestión en un sentido igual á la disposición de la ley espa* 
ñola (Dalloz, 37, 2, 113), y no se puede tratar de la pena según el 
artículo 363 del Código de instrucción criminal, sino cuando el Tri- 
bunal de Asises vá á pronunciar la sentencia condenatoria. 

Limitados los jurados á conocer sólo de las cuestiones de hecho 
y declarar la culpabilidad ó inculpabilidad del procesado, seria un 
medio en muchos casos de inclinarles á la clemencia , si al defensor 
se le permitiese describir la inmensidad de la pena, y por esta razón 
la ley, con un criterio acertado, ha prohibido, siguiendo el acuerdo 
de otros extranjeros, semejante recurso en la defensa. 

Terminados los informes, el Presidente preguntará á los proce- 
sados si tienen algo que manifestar por sí mismos al Tribunal, y si 
contestaren afirmativamente, les concederá la palabra, permitién- 
doles decir todo cuanto creyeren conveniente para su defensa, pero 
sin consentir que ofendan con sus palabras la moral, falten al res- 
peto al Tribunal ó á las consideraciones debidas á las demás perso- 
nas (art. 738). Es la última garantía concedida á la defensa por to- 
das las legislaciones (1). £1 art. 90 del Código de procedimiento 



{{) Ed ei procedimíeoto ante el Secado los discursos que pronuociea 
los acusados en su defensa no consumea turne, y pueden hablar por lo tan- 
to, cuantas veces quieran (art.-61 de la ley de i 1 de Mayo de 1849). 
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penal de la confederación Suiza y el 363 del de instrucción cn« 
mina! francés disponen esto mismo. Es muy expuesto que el proce- 
sado, herido por la acusación ó por lo que ha oido á algún testigo, 
prorumpa en frases y dicterios inconvenientes, y desahogue de este 
modo su silencio comprimido, y para evitar esto, la ley ha hecho 
que se le amoneste con el objeto de que no traspase los limites del 
respeto. En Francia, el Tribunal de Asises puede espulsar de la 
audiencia al procesado y volverle á su prisión, si por sus gritos ó 
su descompostura causase tumulto y pusiese obstáculo al curso de 
la justicia, pudiendo después ser castigado, por ese sólo hecho, 
con dos anos de prisión. 

La ley española no dice cuáles son las facultades del Presidente 
ó del Tribunal en este caso, ó cuando, después de la amonestación 
del art. 758, el acusado se ha producido dirigiendo ofensas y alte- 
rando el orden en el Tribunal, pero creemos, teniendo presente lo 
dispuesto en los artículos 792 al 795, que en este caso el Presidente 
podrá imponerle una multa ó volverle á su prisión, y aun mandar 
procesarle por estos actos^ según las circunstancias de los casos, sin 
que por esto se crea que se coarta el derecho de defensa, puesto que 
la hace imposible y se supone que la renuncia el que en vez de 
ejecutarla dentro de los limites de lo debido, lo verifica cometiendo 
nuevos y criminales atentados. 

Después de oido al acusado, si es que ha querido completar sus 
defensas, el Presidente preguntará, según el art. 739, que es una 
consecuencia del 640, á los jurados si consideran necesaria alguna 
mayor instrucción sobre cualquiera de los puntos que sean objeto 
del juicio, acordando la que reclamasen, si fuere posible; y lo cual 
escusamos decir, que convierte al jurado en parte; que dá lugar, 
como hemos indicado, á otra nueva instrucción posterior á la de- 
fensa del acusado, que no puede contrarestar, porque para él está 
cerrado el periodo probatorio; y que puede dar margen, por últi- 
mo, á que un acusador experimentado reserve para el momento 
del juicio cargos inesperados, estrujados de las declaraciones de los 
nuevos testigos, con el objeto de que complete la prueba el Jurado 
mismo, en ocasión que el reo no pueda ya destruirla. Pero aparte 
de esta importante consideración, ¿cómo se concilia la facultad que 
en este articulo se concede al Presidente para acordar por si la 
nueva ipstpuccion que le pidan los jurados, con lo dispuesta en el 
articulo 640 que ordena, que sólo el Tribunal podrá acordar la 
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práctica de las pruebas no propuestas por las partes, cuando las 
considere necesarias? ¿No es la prueba que pidan ios jurados dis- 
tinta de la presentada por las partes? Tiene que serlo, porque sí no 
se habría ya practicado. Pues si lo es, ¿cómo puede acordarla por 
si el Presidente cuando antes ha dicho que sólo compete á todo 
el Tribunal? Esta cuestión tiene que dar lugar á grandes dudas en 
la práctica, y nosotros la resolveríamos en el sentido de que el Pre- 
sidente no pueda mandarla ejecutar por sí, sino de acuerdo con 
todo el Jurado, para evitar, algún tanto de este modo, los males 
que hemos indicado puede tener esa diligencia. Bien es verdad que 
si se medita un poco sobre lo dispuesto en uno y otro articulo para 
poder coordinarlos, parece que para que el Presidente pueda acce- 
der á esta nueva instrucción, es preciso que todos ó la mayor parte 
de los jurados lo pidan, ó lo que es lo mismo el Tribunal, puesto 
que la ley se expresa en jiural al hablar de aquellos, y sólo, de este 
modo, puede considerarse que no haya discordancia entre un artícu- 
lo que concede ese derecho á todo el Tribunal y otro que parece ser 
le dá sólo al Presidente. 

Más no es esta sólo la duda que puede ocurrir combinando 
este artículo con el número segundo del 640 , porque dicién- 
dose en éste que las pruebas que acuerde el Tribunal tienen 
que ser para sólo la comprobación de los hechos que hayan sido ob- 
jeto de los escritos de calificación , no se dice esto en aquel , sino 
que pueden versar sobre cualquiera de los puntos que sean objeto 
del juicio, y lo cual hace dudar si pueden estenderse á otros he- 
chos diversos de los que han servido para la califícapion, puesto que 
no se refiere á ellos ni los extermina, y sí solo á todos los puntos 
objeto del juicio. Sin embargo, nosotros creemos que ^t puntos ob- 
jeto del juicio entiende la ley los hechos que han servido para la 
caUficacion , porque de otro modo estarían dichas disposiciones en 
una manifiesta contradicción, y se daría lugar á creer que el.Trí- 
buQal podia conocer de otros hechos no calificados y que no hayan 
sido apreciados por la acusación ó la defensa , y que se podría vol- 
ver á abrir una instrucción ya terminada. 

El Presidente, por último, hace el resumen de las pruebas é in- 
formes del Minísterío fiscal y de los defensores de las partes, así como 
de lo manifestado por los procesados presentando los hechos con la 
mayor precisión y clarídad , y absteniéndose con todo esmero de 
revelar su propia opinión. Expone detenidamente á los jurados la 
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aaturaleza jaridica dt los hechos sobre qae haya recaído la dísctt- 
5Íon, determinando las circunstancias constitutivas del delito sobre 
que ésta hubiese versado. Expone asimismo la doctrina jurídica re- 
lativa á las circunstancias eximentes, atenuantes y agravantes que 
hayan sido objeto de prueba y discusión; y en suma , todo lo que 
pueda contribuir á que los jurados aprecien con exactitud el carác- 
ter criminal de los hechos, si lo tuvieren, y la participación que en 
ellos haya tenido cada uno de los procesados. Al hacer este resu- 
men procurará mtruirse m los deberes de la más extricta impar- 
cialidad, y demostrando sentimientos de humanitaria benevolencia 
bácia los procesados, no foltará por esto á la necesaria severidad de 
la justicia (Artículo 740) (i). 

Difícil es el papel del Presidente al tener que exponer los he- 
chos sin manifestar su opinión. ¿Cómo es posible no adivinarla en 
la acentuación que haga de ciertas circunstancias? Nosotros hubié- 
ramos suprimido este resumen por oficioso é innecesario. ¿En el 
fondo de su conciencia no le ha hecho cada Jurado? Necesariamente. 
T si le ha hecho ¿qué objeto tiene el del Presidente? ¿Rectifi- 
<5arle con otro arreglado al criterio de éste? Pues entonces repe- 
timos lo que dijimos en el capítulo primero: el Juez de derecho lo 
es todo y el Jurado nada, porque no puede menos de infundir res- 
peto y consideración á éste lo que aquel diga, siendo como tiene 
•que ser más hábil, y llevando necesariamente sus palabras la 
autoridad que le dá su cargo. ¿No se fijan y se pasan después las 
conclusiones ciertas al Jurado para su contestación? Pues entonces 
qué objeto tiene este resumen sino el de dirigir y atraer á los jura- 
dos? Este resumen ha sido importado de la ley inglesa y de la 
francesa, pero se vá desechando por las nuevas leyes del Jurado 
«n Europa, como un acto inconveniente, puesto que este resumen 
no puede menos de ser una nueva acusación ó una nueva defensa, 
y por muy hábil que sea el que lo haga, siempre tiene que cono- 
cerse cuál es su opinioü, é imponerse á los jurados que oyen las 
palabras del Presidente con la respetuosidad que merece el puesto 
de donde salen, y bajo cuya última impresión van vicontinenti y 



(1) Eo Bélgica el Director del Jurado expone á los miembros de él el 
objeto de la acusación, y los explica con claridad y sencillez las fuDCiones 
que estáo llamados á llenar (Articulo i 9 de la ley de procedimiento ante 
el Jurado.) 
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sin perder tiempo á pronunciar el veredicto; así es, que, en la Con- 
federación Suiza, el Presidente, después de haber oido al acusado, 
cierra los debates sin más trámites, y, sólo recordando á los jurados 
el deber que ban ofrecido guardar en aquel puesto, les remite las 
cuestiones comprendidas en el acta de acusación para que las re- 
suelvan. Esto no es decir que Combatamos este resumen, porque 
nosotros, que queremos que los Jueces de derecho tengan las más 
facultades posibles, no podemos oponernos á un acto que tanta in- 
fluencia tiene que darles, sino exponer que semejante determina- 
ción es opuesta á la lógica y principios fundamentales del Jurado, 
que quieren que ninguna influencia extraña agite, conmueva ó se- 
duzca á los jurados, y este resumen tiene que ensenarles, conmo- 
verles ó dirigirles. 

Si á la luz de la filosofía se examinan las principales cuestiones 
comprendidas en este capítulo , se verá que en todos los pueblos se 
ha dudado del criterio del jurado , y que en unos, como en Ingla- 
terra, temiendo que el corazón domine siempre á su cabeza y no 
sepan distinguir lo justo de lo injusto, no se les deja oir discursos 
de acusación ó de defensa; y que en otros, como en Francia, se hace 
siempre al reo que hable el último para desvirtuar el dicho de los 
testigos; y por fin, que en los más de ellos se hace después al 
Presidente que les dé digeridos los hechos en un resumen que, tra- 
ducido libremente, quiere decir esto debéis hacer. ¿Para qué tantas 
precauciones? Si los jurados , con sólo saber leer y escribir pueden 
poseer y manifestar mejor la verdad que todos los Magistrados can- 
sados de examinar procesos y de estudiar Códigos penales, ¿para 
qué se necesita emplear con ellos tanta y tan diversa clase de pre- 
cauciones contra su ignorancia ó su mala fé? Todo esto no está de- 
mostrando sino que el jurado no ha recibido en ningún pueblo toda 
la confianza del legislador. 

En un cuarto de hora, que es lo que puede durar el resumen 
del Presidente, van á aprender, personas que no conocen ni aun 
el tecnicismo del derecho^ todo lo que á un hombre preparado por el 
estudio de la lógica, la historia y la filosofía le cuesta un año aca- 
démico el saber. Y lo estraño no es que se disponga que el Presi- 
dente les enseñe en tan corto tiempo la diferencia que hay entre un 
hurto y un robo, entre un homicidio frustrado y un delito de lesio- 
nes, entre una estafa y cierta clase de falsificaciones, ó entre las 
amenazas de que trata el art. 507 y el 604 del Código penal, así 
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como toda la teoría de la propia defensa, como circunstancia exi- 
mente ó atenuante, ó de la premeditación , como causa agra- 
vante; sino que se crea que además de aprenderlo, han de tener 
después sobre estas cuestiones un criterio superior al mismo que 
les ha ensenado á resolverlas, y han de decidir con más lógica y 
más seguridad que la sección de Magistrados, peritos en el dere- 
cho, á quienes se arranca esta facultad. Se necesita ver traducidos 
y puestos en artículos de un Código semejantes principios, para que 
uno no crea que está sonando ó es víctima de una obcecación. Nos- 
otros comprenderíamos el Jurado de toda una comarca, de toda 
una nación reunida y congregada en la plaza pública, superior á 
toda ley anterior, que tuviese la facultad omnímoda y soberana de 
juzgar ó de absolver como tuviera por conveniente, y sin necesidad 
de sujetarse á ley alguna escrita, como sucedía en los comicios de 
Roma» por más que todo esto fuese la negación de la justicia; pero 
no podemos comprender, cómo se quiere, que doce hombres igno- 
rantes juzguen un hecho con arreglo á las prescripciones filosóficas 
de un Código penal, con sólo oir los debates apasionados de la acu- 
sación y la defensa, y el resumen frió y severo del Presidente. 
Nuestra inteligencia se resiste á tener como una gran verdad lo que 
digan estos doce hombres sobre los puntos de derecho que se les so- 
metan, y el mismo legislador ha dudado también de la certeza de 
lo que los jurados digan cuando , como veremos en los capítulos si 
guientes, les ha supuesto muy propensos al error. 

CAPÍTULO X. 

De las pregunta! que han de ser oontettadaí en el veredíoto, y de leí de- 
liberaoionet y deeif iones del Jurado y del Tribunal de dereoho. 

I. 

El veredicto. 

Las materias comprendidas en este capítulo debian ser objeto, 
cuando menos, de dos en vez de uno, porque las decisiones del Ju- 
rado no debian estar mezcladas con las de los Jueces de derecho 
para no producir confusión. 

Vamos, pues, á ocuparnos del veredicto ó de esa gran verdad, 

12 
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especie de milagro que Dios ha hecho brotar de la cabeza de los doce 
jurados, que sin saber más que leer y escribir, y con sólo sentarse 
en el Tribunal, han recibido una especie de inspiración celestial 
que les ha dado la posesión de la certidumbre, y que se eree no han 
podido encontrar hombres encanecidos en el estudio y en la gimna- 
sia intelectual. Pero realmente el veredicto ¿es una gran verdad, 6 
la verdad por excelencia, como significa esa palabra, ó es, por el 
contrario, una verdad muy á medias y muy poco aproximada? 

La estadística resuelve esta cuestión en un sentído negativo; 
pero aparte de esta importante ^consideración, es indudaUe que to- 
das las disposiciones de la ley están respirando duda del veredicto 
y que no se ha considerado como esa verdad indiscutible cuando ha 
habido necesidad de pasarla por el criterio de los Magistrados, su- 
jetarla á un nuevo Jurado, y hasta poderse anular por otro Tribu- 
nal superior, como demostraremos al tratar de los capítulos siguien- 
tes, y lo cual no debía suceder si tuviese todo el valor y toda la 
significación que pretenden sus apasionados. 

Concluido el resumen por el Presidente, dicen los artículos 741, 
742 y 781, éste formulará las preguntas que el Jurado haya de re- 
solver con arreglo á las conclusiones definitivas de la acusación y de 
la defensa, y si estos son contradictorios, de tal suerte que resuelta 
una en sentido afirmativo, no puede menos de que se resuelva la 
otra en el negativo, ó viceversa, se formulará una sola pregunta. El 
Presidente redactará por escrito las preguntas, leyéndolas después 
en alta voz por si alguna de las partes reclamare contra alguna de 
las preguntas formuladas, ó por no haberse comprendido las que 
procedan, y en cuyo caso la Sección resolverá en el acto la recla- 
mación, oyendo antes al Fiscal y á los defensores de las partes (1). 

La ley ha dado facultades al Presidente para formular las pre- 
guntas y obligádole después á que las lea públicamente para que 
las partes se enteren de ellas y puedan oponerse á los defectos ú 
omisiones que contengan, así como que sea luego la Sección la que, 
con audieuQia de los otros interesados, resuelva sobre este particular 
lo que tenga por conveniente, y contra cuya decisión no se dá otro 
recurso que el de casación en su dia, si se preparase por medio de 



(1) Contra esta resolucioD do procede otro recurso que el de casación, 
si se prepara poir medio de la correspondiente protesta hecha en el acto 
(artículos 752 y 807). 
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la correspondiente protesta en el acto. Todas estas disposiciones han 
sido tomadas casi literalmente del art. 102 del Código de procedi- 
miento penal federal en la Confederación Sniza, y nos parecen mu- 
cfio más acertadas que las que ha dispuesto el art. 373 del Código 
francés, que quiere no se presenten las cuestiones al Jurado sino á 
nombre dd Tribunal; porque si se daba el caso de tener que recla- 
mar contra ellas, no habria luego Jueces distintos que pudieran co- 
nocer de este incidente, y tendría que ponerse ¿ los que las habian 
acordado en el doloroso trance de retractarse ó sostener por pasión 
una decisión acaso no muy acertada. Hoy, en Francia, se sigue tam- 
bién una práctica análoga á la disposición de la ley española. 

Los artículos 743 al 748 dicen que se formulará una pregunta 
para cada delito y para toda circunstancia atenuante, agravante ó 
eximente, así como otra distinta si el reo es mayor de nueve años y 
menor de quincey para que el Jurado resuelva si ha obrado ó no con 
discernimiento (1). También faculta al Presidente para formular las 
preguntas que resultaren de las pruebas, aunque no hayan sido 
comprendidas en las conclusiones de la acusación y de la defensa, 
pero siempre que no tengan por objeto buscar la culpabilidad del 
procesado ó pirocesados por un delito más grave, y lo cual es una 
consecuencia de lo dispuesto en el art. 737; y por último formulará 
igualmente los correspondientes #las faltas incidentales ó de aque- 
llos hechos leves que los procesados hubieren sometido antes al 
tiempo ó después del delito como medio de perpetrarlo ó encubrir- 
lo, así como también de aquellos actos que tuvieren relación con el 
delito por cualquier concepto y de los que nos hemos ocupado al 
tratar de los delitos conexos. 

La ley marca después en el art. 750 el formulario de las pre- 
guntas, y que es el siguiente: 

¿M. N. es culpable del delito de 7 (aquí la descripción del 

hecho.) 

¿M. N. es culpable del delito frustrado de.....? 

¿M. N. es culpable de la tentativa del delito de ? 

¿Jtf. N. es culpable de complicidad en el delito de ? 

¿üf. N. es culpable del encubrimiento del delito de ? 



(1) Lo mismo dispone el art 97 del Código de procedimiento penal de 
la Confederación Suiza, sólo que allí es para el acusado menor de diez y 
seis años. 
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¿JIf* N. es culpable de conspiración para cometer el delito de ? 

¿M. N. es calpable de proposición para cometer el delito de 7 

¿En la ejecución del delito ha concurrido la circunstancia agra- 
vante de ? • 

¿En la ejecución del delito ha concurrido la circunstancia ate- 
nuante de 7 

¿üf. N. obró con discernimiento al ejecutar el hecho de....? 

¿üf. N. es culpable de la falta incidental de 7 

¿Jtf. N. está exento de responsabilidad criminal por.... 7 (aquí la 
circunstancia eximente expuesta con las mismas palabras empleadas 
en el Código penal (artículo 780). 

Este método nos parece mucho mejor que el del art. 337 del Có- 
digo de instrucción criminal francés, que dice, que la cuestión re- 
sultante del acto de acusación se redactará en estos términos: ¿El 
acusado es culpable de haber cometido, tal homicidio, tal robo ó tal 
otro crimen con todas las circunstancias comprendidas en el resu- 
men dd acto de acusación! y si según los debates resultase que en el 
hecho, objeto de la acusación, podian concurrir una ó más circuns- 
tancias agravantes, no comprendidas en aquella, el Presidente pue- 
de añadir la cuestión siguiente: ¿El acusado ha cometido el crimen 
con tal ó cual circunstancial (1). Esto es hacer la acusación indim- 
síble y que produzca el conflictoMe que el Jurado considerándola 
cierta en unos puntos, y en otros no, dé lugar á distingos y á difi- 
cultades para la redacción del veredicto, que después tiene que en- 
cargarse de resolver el Tribunal de casación y producir el sinnúme- 
ro de recursos que allí existen por esta causa. La ley española por 
el contrario, ha mandado desmenuzar y presentar concreta y aisla- 
damente todas cuantas cuestiones puedan dar lugar á conocer el de- 
lito y sus circunstancias, y hacer más fácil el conocimiento de la 
pregunta á los Jurados para su contestación. Sin embargo, nosotros 
hubiéramos dividido aún más las preguntas, y no hubiéramos deja- 
do de un modo tan absoluto la calificación de los delitos á los jura- 
dos, sino que nos hubiéramos concretado á que fijasen los acciden- 
tes y circunstancias de los hechos constitutivos de ellas. Un ejemplo 

(1) Art. 338 del Código de instruccioD criraioal francés. Ud método aná- 
logo se sigue 60 el procedí miento ante el Senado por los arts. 38 y 39 de la 
ley de U de Mayo de i 849, ^ero alii se hace á nombres verdaderamente 
instruidos que saben distinguir, y están acostumbrados á deliberar y for- 
mar juicio. 
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esplicará mejor esto. La caasa que se sustancia es de robo en lugar 
habitado. Nosotros no preguntaríamos. ¿F. es culpable del delito de 
robo en lugar habitado? sino que diríamos: ¿F. es culpable del he- 
cho de haber fracturado la puerta de la panera de C? ¿La panera de 
C. está unida y en comunicación interior con la casa destinada á la 
habitación de éste? ¿Constituia la morada de C. la casa contigua á 
la panera robada? y así las demás preguntas que sirviesen paramar- 
car las circunstancias constitutivas de los delitos, y dejaríamos des- 
pués á los Magistrados, que con vista de los hechos fijados como 
inconcusos por el Jurado, hiciesen la calificacian. De este modo, no 
se daría lugar á qjae personas completamente desconocedoras del de- 
recho, decidiesen cuestiones correspondientes á sólo los jurisconsul- 
tos. Lo mismo haríamos con las circunstancias atenuantes, agravan- 
tes ó eximentes. No preguntaríamos, ¿F. está exento de responsa- 
bilidad criminal por haber obrado en propia defensa? Sino que diria- 
mos: ¿F. recibió una agresión indebida de C? ¿El medio que empleó 
F. para repderla fué necesario? ¿Fué provocado C. por F.? A. to- 
das estas preguntas los Jurados responderían según su convicción, 
y los Magistrados, c^n estos fechos dados como seguros, serían los 
que podrían decir si con arreglo á la ley habia habido ó no la cir- 
cunstancia eximente de haber obrado el reo en defensa de su perso- 
na ó derechos. 

La ley jlice que las preguntas han de estar arregladas á las con- 
clusiones de la acusación y de la defensa, y que cuando sean con- 
tradictorias, se formule una sola, y esta disposición nos parece tam- 
bién mucho más acertada y más lógica que la del art. 93 del Códi- 
go de procedimiento penal federal suizo , que se concreta á deter- 
minar que las cuestiones abracen todos los hechos comprendidos en 
la acusación, y lo cual se observa también en Francia, según el ar- 
tículo 537, que hemos citado; porque si bien la confirmación de las 
cuestiones de la acusación, pueden ser la negación de los de la de- 
fensa y viceversa, no siempre los jurados podrán, de una manera 
tan general, contestar á las preguntas de la acusación. 

En Francia, sin embargo, si el acusado ha propuesto escusas le- 
gales á su crimen, como es, entre otpos expresamente determinados 
en el Código penal, la muerte dada por el esposo á la esposa adúl- 
tera, el Presidente está obligado, bajo pena de nulidad, á redactar 
la pregunta correspondiente á aquella para la contestación por el 
jurado. (A.rt. 359 del Código de instrucción críminal). No sucede 
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así respecto á las circunstancias atenuantes, en que el Presidente 
só|o tiene el deber de preguntar de una manera general á los ju- 
rados, si piensan por mayoría de votos^ qm concurren circunstan- 
ms atenuantes en los procesados. (\rt. 341 del Código de instruc- 
ción criminal). 

Nuestra ley es superior en este punto á todas las extranjeras, 
por más que, como hemos indicado en el capítulo primero , viene 
á hacer jueces de derecho á los que no pueden tener racionalmente 
esta facultad, por no tener instrucción para ello, puesto que á los 
Jurados , no sólo dá poder para calificar con arreglo al Código pe- 
nal los delitos (1) sino las circunstancias eximentes, atenuantes ó 
agravantes que en ellos concurran, y lo cual exige un estudio previo 
.y profundo de la ley que aquellos no pueden tener. Este mal se 
hubiera evitado habiendo acordado lo que hemos propuesto, que los 
jurados se concretasen á determinar , si cada hecho constitutivo de 
un crimen ó de una circunstancia, estaba ó no probado, y dejando 
después á los Magistrados, que con los resultandos qoe le daban 
aquellos hechos declarados como ciertos, pusieren los consideran- 
dos de la sentencia, ó los fundamentos de derecho, la calificación y 
la pena. 

En Inglaterra, el Juez de derecho hace sólo el resumen de los 
debates, y no presenta á los jurados las cuestiones que han de re- 
solver, sino que cada jurado se hace á sí mismo, y en el fondo de 
su conciencia, los que tengan relación ó sean procedentes "al hecho 
sobre que vá á fallar, votando después de una deliberación secreta 
entre todos ellos, si el procesado es ó no cuipablCf que es la fórmu- 
la ordinaria. Si tienen duda, piden al Juez que les ilustre y vuel- 
van á deliberar (2). La única variación que los jurados pueden ha- 
cer á la fórmula de culpabilidad es decir, por ejemplo: culpable no 
de asesinato, sino de homicidio sin premeditación. El no fijarse y 



(1) No obsta el que se diga que el Presidente dá marcado el delito en la 
pregunta, porque los Jurados tieaen que absolverla ó negarla, y para esto 
necesitaQ saber en qué consiste aquel, así como las circunstancias atenuan- 
tes, eximentes ó agravantes. Y si esto nada significa, ¿entonces para qué 
los Jurados? 

(2) Statutodel año iZ del reinado de Eduardo I. Igual disposición ha 
establecido el art. 406 del Código criminal de Malta, mandando que el Pre- 
sidente haga el resumen del negocio y explique á los jurados la tey; pero 
sin hacerles preguntas, puesto que éstos deben declarar sólo si el acusado 
es ó no cttlpaole del delito porque se le acusa. 
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puntualizarse por el Presidente las cuestiones que han de resolver 
los jurados, dá lugar allí á un número de dificultades, y á una infi- 
nidad de diversas clases de veredictos llamados especiales, que no 
resolviendo más que los puntos de hecho objetos del juicio, dejan 
los de derecho á los Jueces para que los resuelvan como tengan por 
conveniente, y lo cual viene á dar lugar á luchas apasionadas entre 
la acusación y la defensa sobre interpretación de lo resuelto por el 
Jurado, y á que siempre el Juez sea el arbitro de la sentencia. 

La ley española dispone también en el art. 749 que no se formu- 
len preguntas sobre la responsabilidad ávU de los procesados ni de 
otras personas; y lo cual no tenia necesidad de prevenir, después de 
haber dicho en el art. 660 que correspondía á los Magistrados de- 
terminarla, y de dar á entender por el 766 que el conocimiento de 
la misma era una cuestión puramente de derecho fuera de la com* 
petencia de los Jurados, y una consecuencia legal de la pena de 
que ha de entenderse al tratarse de ésta, y en el trámite que inedia 
desde el veredicto á la sentencia. 

El mismo principio rige y los mismos trámites se siguen por la 
ley francesa. (Art. 358 del Código de instrucción criminal.) En In- 
glatera los Jurados conocen también de la responsabilidad civil. 

Las preguntas formuladas por el Presidente, dice el art. 783, se- 
rán entregadas á los jurados, quienes también podrán enterarse de 
la causa y délas piezas de convicción que hubiere, si lo solicitaren. 
La ley no se ha atrevido, como ha hecho la de la Confederación 
Suiza (1)» á prohibir que las diligencias de instrucción se entre- 
guen á los jurados para pronunciar el veredicto; y no aceptando 
tampoco la disposición de la ley francesa (2), que ordena se les dé 
vista de todo el proceso, ha acordado un sistema mixto, 6 que sólo 
se entregue el proceso á los jurados, si éstos lo solicitan. Co- 
mo el fundamento de la convicción del jurado son las pruebas ve- 
rificadas ante ellos y el modo que han tenido de emitir sus declara- 
ciones los testigos, el proceso escrito, que no fotografía la expresión 



(1) Artícolo 38 del Código de procedimiento penal federal suizo. 

(2) Artículo 341 del Código de ¡natruccioo criminal. En Bélgica se en- 
tregan también las piezas del procedimiento, á excepción de las declara- 
ciones escritas de los testigos. (Art. 19 de la ley de procedimiento ante el 
Jarado.) 
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délos declarantes, ni la turbación de los delincuentes, es juz- 
gado como innecesario para los puritanos defensores del Junulo, 
y por lo tanto, cómo no se busca en los jurados la madurez de 
una decisión, sino la primera impresión que saquen del producto 
de los debates, no se les deja en Inglaterra y Suiza el examen de 
un proceso que les dé lugar después á dudas y dilemas contrarios á 
la convicción que les produjo el juicio. Pero la convicción no es el 
producto de una impresión del momento, sino él resultado de la 
comparación y de la reflexión, y el juicio formado ante el estrépito 
y las diversas escenas de la A.udiencia, y sin que los Jueces se re* 
cojan á recordar, examinar y comparar lo que han presenciado, oí- 
do y visto, no puede dar lugar sino á una gran ligereza. ¿Y cómo se 
verifica esa comparación y ese recuerdo de los hechos, demasiado 
múltiples las má» de las veces de una causa, si á los jurados no se 
les entrega el proceso? La misma ley Suiza, que ha establecido, co- 
mo hemos indicado, el principio absoluto de que á los jurados no se 
entreguen las diligencias de instrucción, exceptúa los casos en que 
no habiendo un testigo ó perito podido presentarse á declarar ante 
el Jurado, éste necesitase que se lea la declaración que haya pres- 
tado antes, asi como si los jurados quisieren leer al acusado sus de- 
claraciones para que diese más explicaciones sobre ellas. 

La ley española, conociendo que los más de los jurados no com- 
prenderán las diligencias aunque las vean> y que los más de ello^ 
no se pararán á examinarlas, ha acordado que sólo se les entregue 
si las piden, ó cuando tengan curiosidad ó interés en verlas, dejan- 
do así de hecho acordado la no entrega de las diligencias, y de de- 
recho la vista de ellas cuando los miembros del Jurado lo soliciten. 
El art. 341 del Código de instrucción criminal francés y el 59 de 
la ley del Jurado de Ginebra ordenan por el contrario, que al mis- 
mo tiempo que el Presidente remite al jurado las preguntas que han 
de contestar, lo haga también del acta de acusación, los. procesos 
verbales que comprueben los delitos, y délas piezas con las de deda- 
raciones escritas délos testigos. La ley francesa ha guardado siquiera 
las apariencias de la forma y la convicción del jurado, aunque sea 
tan ligera como la que adquieran en otros pueblos, no puede ser 
criticada de falta de datos cuando se les entrega todos los que exis- 
ten para juzgar. 

Lo que nos extraña es que la ley española diga que las preguntas 
se entreguen á los jurados, ¿k. qué jurados? ¿A todos ó á cualquiera 
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de ellos? ¿Nohubiera sido mejor, como ordenaa otras Jegislacionesíl), 
que ]as preguntas se entreguea al Presidente? Es verdad que entóa- 
ces no le hay, porque es elegido después que los jurados han en- 
trado en la sala de deliberaciones, y lo cual no sucede en Fraada. 
Inglaterra y Suiza, en donde es nombrado ea un trámite muy an- 
terior (2); pero de tod(^ modos, habiendo determinado el art. 755 
que sea presidente el jurado que primero salga en el sorteo, si 
los demasíe conforman, podia hasta tanto que la mayoría hubiera 
expresado su voluntad, haberse considerado á éste como el Presi- 
dente de derecho, y dádoles las preguntas que han de contestar los 
jurados. 

Acto continuo, dice el art. 754, se retirarán los jurados á la sala 
de las deliberaciones, y el primero de ellos, por , el órdén con que 
sus nombres hubiesen salido en el sorteo, añade el 755, desempe- 
ñará las funciones de Presidente, á no ser que la mayoría a(ordase 
encomendarles á otro; y por último, teraina el 756 dipiendo, que 
la deliberación tendrá lugar á puerta cerrada (3), no permitiendo 
el Presidente del Tribunal la comunicación de los jurados con nin- 
guna persona extraña, á cuyo efecto adoptará las disposiciones que 
considere convenientes. 

Todas las legislaciones han ordenado que los jurados se aislen 
para deliberar, y se les ha prohibido, bajo severas penas, la comu- 
nicación con personas extrañas (4) así como el recibo de cualquier 

(1) Art. 103 del Código de procedinííento penal federal suizo y 341 del 
Cóaigo de iostruccíon criminal francés. 

(2) Inmediatameote al acto del juramento. 

(3) Sí así no se hiciese, se puede dar lugar á que el veredicto se devuel- 
va al Jurado (núm, 4.* del art. 779). 

(4) El art. 343 del Códij^o de instrucción criminal francés, y dice: «Los 
jurados no podrán salir de la sala de deliberaciones, sino después de haber 
dado su declaración. No se permitirá la entrada eo la sala de deliberacio- 
nes por Dioguna causa, sino por una orden del Presidente dada por es- 
crito. El Presidente está obligado á dar al Jefe de la Gerdarmería una or- 
den por escrito de hacer guardar la salida de la sala de deliberaciones. El 
Tribunal podrá castigar al jurado cootraventor con una multa hasta de 500 
francos. Cualquiera otra persona que infrinja la orden ó do la haga eje> 
cutar, podrá ser castigado con 24 lioras de prisión. El art. 104 del G6digo 
de Procedimiento penal federal de la Gonfeaeracion suiza díspooe exacta- 
mente lo mismo, con sola la diferencia de que la multa que puede impo- 
nerse al jurado contraventor es lo más de 50 francos. Eo Inglaterra se 
prohibe del mismo modo á los jurados tener comunicación con las partes 
ni recibir de ellos papel alguno manuscrito ó impreso, bajo pena de ser re- 
ducido á prisión, condenarles á una multa y anularles el veredicto. 

13 
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papel ó documento para evitar 80,borno ó influencia de ninguna cla- 
se, 7 lo cuiri prueba la poca confianza que el legislador ha tenido en 
todas partes, de la entereza de carácter, dignidad é independencia 
de tos jurados, puesto que á ninguna ley de los tiempos modernos 
se tes ha ocurrido ponera incomunicación á los Jueces, ni Magistra- 
dos para diotar sentenda, y la estadística no registra el sinnúmero 
de fallos injustos de eltos, como de aquellos. 

El Presente de los jurados es elegido en Inglaterra por ellos 
mismos, y » el primer acto que verifican antes de presentarse al 
Tribunal (1). En la Confederación Suiza se hace también por elec- 
ción entre elllos, á mayoría de votos, y en caso de empate decide la 
suerte (2). En Francia el Presidente, como en España, es el primer 
jurado salido en el^rteo, pero no puede quitársele esta prerogativa 
si él no consiente; si por el contrarío, conviene en no tener ese 
puesto, fe elige otro por los demás (3). Esta disposición del Código 
francés nos parece mucho más acertada que la española, que auto- 
riza á los jurados para elegir su Presidente después de haber orde- 
nado que de derecho debe serlo el primer sorteado, y lo cual tiene 
que produdr, en muchos casos, ofensas innecesarias, y dar lugar á 
que se lastime el amor propio del que teniendo por la ley esa pree- 
minencia. Té que no es respetada por sus companeros, y que se le 
remueve en virtud de la libertad qoe les deja la ley para escoger 
otro. Sin embargo, todavía nos parece mejor la disposición inglesa y 
suiza, ó que el Presidente sea elegido por los jurados; porque de 
este modo no se dará el caso de que tenga que ser el Presidente el 
menos apto, si ha salido el primero en el sorteo, ó tener que hacerle 
pasar por el bochorno de decir, como en Francia, «no sirvq», ó de 
ser destituido, como en España, por los otros, contra su voluntad (a). 

La deliberación, dice el art. 787, no se interrumpe hasta que 
hayan isido contestadas todas las preguntas, á no ser en el caso que 
la deliberación se prolongue tanto tiempo, que no sea posible á los 

(I) Esto sucede en el gran Jurado, pero en el pequeño el Presidente es 
el primero que sale en el sorteo á no ser que no haya sido nunca jurado, 
renuQCie la presidencia, ó los demás do le acepten para ese puesto. 

(i) Articulo 58 del Código de procedimiento penal federal. 



|3) Artículo 342 del Código de instrucción criminal. 

a) En Malta no pueden ser Presidentes sino los que ya han sido jura- 
dos, y se lleva una lista por separado en el libro de los jurados de los que 
pueden tener aquel cargo, y de la cual se sortean 24 nombres para que Jos 
interesados ejerzan el derecho de recusación (art. 524 del Código criminal). 
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jurados continuarla, pues entonces el Presidente del Tribunal (no el 
del Jurado) les permitirá que la suspendan, pero nada más que por 
el tiempo que considere indispensable para el descanso» sin que du* 
rante él puedan faltarse á la incomunicación (1). La infracción de 
esta disposición puede dar lugar á que se devuelva el veredicto al 
Jurado (2). 

El objeto de la ley es no sacarles de la impresión producida por 
el juicio, é impedir que puedan los jurados ceder á otras influencias 
que las de su propia conciencia, y por esta razón, tanto en Ingla- 
terra como en Francia y los demás pueblos en que existe el Jurado, 
se ha acordado una disposición análoga (3). Sólo en Inglaterra es 
donde, para obligar á los jurados á que resuelvan y den cuanto ano- 
tes el veredicto, no se les permite ni aun el hacer uso de cualquier 
provisioá que hayan llevado consigo sin permiso del Tribunal, y 
sólo éste es el que puede autorizar que les lleven luz, fuego, bebi* 
das ó comestibles. 

Si cualquiera de los jurados tuviere dudas sobre la inteligencia 
de alguna de las preguntas, puede pedir por escrito y por conducto 
de su Presidente, que el Tribunal aclare también la pregunta. ¿Se 
oirá entonces al acusador y al acusado? Según la ley, creemos que 
no, por que no lo expresa; pero no hubiera estado demás el hacer- 
lo, porque bajo una aclaración puede variarse el sentido de las pre- 
guntas y perjudicar los intereses de las partes. En el mismo caso 
está este particular que aquel en que el Tribunal presenta á los 
jurados formuladas las preguntas, y así como entonces se permite 
reclamar á los interesados, creemos que debía permitirse lo mismo 
en esta ocasión. Donde hay igual razón debe existir la misma diB- 
posición de derecho. En Francia no se pueden rectificar las pregun- 
tas dirigidas al Jurado sin audiencia del acusado. De todos modos, 
no podemos menos de elogiar que el Presidente del Tribunal no 
haga lo que en Inglaterra (4), que es, presentarse ante el Jurado á 
dar esplicaciones cuando los jurados duden, y que la petición y 



(1) Lo mismo dice el art. 404 del Código de procedimiento penal fede- 
ral suizo y el 353 del Código de instrucción firancós. 

(2) Número 4/ del art. 779. 

(3) Artículo 66 de la ley del Jurado de Ginebra. 

(4) Eo loglaterra, el Juez, cuaudo los jurados dudan, discute con ellos 
y les esplica verbalmente los hechos, viniendo él á ser en muchos casos 
todo el Jurado. 
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contestación en vez de ser verbales como allí, sean por ei contrario 
por escrito, para evitar asi digresiones ó lapsus en los Magistrados, 
que pueden dar lugar á que, sin querer, manifiesten á aquellos su 
opinión. En Suiza, si el Jurado tiene necesidad de alguna esplica- 
cion sobre alguna cuestión, se presenta al Tribunal y el Presidente 
le dá las esplicaciones que juzga convenientes pudíendo hasta hacer 
nuevas preguntas (1), pero esto adolece del defecto que hemos in- 
dicado, ó que con tanto discutir las preguntas los jurados con el 
Presidente, éste no pueda menos de dar á conocer el objeto que 
lleva con ellos y cuál es su opinión. * 

Terminada la deliberación, se procederá á la votación de cada 
una de las preguntas por el orden (á) con que se hubiesen formu- 
lado por el Presidente del Tribunal (art. 759). La votación será no- 
minal y en alta voz, contestando cada uno de los jurados según su 
conciencia y bajo el juramento prestado si ó m. Se ha adoptado 
que el orden de interrogar sea el mismo que el que lleven las pre- 
guntas, para evitar, en muchos casos, contradicciones inesperadas, 
ó que el Presidente del Jurado, pudiendo alterarte, destruya el ob- 
jeto que se propuso con su método el Tribunal de derecho, logrando 
por este medio la absolución de una pregunta que envolvia la ne- 
gación de otra. En todas las legislaciones, en que se redactan las 
preguntas á los jurados, se observa el mismo método (3). Lo que 
no es igual es la forma de votar los jurados* En Inglaterra la vota- 
ción es también como en España nominal, pero en Francia y Bél- 
gica se hace en escrutinio secreto. ¿Cuál de los dos sistemas es el 
mejor? Los dos tienen sus inconvenientes; por el primero se dá lu- 
gar á que, en algunos casos, al Jurado le falte valor para emitir su 
voto, por más que se imponga á los demás el deber de guardar se- 
creto, y por el segundo, se puede dar lugar á cometer una indigni- 
dad faltando á la conciencia. A nosotros nos parece que hay más 
autoridad en ocho votos ó papeletas que absuelvan ó condenen, que 
en ocho nombres que pueden ser los de menos representación de 
entre los jurados. 

El misterio ó la incógnita de los votantes, que declaran la ino- 

(O Art. i06 del Código de procedimiento penal federal. 

(2) Sí alterase este orden, puede volverse el veredicto al Jurado para 
que lo reforme (oúm. 4.* del art. 779.) 

(3) Art. i05 del Código de procedimiento penal federal de la Confede- 
ración Suiza y 345 del Código de instrucción criminal francés. 
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cencia ó la criminalidad en escrutinio secreto, dá, en nuestro sentir, 
más importancia á la decisión, y no presenta, como en la votación 
nominal, detras de ella la poca importante personalidad de tales y 
enales individuos, sino la gran significación dd número. En Fran- 
cia, se hace, como hemos dicho, la votación por escrutinio, y cada 
jurado recibe una papeleta para cada cuestión, con el sello del Tri- 
bunal de Asises y en las que está escrito: Sur mon honneur et ma 
conscience ma declaration est... y en la que después añade el jura- 
do la palabra sí ó no, ya por sí ó ya por otro jurado de su con- 
fianza (1). En Bélgica, las papeletas están redactadas del mis- 
mo modo, pero con la diferencia de que á continuación y por bajo 
están puestas las palabras si, no y el jurado no tiene más que rayar 
ó tachar la que esprese lo contrario de lo que quiera votar (2). 

La mayoría absoluta de votos, dice el el art. 761 de la ley que 
examinamos, formará veredicto. En caso de empate , le resolverá 
el que desempeñe las funciones de Presidente del Jurado. Objeto de 
grandes debates ha sido si en el Jurado puede admitirse la mayoria 
de votos, ó si por el contrario, es de su esencia constitutiva que el 
veredicto sea dado por unanimidad. «No siempre la razón está dé 
»parte del mayor número, dicen los defensores de este último siste- 
vtema. No puede considerarse como una gran verdad desde el mo- 
»mento que siete opinan de un modo y cinco de otro. La Sociedad 
»no tiene seguridad de la verdad desde el momento en que hay di- 
»vision de pareceres. Repugna llevar al cadalso á un hombre que 
»cinco han declarado inocente y siete culpable.» En cambio dicen 
los de la opinión opuesta, «si se exige la unanimidad la minoría es 
»la que se impone, porque, con uno que no ceda , el veredicto es 
«imposible y los demás tienen que pasar por necesidad por su crite- 
»rio para que la decisión exista.» En esta diversidad de pareceres, 
y comprendiendo que es indudable que el veredicto no puede apa- 
recer como una verdad para el acusado , y para la Sociedad desde 
el momento que un sólo voto, acaso el menos ilustrado, ha decidido, 
y que es insuficiente para evitar estos inconvenientes el que no se 
haga constar en el veredicto el número de votos, y se haga guardar 



(1) Art. 2.* de la ley de U de Mayo de i836.— Seguo el núm. 4.* del 
artículo 779, si la votación do se hiciese Domí nal, podrá volverse el ve- 
redicto al Jurado para (|ue lo confirme. 

(2) Art. i 8 de la ley de i 5 de Mayo de 1838. 
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el secreto á los jurados, como disponen los artículos 763 y 764; 
creemos más aceptable, que la disposición de la ley española , el 
proyecto de Meyer, ó que la mayoría sólo sea bastante para absol* 
Ter y que si se decide en contra del acusado , se convoque á otro 
nuevo, y lo que la mayoría de este último acuerde , constituya el 
yeredicto (1). T si este proyecto no pareciese aceptable , propon- 
dríamos que siempre que no haya unanimidad en el Jurado, se 
convoque otro nuevo y se pase por lo que éste determine. En In- 
glaterra y los Estados-Unidos se exige la unanimidad de todo el Ju- 
rado para que pueda haber veredicto; en la confederación Suiza se 
necesitan, cuando menos, diez votos ó dos menos de los que consti- 
yan el Jurado (2). En Francia, hasta la ley de 7 de Mayo de 1833, 
eran necesarios nueve votos para condenar, pero después, se ha mo- 
dificado por ésta el art. 347 del Código de intruccion criminal, en el 
sentido de que la decisión del Jurado contra el acusado se forme 
también por sólo mayoría. 

En caso de empate dice, como hemos visto, el art. 761 que (te- 
ádirá el Presidente, y esto establece una preeminencia y un pri- 
vilegio en favor de un Jurado que no debe tener, porque todos 
deben ser iguales para la ley; y nos hubiera parecido mejor que se 
hubiese adoptado la disposición de la ley de Ginebra, que previene 
que en este caso prevalezca la opinión favorable al reo (3). 

Ninguno de los jurados podrá abstenerse de votar, y el que lo 
hiciera después de requerido tres veces por el Presidente, incurrirá 
en la pena señalada en el segundo párrafo del art. 383 del Código 
penal (4) reputándose, sin embargo, la abstención como voto á fa- 
vor de la inculpabilidad (art. 762) (o). Nadie debe rehusarse ni 
negarse á ejercer un cargo público, porque es uno de los debe- 
res del hombre en sociedad, y por lo tanto, la ley ha hech9 muy 
bien en castigar á aquel que no sabe cumplir sus obligaciones de 
ciudadano, pero lo que no nos parece muy acertado es, que ese 



(i) Esprít, origioe et progres des ínstitutloDes judiclaires. 
(2) Art. i08 del Código del procedimieato peaal federal. Eo Malta dos 
terceras partes ó seis votos de los nueve de que consta el Jurado (art. 4i0) 
á no ser para la sentencia de muerte en aue es preciso la unanimidad. 
' Art. 6^ de la ley del Jurado de i 844. 
Multa de i 50 á i ,500 pesetas. 

También puede dar lugar á que se devuelva el veredicto al Jura- 
do'(ñúm. 4.* del art. 779.) 
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voto se* considere siempre favorable i la ineulpabilidad, por más 
que sea uu principio de derecho que deba ampliarse todo en fa- 
Tor del reo, porque, las más de las veces, el Jurado que se abs- 
tenga será porque le sea doloroso condenar y repugne á su con- 
ciencia el absolver. El qoe no vota, no dice nada, ni en pro ni ea 
contra del reo. Sin embargo, como ese voto puede ser necesario 
para constituir mayoría y formar veredicto, y no puede sustituirse 
con otro que no baya presenciado el examen de los testigos, ni la 
acusación ni la defensa, la ley tiene necesidad de interpretar, aun* 
<pie sea equivocadamente, la opinión de ese jurado que se abstiene 
de votar, y dictar una regla, y lo ba becbo, como debia, favorable 
al reo. No obstante, nosotros sólo hubiéramos interpretado por la ley 
el silencio del Jurado, cuando fuese necesario un voto para formar 
mayoría, y de ningún modo cuando su voto, aun dado en contra» 
no pueda alterar el acuerdo del veredicto. 

£d Francia, si al bacer el escrutinio se encontrase alguna pa- 
peleta ininteligible, en blanco ó sin poner la contestación del Jura- 
do, se considera como un voto favorable al reo (1). 

Lo que no dice la ley es, cuál es la persona que vá tomando 
los votos. Creemos que será el Presidente» que es lo que se hace 
en Francia y Suiza. 

Concluida la votación se extenderá un acta en la forma si- 
guiente: 

«Los jurados han deliberado sobre las preguntas que se han so- 
metido á su resolución y bajo el juramento que prestaron declaran 
solamente lo siguiente.» 

A la pregunta (se copia la primera del interrogatorio que se les 
entregó.) «Sí ó nó.» T así todas las demás preguntas por el orden 
con que hubieren sido resueltas é interrogadas y que marca el ar- 
tículo 759. 

En el acta no podrá hacerse constar si el acuerdo se tomó por 
mayoría ó por unanimidad, sin duda por las razones que antes he- 
mos expuesto, ó para que no aparezca sin autoridad bastante cuan- 
do ba sido combatido por una respetable minoría, y será firmada 
por todos los miembros del Jurado; y ú alguno* no lo hiciese después 
de ser requerido tres veces, incurrirá en la responsabilidad del ar- 



(i) Art. 4/ de la ley de i4 de Mayo de 1836. 
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ticulo 734 (1). Cualquiera infracción én la redacción del acta pue- 
de dar lugar á que vuelva al Jurado para que se reforme en con- 
formidad con lo dispuesto en el art. 779. 

En Ginebra sólo se especifica que es por mayoría y no lo firma 
mas que el Presidente del Jurado, en presencia de los miembros de 
éste, que firman también y hace que ponga el signo el escri- 
bano (2). En Ginebra el acta se estiende como en España, pero no 
lo firma mas que el Jefe del Jurado como en Ginebra, y es entre- 
gada por ét al Presidente del Tribunal, en presencia de los jueces 
de los Jurados, del Ministerio público y del acusado, después tam- 
bién de haberla leido en la Audiencia. En Inglaterra, como no hay 
mas que una fórmula, que es la de culpable ó no culpable, á no ser 
en los veredictos especiales, el Presidente de los Jurados, así que se 
han puesto de acuerdo, les dice: «declararé, pues, que es culpable 
ó no culpabley> (según sea la resolución convenida), y si ninguno 
de ellos se opone, se vuelve al Tribunal y dice en alta voz: «e/ Ju- 
rado está de acuerdo en el veredicto. ^> Entonces el oficial escribiente 
encargado de dar cuenta, ó el clerk se dirije al prisionero, y le 
dice: «F. de T., levant^ad la mano,» y después pregunta al Jurado: 
« Vosotros, miembros del Jurado, mirad al prisionero, ¿qué declsf 
¿F. de T. es culpable ó no culpable del crimen porque se le ha acu- 
sadol Si el Presidente responde, ^culpable,» el clerk vuelve á diri- 
girse á los jurados, y les dice: ^Escuchad con atención vuestro vere- 
dicto tal como el Tribunal le ha registrado,» Decís que F. de T. es 
culpable del crimen porque se le ha acusado aquí, y esto lo deds to- 
dos (3). Este momento es allí muy solemne, «y el Presidente pro- 
nuncia el veredicto con una entonación robusta y magestuosa para 
que claramente se oiga por todos, ó se comprenda su importancia. 

En Francia, el Presidente del Jurado, según vá haciendo el es- 
crutinio, vá poniendo al margen de las preguntas la contestación 
que resulta de éste, pero sin expresar el número de votos (4), y si 

(i) La pena del art. 265 del Código penal, que es arresto mayor y multa 
de 125 á 1,250 pesetas, porque para este caso do hay la coomiDacion previa 
de la multa, puesto la ley do exige que se advierta al Jurado de ese roo- 
do para que firme, sino ÚDÍcameote le cree responsable euaodo, después 
de requerido tres veces, no ha querido verificarlo, y entonces no hay más 
que la desobediencia. 

Artículo 67 y 70 de la ley del Jurado. 

Ricfiard Phtlips; Des pouvoirs des Jurys. 

Lo mismo dispone el art. 22 de la ley de Bélgica de 15 de Mayo 
de 1838. 



ae la aeso 

(2) Artí 

(3) Ric) 

(4) Loi 
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sólo la palabra sí ó no. Después firma en presencia de los jura- 
dos la declaración que resulte/ y la entrega delante de ellos al Pre- 
sidente del Tribunal que la firma también, y la hace signar por el 
escribano (1). Los jurados entran Juego en la Audiencia y ocupan 
su puesto. El Presidente les pregunta por el resultado de su delibe- 
racion^.y el Jefe del Jurado se levanta y puesta la mano sobre su 
corazón dice: Por mi honor y mi conciencia delante de Dios y los 
hombres, la declaración del Jurado es , y la lee (i). 

La ley española acuerda, del mismo modo, que escrita y firma- 
da el acta vuelvan los jurados á la Sala del Tribunal, y ocupando 
sus respectivos asientos, el que hubiese desempeñado las funciones 
de Presidente lea el acta en alta voz, y la entregue después al Pre- 
sidente del Tribunal: castiga al jurado que revelase el voto que hu- 
biere emitido él ó cualquiera á sus colegas, salvo lo que dispone el 
articulo 781 (y del que nos ocupamos en su lugar,) con las penas 
que al funcionario público impone el art. 378 del Código pe- 
nal (3), y lo cual, como hemos antes indicado, tiene por objeto no 
debilitar la fuerza del veredicto, haciendo saber el número de votos 
porque se ha dado, y evitar compromisos posteriores á los ju^ 
rados (4). 

Hemos querido dejar para lo último, por no producir confusión, 
la omisión que hemos notado en este capítulo y que no tiene nin- 
guna extranjera. Los jurados van á pronunciar el veredicto sin que 
se les diga no sólo á qué reglas tienen que sujetarse, sino qu6 im- 
poniéndoseles algunas penas, si cometen ciertas faltas, no se les 
manifiesta tampoco cuáles son unas ú otras. En vano se nos obje- 
tará, que es un principio de derecho que la ignorancia de la ley no 
aprovecha, y que los jurados deben saberla, porque á pesar de la 
legalidad de esta regla, será lo cierto que, de estos, los más, no sa- 
brán ni sus obligaciones ni sus facultades, y el legislador no debe 
dar lugar á hacer delincuentes por culpa de sus omisiones, sino á 
«vitarlo^. Por esta razón todas las legislaciones, antes de deliberar 



(O Art. 319 del Gódigp de instruccioo crimÍDal. 

(2) Art. 348 del Código de iostruccion criminal. 

(3) Que es suspeosioo y multa de 125 pesetas á i, 250 pesetas. 

(4) Si el veredicto ha sido dictado por menor número de Jurados que 
los que exige la ley, puede interponerse er recurso de casación, así como 
si ha intervenido alguno que se le haya recusado en tiempo y forma, aun- 
que no se haya estimado la recusación (art. 808.) 

14 
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los jurados, les hacea conocer que no tienen que sujetarse para 
contestar i las preguntas ó dar el veredicto más que á su conciencia 
y expresar cuál es su intima convicdm (i). De este modo los jura- 
dos no pueden alegar ignorancia en el cumplimiento de su deber. 
En Inglaterra, Francia, Suiza, y los Estados-TJnidos y Ginebra el 
Presidente dirige un pequeño discurso á los jurados, 6 una fórmula 
adoptada por lá ley, en que les hace comprender todo lo que hemos 
expuesto, y que era lo que ha debido hacer la nuestra para no dar 
lugar á ciertos hechos que pueden producir la revisión del juicio. 
¿No hubiera sido mejor que el art. 725 en vez de decir que al abrir 
la sesión y comenzar el juicio el Presidente mande leer los capítulos 
primero y segundo de este título, hubiere ordenado, por el contra- 
río, que se hiciese de los artículos 755 al 766, asi como que hiciese 
comprender á los jurados la necesidad que tenian de fijarse en las 
pruebas y en las alegaciones de las partes para formsu: convicción 
según su criterio, y su conciencia que era lo que se los pedia? Esto 
lo hubiéramos creido más acertado. 

Ta hemos dicho, en el capítulo primero, que somos enemigos 
del Jurado que, como el francés, no tenga que ajustarse n^ás que á 
su convicción para dictar el fallo; pues si bien, con arreglo á la filo- 
sofía moderna, la convicción y el juicio no son el resultado de una 
operación matemática, sino más bien un sentimiento de la razona 
que se ajusta la conciencia; sin embargo, es preciso tener en cuenta 
que esto estaría bien4ratándose de jueces de derecho, habituados á 
acallar sus sentimientos y ejercitar su entendimiento en busca de la 
verdad, pero no para personas que no tienen ejercitado más que el 
corazón y para los que la convicción no será, en muchos casos, sino 
un sentimiento de compasión del delincuente ó de repulsión del crí- 
minal. Por esta razón, nos parece mejor el Jurado Inglés y el de 
Malta, en que los jurados tienen que sujetarse á otras reglas mar- 
cadas en los estatutos, ó reconocidas por la práctica para formar 
su convicción y que el Presidente les espUca. Dos testigos son nece- 
sarios, por ejemplo, en Inglaterra para poderse probar el delito de 



{{) Artículo 103 del Código de procedimiento peDal federal suizo y ar- 
ticulo 342 del Código de instrucción crímioal francés. En Bélgica los ar- 
tículos roas importantes de la ley para los jurados, están impresos en 
gruesos caracteres en la sala de sus aefíberaciones, y el Presidente les ad- 
vierte antes, el modo como han de proceder á emitir sus votos (art. 25 de 
la ley de 15 de Mayo de 1838.) 
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alta traición (i), y en Malta está determinado que un sólo testigo 
Bo basta para dedar^r á una persona culpable, si otros no vienen á 
comprobar los hechos más importantes y justificativos del crimen (2)- 
Dejar sólo á la conciencia de doce hombres, que nunca han ejercitado 
su juicio, la facultad de absolver ó condenar, es demasiado peligroso; 
y el artículo 653, aplicado á los Jurados, no puede menos de serlo. 
£n Inglaterra como en Malta los Jurados no tienen que dar razón 
de su convicción, porque ésta es una consecuencia de ese tribunal 
popular, pero la ley ha dirijido su criterio determinando para cier- 
tos delitos la clase de prueba que es necesaria, y para todos en ge- 
neral ha adoptado la jurisprudencia, ciertas reglas, para apreciar 
las pruebas y de los que aquellos no se desprenden. Tal es el 
Címmon law, que como dice Mittermaier contiene reglas sobre la 
prueba testimonial que muy pocos ignoran, y que los jurados con- 
servan en su memoria y practican tan religiosamente como si el le- 
gislador las hubiese escrito. 

Estamos seguros que declaraciones que la filosofía desecha como 
incapaces para declararse por ellas la culpabilidad, serán tal vez las 
que causen más sensación en los Jurados y las que sirvan de prin- 
cipal base para su juicio. La confesión de un reo que sólo debe per- 
judicar al que la hace, servirá á los Jurados de cargo casi siempre 
contra los co-reos. La declaración del ofendido, en ciertos delitos, 
no necesitará tampoco en muchos casos de otros comprobantes del 
hecho; y la más mínima presunción y los más pequeños indicios 
serán casi siempre fundamento seguro para distintas condenaciones, 
dando así lugar á esa serie de sentencias injustas que registra la es- 
tadística del Jurado francés (3). 

IL 

Del Juicio ate los Hafistrados. 

Pronunciado el veredicto, si hubiese sido de culpabilidad^ el 
Presidente del Tribunal concederá la palabra al Fiscal y á la re- 






Estatuto de Eduardo VI. 

^ , Artículo 548 del Código criminal. 

(3) Mittermaier, De la prueba en materia criminal ^ y especialmente la 
obra de Richard Phillips, Obligations desjurys, en que consigna articuladas 
esas reglas que deben tener presentes ius Jurados ingleses. 



Digitized by 



Google 



presentación de los actores particulares, para que informen ló que 
tengau por conveniente, asi sobre la pena que deba imponerse á 
cada uno de los declarados culpables, como sobre la reponsabüidad 
civil y su cuantía. Después del Fiscal y de la representación de los 
actores particulares, informarán la de los procesados y la de las 
demás personas responsables civilmente. 
' No se permitirán rectificaciones sino de hechos (art. 766). 

Ya digimos, al comentar el art. 737, que en el juicio ante el Ju- 
rado no podian la acusación ni la defensa ocuparse de la petuí, 
porque esa cuestión era para este trámite posterior al veredklo: pero 
¿por qué, así como allí dijo la ley que no se podia hablar entonces 
de la pena, no dice igualmente aquí, que no pueda tratarse ya de 
negar los hechos? Esto hubiera sido lo lógico y lo que ha acordado 
la ley de la Confederación Suiza (1), disponiendo que, declarado el 
reo culpable por el veredicto, no pueda decir ya el defensor que e| 
hecho es falso, sino que no está calificado de delito por la ley (puesto 
que allí el Jurado no fija el delito, sino los hechos), ó que la pena 
pedida por el Ministerio público no es la procedente. La ley espa- 
ñola sólo ha tenido présente el art. 363 del Código de Instrucción 
criminal francés, en que se determina lo que e|ia ha establecido. 
Mas ¿cómo se permiten rectificaciones de hechos cuando éstos de- 
ben ser inconcusos ya en el juicio? fisto es lo que no comprendemos. 

Terminados estos informes, ó inmediatamente 'después de pro- 
nunciado el veredicto, si éste fuese de inculpabilidad, porque en- 
tonces no hay lugar á pedir pena, la Sección se retirará á deliberar 
y á dictar la sentencia que proceda en cada caso. En la sentencia 
se habrá de absolver ó condenar á los procesados. Si fuere absolu-- 
tona, se mandará pomr inmediatamente en libertad á los presos 
que hubieren sido declarados inculpables, á no ser que estuviesen 
también presos por otros delitos (art. 768). El último párrafo de 
este artículo está tomado del i 14 del Código de procedimiento pe- 
nal de Suiza, pero bueno hubiera sido que no se le hubiese copiado 
tan literalmente y que se hubiese añadido además: «si el Ministerio 
público no ha hecho reservas de perseguir criminalmente algún he- 
cho, que haya aparecido contra el reo en el curso de los debates, y 
por el cual pueda ser reducido nuevamente á prisión, y haya que 



(i) Art. Ii6 del procedimiento penal federal. 
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remitirle ante el Juez de instruccioD; así como, si se trata de uo 
menor de, quince anos, á quien el Jurado ha declarado que ha obra- 
do sin discernimiento, porque entonces, en vez de ponerle en liber- 
tad, debe entregarle, según el número tercero del art. 8.* del Código 
penal, á su familia, y si no la tiene, á un establecimiento de benefi- 
cencia destinado á la educación de huérfanos y desamparados», que 
es lo que procede con arreglo % derecho. 

Se fijará además en la sentencia la cuantía de la responsabili- 
dad civil, si procediese su declaración, ó se reservará al juicio civil 
correspondiente la apreciación de los danos y perjuicios sufridos, si 
no se hubiesen ofrecido en el juicio datos bastantes para poder ser 
exactamente apreciados (art. 769). Esta disposición es una conse- 
cuencia del art. i.*, que dice, que de todo delito nace acción penal 
para el castigo del culpable, y puede nacer también acción civil 
para la restitución de la cosa, Ja reparación del daño y la indemni-^ 
zacion de perjuicios causados por el hecho punible; así como de lo 
dispuesto en el art. i8 del Código penaU que espresa también que 
toda persona responsable criminalmente de un delito ó falta lo es 
también civilmente. Este artículo concuerda con el 358 del Código 
de instrucción criminal francés y 117 y 119 del de la Confederación 
Suiza (1). 

La sentencia tiene que ser también, como el veredicto, conse- 
cuencia de un acto no interrumpido, y el art. 370 ha dispuesto que 
los Magistrados no puedan suspender la deliberación hasta que ha- 
yan votado la sentencia, á no ser en el caso y del modo prescrito en 
el art. 757, que es cuando se prolongue por tanto tiempo que no sea 
posible á aquellos continuarla. Pero entonces los Magistrados ¿han 
de permanecer incomunicados también? 

Creemos,* por honra de Auestra Magistratura, que nunca ha ne- 
cesitado de tal precaución, que la ley no ha querido inferirles injus- 
tamente un agravio, exigiéndoles, como á los Jurados, semejante 
ofensiva circunstancia; sin embargo, de las palabras de la ley pu- 
diera deducirse esto, cuando no sólo se refiere al caso, sino al modo 
expresado en el art. 757, y el modo no puede ser otro que ese. Si 
así es, nosotros protestamos contra un acto que creemos ofensivo á 



{{) Bueno seria que eo España rigiese también el cap. i 4 de la Gran 
Carta de Inglaterra, y que no se dejase al reo sin medios de subsistencia 
por el pago de multas. 
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los Jueces de derecho, por más que la celeridad del juicio exija que 
la seuteucia se dé lo más pronto posible^ puesto que para esto no 
habia necesidad de imponerles una pena de interdicción del agua y 
el fuego. El art. 678 de la ley de organización judicial sólo obliga 
á los Magistrados á votar la sentencia inmediatamente después de 
pronunciado el veredicto, sin que puedan separarse hasta que hayan 
votado reservadamente y se haya publicado la sentencia en lá Sala 
en que se haya celebrado el juicio, pero no dice, que permanezcan 
incomunicados ó que no puedan hablar con nadie. 

Lo que no dice tampoco la ley es, si la sentencia ha de ser ó no 
por mayoría ó unanimidad de votos, como han expresado otras le- 
yes extranjeras; pero creemos que habiendo acordado que baste 
solo la mayoría para el veredicto, regirá igual principio para la sen- 
tencia, mucho más, cuando según el art. 687 de la ley de organiza*» 
cion judicial, las sentencias se dictarán siempre por mayoría ab- 
soluta de votos, á no ser en los casos que la ley exija expresamente 
mayor número, y lo cual no sucede aquí. 

Redactada y firmada la sentencia volverán los Magistrados á la 
Sala del Tribunal, y después de ocupar sus asientos, el Presidente 
la leerá en alta voz, entregándola acto seguido al Secretario, que 
leerá los artículos del Código penal que en aquella se citaren (ar- 
tículo 77i). La ley no dice en este capítulo la forma de redacción de 
la sentencia, como ha hecho el art. 125 del Código de procedimien- 
to penal de la Confederación Suiza, y se ha ocupado de ella en el 
capítulo 6.* de las disposiciones generales, ordenando que se prin- 
cipiará la sentencia expresando el lugar y la fecha en que se dicta- 
re el folio, los hechos que hubieren dado lugar á la formación de la 
causa, los nombres y apellidos de los actores particulares, si los. hu- 
biere, y de los procesados, consignando sus sobrenombres ó apodos 
con que sean conocidos, edad, estado, naturaleza, domicilio, oficio 
ó profesión de los mismos, y en su defecto todas las demás circuns- 
tancias con que hubiere figurado en la causa. 

Se expresarán las conclusiones definitivas de la acusación y de 
la defensa (1). 



(i) Sí en la sentencia se pena un delito más grave que el que haya sido 
objeto de la acuflacion, puede interponerse el recurso de casación (núme- 
ro 3.* del art. 808). 



Digitized by 



Google 



101 

En párrafo separado, que comenzará coa la palabra Vkto, se 
insertará literalmente el veredicto del Jurado (1). 

Después se consignarán también en párrafos separados todos los 
hechos correspondientes á la responsabilidad civil, que la Sección 
de la Sala declarase probados, y á la resolución que en la sentencia 
hubiese de dictarse sobre costas y á la declaración de calumniosa 
que hubiese de hacerse de la querella. 

En seguida se expresarán, en párrafos también separados y nu- 
merados, que principiarán con la palabra Considerando, los funda- 
mentos legales que se estimen procedentes para la aplicación de las 
leyes á los hechos que el Jurado hubiese declarado probados, asi 
como los correspondientes á las resoluciones sobre la responsabili- 
dad civil y las costas y á la declaración de querella calumniosa, que 
hubieren de dictarse ó hacerse en la sentencia. 

A continuación se citarán las disposiciones legales que sirvan de 
fundamento al fallo. 

Por último, se pronunciará el que sea procedente con sujeción 
á las resoluciones del veredicto, condenando ó absolviendo. Se re- 
solverá también lo que proceda sobre la responsabilidad civil, si 
hubiere sido reclamada, y sobre las costas, y se declarará calum- 
niosa la querella, sí á esto hubiere lugar (art. 88). La absolución se 
entenderá libre en todos los casos (art. 89). Es decir, que desaparece 
la absolución de la instancia. El Jurado y la sección no podrán abs- 
tenerse de pronunciar veredicto y sentencia, por mis que en ellos se 
declaren y castiguen delitos que no sean de la competencia del Jura- 
do, dice el art. 772 (2): y aunque de éstos ya nos hemos ocupado 
en el capitulo primero, bueno es decir que la competencia del Ju- 
rado, según esta disposición, no nace exclusivamente del art. 661, 
sino de la voluntad de la Audiencia, que puede ampliársela á los 
delitos, cuyas causas le quiera remitir, puesto que una vez que co- 



(1) Esto estaría muy bien, si los Jurados se concretasen á Gjar los he- 
chos indubitados del proceso; pero como en vez de esto, ,van á decir la 
clase de delito y sus circuostaocias, el veredicto oo es una serie de resul» 
landos, sino de considerandos, 

(2) SeguD el art. 656, sí el delito fuese de mayor gravedad que los que 
sean de la competencia de los Tribunales de derecho, estos se inhibirán; 
pero esto no puede suceder al Jurado, que habiéndole dado la ley facultades 
para conocer de los delitos más atroces, no había inconveniente en que 
conociese por incidencia de los más leves, puesto que el que puede lo más 
debe poder lo menos. Véase lo que digimos en el capitulo 1 .*. 
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Qozca de ellos, después no puede méoos de sentenciarlos. En todas 
las legislaciones se ha obligado á los Jurados y Magistrados á dictar 
sentencia, sin que bajo ningún pretexto puedan eludir este deber, 
que daria lugar á una renovación del juicio, á tener la sociedad en 
alarma, y en suspenso la aplicación de la justicia. 

Las demás disposiciones de la ley, en este capítulo, á no ser la 
del 776 que corresponde al capitulo siguiente, son de mera forma 
Y nos limitaremos á copiarlas, dejando aquel para ocuparnos de él 
en su lugar correspondiente. 

El veredicto y la sentencia se unirán originales á la causa (ar- 
tículo 773) y se notificarán á las partes inmediatamente que ésta 
fuere pronunciada (art. 774). Leida que fuese la sentencia, declara- 
rá el Presidente del Tribunal terminado el juicio (art. 775). El Se- 
cretario del Tribunal extenderá un acta por cada sesión diaria que 
se hubiese celebrado, haciendo constar sucintamente todo lo impor- 
tante que hubiese ocurrido (i) (art. 777), y en ellas se insertarán á 
la letra las pretensiones incidentales y las resoluciones del Presidente 
ó de la Sección que hubieren de ser objeto del recurso de casación, 
asi como en el acta de la última sesión se insertarán asimismo á la 
letra las conclusiones de la acusación y de la defensa, y se leerán al 
terminar cada sesión, haciéndose en ellas las tectiñcaciones que las 
partes reclamaren y la sección acordare en el acto (art. 778), siendo 
firmadas por el Presidente, los demás Magistrados, los jurados, el 
Fiscal, las partes y sus representantes y defensores. 

No creemos deber terminar este capitulo sin advertir que puede 
interponerse el recurso de casación contra la sentencia definitiva 
según el artículo 806, si se pena en ella como delito un hecho que 
no lo sea por su naturaleza, ó si se absuelve ó condena á un pro- 



(1) Eq la Confederación Suiza na se hace mención en las actas délas 
sesiones de las contestacioDes del acusado, oi de las deposiciones de los tes- 
tigos (art. 120 del Código de procedimiento penal). Lo mismo dispone el 
artículo 372 del Código de instrucción criminal francés. El proceso verbal 
no debe ocuparse más que de la forma y no del fondo , porque éste debe 
estar en la conciencia y en la memoria de los Jurados, porque sí no, seria 
reproducir el procedimiento escrito. Pero si esto es cierto, también lo es 
que, el anotar las declaraciones de los testigos es muy conveniente, pi*r si 
tiene que conocer un nuevo Jurado, asi como para la resolución de otros re- 
cursos. La lev española no dice si han de anotarse las declaraciones de los 
testigos, y sólo se concreta á decir que se haga constar sucintamente todo 
lo importante, y en esto no pueden menos de estar las aseveraciones ó ma- 
nifestaciones de aquellos. 
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cesado cuya culpabilidad ó inculpabilidad se ha declarado respecti- 
vamente y de diverso modo en el veredicto, así como si no le impo- 
nen las penas con arreglo^, la ley 6s^ p^ia un delito más grave, 
que el que haya sido objeto de la acusación, y por último si se ha 
dictado por tin número menor de Magistrados que los exigidos por 
la ley ó entre los que hay alguno, que aunque no ha sido estimada 
su recusación, ha sido intentada en tiempo y forma (art. 808). 

Lo que no puede menos de llamar la atención, al ocuparse de 
jeste tr¿mile4el jviofe,es la «tuacion embarazosa en que se en- 
cuentran colocados los Abogados y tos Magistrados. Aquellos se 
ven delante de un Tribunal al que nada apenas pueden pedir, 
puesto que |3stán lioútadas bus facultades á moverse dentro 4el pe- 
queoQ drculo del grado de una pena; y éslos, bombres de ley y 
ettcaneiOidosen el estadio, se hallan tomo deprimidos y rebajados 
al «emprender qm son impolepites para todo lo que no sea bascar 
el articulo ^l 0^0 penal, que se ha deQiarado infringido, y 
practicar. una operación de. aritmética. Mucho de esto, isino todo, 
se bubíera evitado, con baber.dejado^ adottSs, á los Magistrados, 
como antes hornos propuesto^la calificaáfin del delito y de las dr^ 
mmtanmi atenuantes j agravantes; y concretado» á los jurados^ 
¿.determinar sólo ai loa A^Aos conatitutivos de los unos y ie las 
títras e$tabaa ó no justiicados; porque así los idíefensores, no sólo 
^efian un campo más vasto y más adecuado á su misión en que 
moverse, siuo que los jueces de derecbo tendrianí también funcio- 
nes más propias de su carácter y de su insfarucci(m. Limitados ios 
Magistrados á Jas facultades que boy les dá la ley, este^ trámite del 
juicio es meramente fonHíiJario é impropio de las personas cien»*" 
tíBcas que en él intervienen. • ^ 
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PARTE eUARTA. 



CAPITULO XI. , , . . :,. 

D« lof reoiirflot de rtfomiA del veMdioto y 4» vevitla --éé Uk 
eaoMi por nuevo Joradou ; 

Parecía que, siendo el Jurado un medio ¡nventedo superior á to- 
dos los conocidos de obtener la gran^ veféM , vtó podia dar lugar él 
veredicto á error de ninguna clase, y mucho menos á un juicio de 
reforma ó de revisión. Esto pareda qu^ perteneda sólo al procedi- 
miento antiguo, en que la prueba necesaria para adquirir el con- 
vencimiento estaba sujeta á un rigor matemático ó era tasada y fija, 
y en que los Jueces eran unipersonaUsió aunque colegiados, de- 
pendientes del poder y sujetos á influencias extrañas, como medio 
de precaverse contra sus debilidades ó su ignorancia. Pero ahora 
nos encontramos con que el juicio ante el Jurado, después de ha- 
berle presentado como la panacea contra el error, es tan expuesto á 
defectos y equivocaciones como el antiguo, y que puede cometerse 
el mismo error en apireciar las pruebas por el criterio fijado de an^ 
temano por la ley, como en estimarlas por el linico crisol de la con^ 
ciencia; y que tan sujetos están á otras debilidades los jurados como 
podian estarlo los Magistrados, cuando ha habido necesidad de pre- 
caverse del mismo modo contra la injusticia de sus acuerdos en ün 
juicio de reforma ó de revisión. Entonces, ¿para qué un cambio tan 
radical y tan meditado de nuestra forma de enjuiciamiento? Si los 
jurados son también falibles, ¿qué ventajas tienen sobre los Jue- 
ces de derecho? Si la ley dá la posibilidad de que los jurados se 
equivoquen, ¿por qué ha apelado á ellos como medio de buscar 
mejor la verdad, cuando hasta aquí lo$ Jueces no la habían dado 
pruebas de que no sabían encontrarla, y era indudable que reunían , 
sobre aquellos, superiores condiciones de acierto? Sí la verdad es el 
resultado de la comparación y de la observación, ¿no es más fácil 
que la obtengan personas acostumbradas á verificar esas funciones, 
que otras más rudas, para los que la deducción no será el resultado 
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de la comparación y de la reflexión, sino única y exclasivamente nn 
sentimiento de compasiofi ó de prevención dd eoraxonl ¿Cómo es po- 
sible, que personas que no han juzgado nunca, sepan distinguir los 
grados de criminalidad que hay en un hecho, cuando está rodeado 
de circunstancias que excitan su conmiseración ó su aversión? ¿C6* 
mo han de saber distinguir, si su convencimiento es el resultado frío 
é impasible de la razon^ ó es, por el contrarío, la impresión de un 
sentimiento de benevolentíal El establecimiento del Jurado es un 
voto injustificado de censura lanzado contra los Jueces de derecho, 
en nombre de la igiuddad y de la superioridad moral, que creen 
que el mejor Juez es el buen sentido, sin reparar que éste se expre* 
sa mejor por personas de inteligencia é independientes, que por 
otros que no se encuentren en ese caso, como tiene que suceder con 
los jurados, para cuyo nombramiento ao se exigen las condiciones 
necesarias para que le tengan. El Jurado, decia Saint Simón, na 
es sino una consecuencia de la desconfianza inspirada, ya por la in- 
moralidad presumida por la ley, ya por el temor de la corrupción, 
ó ya, cuando menos, por la ignorancñ en la Magistratura (1). ¿Su- 
cedia algo de esto en España? De ningún modo. Nosotros aprove- 
chamos esta ocasión para rendir un justo tributo á la integridad y 
sabiduría de nuestros Magistrados. En España ha nacido el Jurado 
bajo la presión de ideas niveladoras, que comienzan por querer abo- 
lir los títulos profesionales, propiedad de la inteligencia, para con- 
cluir con la propiedad de la tierra, producto también ahorrado del 
trabajo. Mientras haya Jueces de derecho, hay privilegios en favor 
de la ciencia, y á la ciencia hoy se la quiere hacer desaparecer por 
la charlatanería y la audacia, que supone á todos los hombres sali- 
dos de las manos de Dios con iguales condiciones de criterio, y que 
si después las han perdido, ha sido por desigualdades de educación. 
La ley, sobreponiéndose á la verdad moral y material, quiere bor- 
rar con su mandato la diferencia de aptitudes y hacer que éstas no 
nazcan de la inteligencia acreditada ante los encargados por la ley 
de examinarla, sino del criterio general del mayor número ó de la 
ignorancia. Este deseo de elevar á lo que hoy se llama cuarto esta^ 
do , ha hecho que se le abran las barreras de la Administración de 
justicia y se le dé un asiento entre nuestros Magistrados, con el ob- 



(i) Doctrine de Saint Siman, tomo primero. 
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jeto de abolir privilegios y nivelar las capacidades, cuando lo que se 
delHó de haber hecho es hacerle comprender que para la virtud, el 
trabajo y la inteligencia están preparados todos los puestos de la 
Administración pública, y que se llega allí, no subiendo por la es- 
calera miigica de la ley, que por uu artículo borra todas las dife- 
rencias intelectuales y hace que todo el mundo sirva para todo, 
sino por su propio mérito. 

La admiaistracion de justicia no está establecida en favor de ios 
Jueces para hacer que se siente entre ellos la mtUHtud, sino en fa- 
vor de la sociedad y del acusado, y es quitar á una y á otro todas las 
gany^tias de imparcialidad y rectitud, desde el momento en que se 
les dé Jueces ignorantes y sin condiciones. Facilitar que el cuarto 
estado llegue al puesto de los otros por el camino de la honradez: y 
del trabajo, es sumamente digno y humanitario, pero no el ponerle 
por un golpe de la ley al lado ó al nivel de los demás, porque así no 
se hace más que perjudicar á éstos, sin lograr que aquel se sostenga 
allí , por falta de condiciones iguales á ellos en todas las esferas de 
subsistencia. • 

La ley ha seguido, pues, esta corriente niveladora, y ha querido 
aplicar con tanto rigor el principio de que cada uno sea juzgado por 
sus igualeSr que no ha dudado, como hemos dicho en otro lugar, en 
que puedan ser jurados los licenciados de presidio (1). Pero si la ley 
no se creia con fuerzas para poner resistencia á esa exigencia de 
ciertas clases, ha procurado, sin embargo, prevenirse cuanto le ha 
sido posible contra el abuso que esas personas podian cometer con el 
nuevo derecho que les concedía, y al efecto ha dado á los Magistra- 
dos la facultad, en ciertos casos, de volver el veredicto al Jurado para 
su reforma, y en otros, desentenderse de él y convocar á un nuevo 
Jurado para su revisión, que son las materias que abraza el pre- 
sente capítulo. 

La reforma del veredicto puede ser por el mismo Jurado ó por 
otro nuevo, y puede acordarse en unos casos de oficio y en otros á 
instancia de parte. 

Se verifica la reforma del veredicto por el mismo Jurado en los 
casos que determina el art. 779, que son: 
1 / Cuando se hubiese dejado de contestar categóricamente i al- 



(\) Art. 666, núm. 3.*. 
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gunas de las preguntas; porque entonces no hay más que la ambi- 
güedad y laincertidumbre, y el fallo no puede fundarse en asevera- 
ciones indisputables (1). 

2.* Cuando hubiere contradicción en las contestaciones , ó no 
hubiere entre ellas la necesaria congruenda; porque entonces y del 
mismo modo, la verdad es incierta , y aparece como discutible 
cuando no es lógica en todas sus circunstancias y consecuencias. 

3/ Cuando el veredicto contuviese alguna declaración ó resolu-- 
don que exceda los límites de la contestación categórica á las pre^ 
gwtías formuladas y sometidas al Jurado; porque entonces hay ex* 
ceso de facultades ó atribuciones , que si se aceptase, daría lugar 
á que el veredicto abrazase actos que no habiendo sido la esencia 
del juicio, el reo no habria tratado de destruir; y que teniendo que 
fundarse la sentencia en lo declarado por el Jurado, tuviese esta 
que comprender hechos que ño habian sido objeto de la acusación ni 
de la defensa; y 

4/ Cuando en la deliberación y votación se hubiese infringido lo 
dispuesto en los artículos 736, 787, 758, 759, 760, 762 y 763; 6 si 
la deliberación hubiese tenido lugar en público, y estando en co- 
municación con personas extrañas los jurados; si se hubiese inter- 
rumpido antes que se hubiesen contestado todas las preguntas si& 
permiso del Presidente; si teniendo duda algún jurado sobre la in- 
teligencia de las preguntas, hubiese pedido al Presidente por escrito 
que el Tribunal la aclare y no la hubiese dado curso, ó éste no há- 
blese contestado; si se hubiese alterado en la votación el orden con 
que fueron presentadas las preguntas al Jurado; ó la votación no 
se hubiese hecho nominal , así como si algún jurado se hubiese 
abstenido de"" votar, ó en el acta se hubiese omitido ó faltado á al- 
guno de los requisitos que exige la ley; porque en el primero y se- 
gundo caso hay temores de que los jurados no hayan obedecido á su 
propia inspiración, ó no hayan tenido la suficiente libertad para de- 
liberar; en el tercero se ha dado lugar á que un jurado, sin suficien- 
te conocimiento de causa, emita su opinión ó se abstenga de votar; 
en el cuarto se ha dado del mismo modo motivo á que por este me- 



(I) Lo mismo que h% númereg t/ y 2.* de este artículo, dispone el ar* 
tkulo 69 de la ley del Jurado de Ginebra; el 113 del Código de procedi- 
mieotos suizo, y es adoptado por la jurisprudencia francesa según diversas 
sentencias de casación. 
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dio haya logrado una votación diversa de la que debió recaer á 
ciertas preguntas; en el quinto, porque puede haberse dado lugar 
á que, los más osados por medio de una aclamación, se hayan im- 
puesto á los más tímidos, y variado el resultado que debió dar et 
acuerdo; en el sexto, porque se puede desconocer la mayoría , ó 
que un jurado no haya votado por causas desconocidas del Tri- 
bunal; y en el sétimo, porque hay una informalidad legal que pue- 
de dar margen á que se ignore la verdad. En todos estos casos hay 
motivos para dudar de que el veredicto sea la fiel expresión de la 
verdad, que es lo que la ley busca, para que pueda servir de base 
á la inculpabilidad ó la pena. Pero todos estos casos que la ley 
enumera ¿deben ser objeto de un nuevo acto de confirmación ó de 
revímn, ó son, por el contrarío, algunos de tal naturaleza que de- 
ben ser sólo objeto de casacionl Nosotros creemos que la falta de 
incomunicación de los jurados, no puede subsanarse con que vuel- 
van á deliberar incomunicados, porque las inspiraciones ó compro- 
misos extraños, que antes hayan adquirido, resultarán del mismo 
modo después, y que, en este caso, no debia proceder la revisión ó 
ratificación del veredicto, sino la casación, en su dia, después de la 
correspondiente protesta. Todos los defectos de forma han sido, ge- 
neralmente en todas las legislaciones, objeto del recurso de casación 
y no del de revisión. Pero el art. 779 no dice, que siempre que con- 
curra alguno de estos vicios en el veredicto se reforme ó se revise, 
sino que podrá reformarse, ó que es potestativo el entablar ó no 
este recurso. ¿Y quiénes pueden promoverle? Según la ley, los Ma- 
gistrados pueden acordarlo siempre de oficio, y las partes, parece, 
que S(Uo en los casos en que las preguntas no hubiesen sido contes^ 
tadas categóricamente ó hubiere contradicción ó falta de congruen- 
cia en las contestaciones, ¿y por qué no en los demás casos? Los 
requisitos exigidos poi: la ley para las deliberaciones, votación y 
redacción del veredicto, ¿no han sido establecidos como un medio de 
conocer mejor la verdad? Y si esto es así, ¿esa verdad, que han de 
decir los jurados, no afecta más que á nadie á los acusadores ó al 
acusado? Pues entonces, ¿porqué, siempre que las partes sepan ó co- 
nozcan que no se ha guardado el secreto de lat deliberaciones, que 
personas extrañas han influido ó conversado con los jurados, ó que 
la votación no ha sido nominal, sino por aclamación, no han de po- 
der pedir que vuelva la decisión al Jurado para que la revise? 
Creemos que la jurisprudencia les admitirá estos recursos, mucho 
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Qiáa, cuando algunas de esas fakas, han podido efitarse por el celo 
del Presídate, como son el haber dejado comunicarse á los jura- 
dos con otras personas ó haberies permitido la deliberación pú- 
blica. 

La reforma del veredicto tiene> lugar por un nueoo Jurado: pri- 
mero» cuando después déla segunda y tercera deliberación, para re- 
formarle, por el primero que le dio, adoleciese todavía de ios defec- 
tos por qu^^ se le sometió á sus dos nuevos exámenes: segundo, 
. cuando siendo manifiesta por el resultado del juicio, sin que pueda 
ofrecerse duda racional en contrario , la culpabilidad ó inculpabili- 
dad del procesado, el Jurado le hubiere declarado por el contrario, 
no culpable ó culpable respectivamente : y tercero, cuando siendo 
manifiesto por el resultado del juicio, sin que pueda ofrecerse duda 
racional en contrario, el delito de que fuese culpable el procesado, 
el Jurado le hubiese declarado culpable de otro diverso. 

En el primer caso la mayoría de la sección es la única que puede 
decir si hayo no veredicto, y decretar si se ha de mandar ó no la 
causa á un nuevo Jurado (1), pero en el segundo y tercero, sólo 
puede acordarlo la sección por unanimidad. 

Guando no hubiese sido posible que el primer Jurado subsanase 
loa defectos del veredicto en una segunda y aun tercera delibera- 
cica, el PresidejUe kde él, antes de volver á la Sala del Tribunal, 
har4 Qpustar el voto de cada uno de ios Jurados, en esta tercera de- 
liberación» en un acta especial que habrán de firmar todos los pre- 
sentes, y que se eniviará por el Presidente de la sección al Juez de 
instrucción competente (2) para que proceda contra los Jurados 
responsables^ con, arreglo al párrafo segundo delart. 383 del Código 
penal (3). La ley ha supuesto que los jurados no han contestado 
categóricamente á alguna pregunta ó han incurrido en contradiccio- 
nes y falta At congruencia en las contestaciones, sólo por maliüia, 
cuando puede suceder, atendiéndola la poca instrucción que exige 



(i) £q este cafio. pneden pedir las partes que la causa varyi á nn nuevo 
Jurado, y si ja seccipo desestima la preteoaiou, puede prepararse. el riacur- 
80 de casación pt^r medio de la correspóndíeote protesta (art. 782 y 807). 

it) Oreemos que el Juez competeo te será el de ÍDstrueck>n del distrito 
á que corresponda el pueblo en que está reunido el Jurado, porque allí es 
doóde se ha cometido el delito. 

(3) ¡ocurrirá eo la pena de 150 á 1,500 pesetas el jurado que volunta- 
riamepte dejare de desempeñar su ^rgo. 
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en loB jorados, qoecoibetao estos defectos pbrMtad«ml0%e>ioi(}. 
No es posible una terquedad de ese género^ que á nada eondticé, 
smo naeidft de la ignoraooia. Nosotros estamos seguros qne el Presi» 
dente de la sección, en más de un caso, templará el rigorismo de b 
ley. El articulo no dice si el acuerdo de la secoiott, en este caso, ha 
de ser por unanimidad^ como en los demás que acuerda la renrisi(fti 
del proceso á un nueva Jurado, y parecía que debia ser asi, por- 
que donde hay la misma razón debe existir la misma dispoisicion dé 
derecho; sin embargo, nosotros creemos que, según el art. 687 de 
latóy de organización del poder judicial, basta la matforia, puesto 
que la ley no ha exigido aquí como en los otros mayor número. 
¿Pero por qué razón no ha exigido en este caso la unanitnidadl ¿No 
es dejar abierto un portillo^ demasiado ancho-, para que los Magls^ 
trados puedan desentenderse del Jurado que no tes plazca? La incon^ 
gruencia en las contestaciones e^i en muchos casos, cuestión de apire* 
oiadon, y es dejar al Jurado sin defensa eou permitid que con sólo 
dos Magistrados que se obcequen, porque también pueden otice^ 
carse, en una opinión, el primer Jurado no cause efecto alguno y 
dé lugar á los perjuicios confuientes (1). 

En el seguudo y tercer caso no es ya cornos hemos dicho lá ma- 
yoría, sino la sección por unanimidai la que «cuerda elltamamien-' 
to de un noero Jurado, puesto que ya no se trato de si una contes^ 
tacion es ó no categórica 6 congruente con otras, sino de oponer 
criterio á criterio, y esto, indudablemente, es másgrare y de uUa 
importancia superior, por más que el resultado venga i ser* él 
mismo. 

Ya dijimos, en el capítulo primero> que esta disposición hace á 
los Magistrados dueños del Jurado, ó estar sobre ét t)orque si jufí^ 
gan que no hay congruencia en las «ontestaieiones á las preguntas, 
ó no están dadas con arreglo al criterio <te eUos, conv oca» otro ádevo> 
y si éste haée lo mismo, le relevan también, y ad sucesivamente^ 
hasta que encuentran uno que piense como ellos, porque es preci- 
so tener en cuenta que, las facultades de los Magistrados para con- 
vocar un nuevo Juiado no terminan en el segundo, sino eá aquel 
que se adopte á su mismo criterio, porque si uo lo habria dicho éí 
art. 784 como lo ha hecho el 352 del Código de procedimiento fram- 



(1) La ley dice que el Presidente diga en afta voz cao hay veredicto.)^ 
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cés Y el 71 dd de Gitiebra (i), de donde dicho artículo está copiado. 
Estos artículos francés y ginebrino, después de manifestar, como el 
783 déla ley española, que cuando los Jueces estén convencidos 
que los Jurados, guardando las forbas, se han equivocado en el 
fondo, puedáfa convocar on nuevo Jurado, añaden que, *ide$pues 
déla declaraáon del segundo Jurado ^ el Tribunal no podrá orde- 
nar el enPh d otro tercero, aunque diga lo mismo que el primero.» 
Este párrafo ha sido eliminado dé la ley que examinamos, por 
cuya razón , es de creer que no ha aceptado ese principio , y que 
ha facultado , por el contrarío, á los Magistrados á llamar otro ter- 
cero , si el segundo insiste en las apreciaciones del primero. Las le- 
yes extranjeras usan esc mismo adjetivo nuevo de que se vale la 
nuestra para facultar á los Jueces de derecho la convocación de un 
segando Jurado , y sin embargo han creido tener necesidad de ex- 
presar en otra prescripción que ese poder no podía eixtenderse á la 
llamada de un tercero. 

E\ art. 784 dice también que, en los casos que se reproduzca el 
juicio ante el nuevo Jurado, se haga con los mismos trámites y so-- 
lemjiidade^ que el ptimero; y los mismos trámites pueden ocurrir 
en el segundo, si los nuevos jurados cobteslan incongruentemente 6 
dan el veredicto en oposición al resultado del juicio. ¿Pero por qué 
enestecasóno se cambia también la sección de Magistrados? (3). 
La ley^ encuentra con dos criterios distintos: uno el de los Jueces 
de derecho, y otro el de los dé hecho. ¿Por qué desde luego, no sólo 
ha de snponer que el de los Jurados es el equivocado, infiriéndoles, 
sin conocimiento de causa, una ofensa , sino que ha de permitir que 
^ sucedan distintos Jurados hasta encontrar uno que piense como 
los Magistrados? ¿Esto no está diciendo á gritos, que los Jurados 
no tienen significación alguna? ¿Para qué se quieren los Jurados, si 
sn verc^cto es^ verdad en cuanto se amolda afpensamiento de los 
Ma^trádos, y sí nó, no tiehe valor alguno? ¿No hubiera sido mejor 
que sólo hubiese habido éstos? Esto era lo procedente, si la Consti- 
tución no hubiese ordenado el establecimiento del Jurado. Por su- 
puesto que nosotros que soinos enemigos del Jurado popular, aplau* 
dimos una disposición que Viene á dejaHe sin efecto. 

(1 ) Véase lo que sobre esta caestíon digimos en el capítulo primero^ 

(2) En Francia no intervienea en él segundo Jurado los Magistrados 
(pe te faeron en el primero (art¿ 852 del Código de loátruccion crimioal), y 
lo mismo sucede en Ginebra (art. 71 de la ley del Jurado)* 

16 
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La ley dice que la convocación á un nueyo Jarado^ en los casos 
que e( yeredicto no esté arreglado al resaltado del juicio, se acuer- 
de por unanimidad de la Sección, y esto es justisimo; porque si la 
Sección duda/y duda siempre que no hay unanimidad de pareceres, 
no hay razón para que no prevalezca el voto del Jurado. |¡n Frau- 
da se exigia antes por el art. 352 del Código de instrucción crimi- 
nal que los Jueces estuviesen unánimemente convencidos de que 
los jurados se hablan equivocado eu, el fondo» para que pudiesen 
remitir la causa á un nuevo Jurado; pero después de la ley de 7 de 
Mayo de 1853, se ha reformado aquel articulo, y ya no se necesita 
la unanimidad del Tribunal, sino que basta la m<$fioría. En Gine- 
bra se necesita también que por unanimidad el Tribunal est^ con- 
vencido de que los jurados se han equivocado intr(osecamente para 
que pueda convocarse un nuevo Jurado (1). £n Inglati^rra, si el 
yeredicto erróneo ó equivocado es de absolución^ el Juez hace que 
vuelvan á deliberar los jurados; y si insisten en su primera resolu- 
ción, absuelven y ponea en libertad al reo, á no ser que crea qne 
hay ma/iüia en los votos de aquellos, porque entouce3 les manda 
procesar; y si resultan culpables, se convqca uu Uuevo Jurado que 
vuelva á conocer de la causa. Si, por el contrario, el veredicto en 
que los jurados se han equivocado es de culpabilidad, el Ju^z sus- 
pende la ejecución y remite la causa á los doce grandes Jueces, los 
cuales examinan el procedimiento; y si creen también que hay er- 
ror, convocan á un nueyo Jurado; y si éste insiste en la opinión del 
primero, á un tercero, y así sucesivamente, según indicamos en el 
capítulo primero. 

Este recurso ó llamamiento á uu nuevo Jurado por error en el 
fondo, no se hace en niagun pueblo sino de ofícifi ó por la sección 
de Magistrados, que son el criterio de comparaQion,,rs[ del cual ,rfú 
pueden conocer las partes, puesto que pertenece á lo íntimo 4e 1^ 
conciencia de aquellos (2). Priucipio que ha admitido .^pibiiui h 
nuestra. . - . . ' 

El articulo que examinamos (783) dá facultades á la sección 
para convocar á un nuevo Jurado, aunque el yeredicto sea de m- 
culpabilidad, y lo cual no sucede eu Inglaterra* Francia y Gii^- 



(1) Art. 7rde la ley del Jurado. . . 

(2) Art. 352 del Código de instrucción crimíniJ frimcé^, y 71 de la l^y 
de Ginebra. . . 
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bra (1), que sólo eslá concedido este derecho á los Magistrados 
cuando es de ciüpabilidad, para evitarles la repulsión que natural- 
mente, tendrían que sentir en condenar contra lo que les dictase su 
conciencia. Nosotros, sin embargo de que es un principio que en 
caso de duda de dos apreciaciones diversas, debe estarse siempre 
por lo más favorable al reo, creemos que es más meditada y más 
lógica la disposición de la ley española que la de Francia y Gine- 
bra sobre este particular;^orque de otro modo, sabiendo los jura- 
dos que contra su veredicto de incuipabilidad no hay ningún re- 
curso, se incliaarian en muchos casos demasiado á la clemencia, y 
habria muchas absoluciones indebidas. Es preciso tener en cuenta 
también, que y> sólo es el reo el que tiene parte en un juicio, sino 
la sociedad y los ofendidos, y que no hay razón para que, si se cree 
que hay error en la apreciación de su resudado, prevalezca ese de- 
fecto porque sea favorable al primero. La justicia debe ser ciega y 
declarar la verdad en fovor de quien la tenga, y nos parece un ex- 
ceso de filantropía el interpretar siempre y en todo caso ciertas du- 
das en beneficio de los reos; con perjuicio de la sociedad y de los 
ofendidos. 

También dice, dicho art. 783, que puede la Sección convocar un 
nuevo Jurado cuando es manifiesto por el resultado del juicio, sin 
que pueda ofrecer duda racional en contrario, que el Jurado ha de- 
clarado culpable al reo de un delito diverso; y lo cual se hubiera 
evitado, si, como hemos dicho en el capítulo anterior, los jurados no 
hiciesen la calificación de los delitos, para lo que se necesitan co- 
nocimientos jurídicos de que carecen en lo general, sino que se 
concretasen á decir y numerar los hechos que, según su concien- 
cia, estaban probados, y dejasen después á los Magistrados ó Jue- 
ces de derecho su calificación. 

Para la formación del nuevo Jurado, según el art. 783, la Sec- 
ción saca á la suerte 48 nombres de la lista del partido á que cor- 
responde la población en que el Tribunal está constituido, lo cual 
ofrece el inconveniente de que van á resolver el conflicto conveci- 
nos del reo ó de las víctimas, que pueden estar dominados de im- 
presiones poco favorables á la imparcialidad de la justicia, según 
hicimos notar en el capítulo 1.* La ley no dice si pueden volver á 



(I) Ídem id. 
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ser jurados alguno de los que ya lo fuerm, y este es un vacio im- 
portante, porque las partes les recusarán, si su voto les fué desfavo- 
rable, pero no de otro modo; y si intervienen, tienen que insistir, 
por fuerza y por evitar acaso la pena, en su primera resolución, y 
entonces el objeto que lleva la ley, en este segundo Jurado, es de 
ningún valor. Todas las legislaciones, que han permitido esta con» 
vocación de un segdndo Jurado, han incompaübilizado á los que 
interviniercm en el primero, como resultf de los artículos 362 del 
Código de instrucción criminal francés y 71 de la ley del Jurado de 
Ginebra. Nosotros, dando una interpretación lata á los números 1.* 
y 2/ del art. 668, creemos, que los Jurados primeros no pueden 
intervenir, en el segundo juicio, porque vienen á ser ya partes inte» 
sodoj en la decisión, por haber figurado antes, en el concepto de 
Jueces de los hechos qi^e van á volverse á apreciar, y lo cual no 
puede menos de imposibilitarles de dar una opinión desinteresada ó 
contraria á su anterior apreciación. 
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TÍTULO V. 

mSPOSICIORíS GENIRillES 1 IOS DOS TITÜlOS ANTERIORRS. 
CAPÍTULO PRIMERO. 

A pesar de gu^ es una regla que el juicio ante el Jarado no 
puede interrumpirse y tiene que continuar durante todas las sesio*^ 
nes consecutivas, que fueren* necesarias, hasta su conclusión (ar-^ 
ticulo 586), hay circunstancias en aue el Tribunal puede acordar su 
suspensión, ya de oficio ó ya á ii^tancia de parte. Puede el Tríbuoat 
de^oficio acordar la suspensión: 

1/ Cuando el Tribunal tuviere que resolver durante los debates 
alguna cuestión incidental que, por cualquiera causa fundada, no 
pueda resolverse en el acto (núm. 1/ del art. 789). 

2/ Cuando el Tribunal, ó alguno de sus individuos^ tuviere que 
hacer alguna diligencia de inspección ocular con arreglo al artícu^ 
lo 638, y no pudiere practicarse en el tiempo intermedio entre wa 
y otra sesión (art. 789, núm. 2.*). 

3.* Cuando algún individuo del Tribunal de derecho, ó algún 
jurado, ó el defensor de cualquiera de las partes, enfermase repea- 
tinamente (i) hasta el punto de que no pueda continuar tomando 
parte en el juicio, ni pueda ser reemplazado, el último, sin grave 
inconveniente para la defensa del interesado <núm. 4.** del ar^ 
ticulo 789). 

y i." Cuando alguno de los procesados se hallare en el caso del 
número anterior, en términos de que no pi^a estar presente en el 
juicio (núm. ü* del art. 789). 

jLa suspensión no se acordará sino después de haber oído á los 
facultativos nombrados de oficio, para el reconocimiento del en- 
fermo. 



(I) El art. 81 del ReglameDto provisional para la admÍDistracion de 
justicia había adoptado una disposición análoga. 
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Puede el Tribanal acordar la suspensión á instancia de parte: 

i/ Cuando las partes, por motivos independientes de su volun- 
tad, no tuvieren preparadas las pruebas ofrecidas en sus respectivos 
escritos (art, 787). 

2.* Cuando no comparezcan los testigos de cargo y de descargo, 
ofrecidos por las partes, y el Tribunal considerase necesaria, la de- 
claración de los mismos (i) (núm. 3/ del art. 789). 

3/ Cuando revelaciones ó retractaciones inesperadas produjeren 
alteraciones sustanciales en los juicios, haciendo necesarios nuevos 
elementos de prueba ó alguna sumaria instrucción suplementaria 
(número 6/ del art. 789). • ^ 

La suspensión de un juicio es siempre grave , pero lo es más la 
que se verifica ante el Jurado, no sólo porque generalmente la ma- 
yor parte de las personas que intervienen son de fuera de la pobla- 
ción, y prolongarles su estancia en ella es causarles perjuicios de 
copsideracion, sino porque se da medios de connivencia entre las 
partes, los jurados y los testigos: lo que ha declarado uno, lo saben 
los otros, antes de ir al dia siguiente á deponer, y coartan su ánimo 
por temor de que se crea falta á la verdad, si se pone en contradic- 
ción con los que ya han depuesto. 

Las partes asedism y tienen tiempo de quebrantar la severidad 
é inflexibilidad de los jurados, y todo sufre un verdadero trastorno, 
dando lugar á que se falte á la verdad y se menosprecie la justicia. 
Por esta razón, todas las legislaciones extranjeras, en la necesi* 
dad de admitir circunstancias ó acontecimientos, que no pueden me- 
nos de interrumpir el curso del juicio, los han tasado y concretado 
á los menos casos posibles. 

La ley española, como hemos visto en los casos que hemos co- 
piado, no se ha excedido tampoco en esto, y ha aceptado los princi- 
pios más culminantes que regían sobre este punto en otras, y espe- 
cialmente en la jurisprudencia francesa, donde una serie de decisio- 
nes de casación ha venido á suplir los vacíos de su legislación y fi- 
jar las reglas que ahora admite nuestra disposición legal ; y se ha 
cuidado tanto de que la suspensión del juicio no se acuerde sino en 



(i) Concuerda con ei art. 354 del Código de instruecioD crimÍDal fran- 
cés; pero allí la suspeosioo, por esta causa, no puede pedirse sioo por el 
MÍDisterio público, para evitar que, por éste (pedio, el reo prorogue el jui- 
cio, y se valga de este tiempo para quebrantar el rigor de la justicia. 
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circutastancias extremas, que ha dispuesto qoe/en ciertos casos, y 
sobre todo cnaodo se pida la suspensioa del juicio por la no com- 
parecencia de algunos testigos, se acuerde, sin embargo, la conti- 
nuación de él y la práctica de las demás pruebas, para dar así tiem^ 
po ¿ que comparezcan, y sólo se suspenda cuando no se hayan 
presentado, ni haya tampoco otras pruebas que practicar (art. 789). 
Al dictar la suspensión se fijará el tiempo por ^ue ha de durar» 
si fuere posible, y se determinará lo que corresponda para la conti- 
nuación del juicio y contra lo cual no se dá recurso alguno (articu- 
lo 790). Pero ¿son estas las únicas causas que pueden dar lugar á la 
suspensión del juicio? Nosotros creemos que son taxativas en la ley, 
y que por lo tanto no pueden extenderse á otros casos, porque, de 
otro modo, seria dejai* en poder de la sección un poder discretíonal 
que pudiera dar lugar á graves dificultades. Sin embargo, pueden 
ocurrir sucesos que lo hagan necesario, como es, si se promoviese 
un tumulto que no pudiese dominar el Presidente, y que haga im- 
posible la continuación de la sesión. Esto, en nuestro estado políti- 
co, puede ser por desgracia frecuente, y mucho más si el jurada 
conoce de un delito de esa clase, y por cuya razón, cuando esto su- 
ceda, la sección no podrá menos de acordar la continuación del jui- 
cio en otro dia, apoyado de *la fuerza material necesaria para hacer 
respetar el santuario de la justicia. 

CAPÍTULO II. 

ll«lMfiiiMilUd«f ditOTMioiuilM del Pretidente del Tríboiiel. 

La ley firancesa de 27 de Febrero de 1811 manda que el Pra^ 
sídente de Astses, así que llegue á la población donde ha de ins- 
talarse el Tribunal, se lé dé alojamiento en el Hotel de Yille ó en el 
Palacio de Justicia, si tiene habitaciones cómodas, y si no, se le bus- 
que una casa particular digna de su rango. Que sea escoltado por 
una brigada de la gendarmería hasta |su domicilio, en donde en lo 
alto de la escalera le recibirá el Ayuntamiento, y en el interior de 
la casa el Tribunal en cuerpo. Que haya siempre á la puerta de su 
casa un centinela, y que todos los cuerpos militares, que haya en la 
población, manden un oficial que le visite, así como otras distincio- 
nes y honores que seria prolijo enumerar. Entre nosotros , la ley no 
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dispone q«e ^e le nndi^i^ honores de oiogiina olftse,, y lo ^^ntimos 
por el pce$tígio de qu,e debe jr siempre rodeada la autoridaá. 

ConcretíM^c^i^s, pues, ^ las facultades del. Presidente de ta 
sección eo eí juicio ante el Jurado, la ley le dá todas las f£fcultadé3 
necesarias para sostener el Arden de Jas sesioi^es, pudiendo corre-, 
gir en el acto Q6n pp^ulta de vmiiicinco á,doscierUa$ pesetas hs faltas 
q«eiioconstjtuyendelito«:ó que no tengan seaal^a jen. U ley una 
corrección especia^i(art. 7.92): también puede acordar qi^c^.^edeteng^ 
en el w\q ó cualquiera que delinpa en la se^iqn^ póniéndole.á. dis- 
posición del Jurado competente (793). 

En todas las leyes de otros pueblos se han dado, igus^es faculta- 
des al Presidente del Tribunal p^ira la conservacipi^ del orden, como 
lesulta de los artículos 267 y 504 del Ci^digo (|e instrucción (príipíii- 
lal francés y 63 del Código de procedimiento penal de la Confede-, 
radon Suiza* En Fraiji^ia, según dichos articulo^, el Presidente 
puede advertir, expulsar y ordenar el arresto por, veinticuA^ro ho- 
ras, por las fajtas contra el orden que se cometan en el juicio/ y 
aunque sea por ks partes, defensores y testi^s. En Ginebra, el Pre- 
sidente ejerce la policía de la audiencia, y dispone de la fuerza 
necesaria; pero si hay que castigar algún desorden , lo hace la sec- 
don, qtie pued^ expulsaré imponer una multa de i 00 francos já 
veinte dias de prisión, y si el acubado con su conducta hace imposi- 
ble, en su presencia, los debates del juicio, puede, á instancia del 
Ministerio público, sacarle de allí y mandar que continúen en su 
ausencia (i). ' 

El Presidente puede mandar también, según el art. 794, que las 
sesiones se celebren á puerta cerrada^ cuando así lo exigiese la mo- 
ralidad pública y el respeto debido á la persona ofendida por el de- 
lito y su. familia, y lo cual se hs^ observs^do^ siempre ^n jEspana y 
estaba dispuesto por el arl. 32 de las ordenanzas de 1^ ludiepcif^s 
y el 9/ del reglamento del Tribunal Supremo de Justicia < de 17 4e 
Octubre 1838. . . . . ; . 

Del mismo modo, dice el art. 793, pod^á sin contravenir, es de- 
cir, sin extralimitarse ó traspasar las prespripciones de esta^ ley, 
1-^-, — ¡ — , — , ^ — ■ ' " ■ ■ — ' ■ ' — — rm — - ' . ' ' ' 

(I) Art. Oly'GSdel.Códigode iostrucoiim erimmal, EoQuestras Au- 
dieocjas DO era tampoco el Presidente sólo el que podía corregir de plano 
con reprensión, apercibimiento ó suspensión temporal al Atío^adbó Procu- 
rador que fartasen á sus deberes, sino la Sala. (Art. 227 de las Ordenanzas 
de las Audiencias). -^ 
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adoptar cuantas resoluciones estime convenientes para el mejor or- 
den en el juicio y el mayor exclarecimienfo de los hechos, y lo cual 
nos parece que está de más y puede dar lugar á dudas. ¿Qué dispo- 
siciones puede dictar el Presidente sin contravenir á las disposicio- 
nes de la ley para el d mayor exclareámiento de los hechos'í Cual- 
quiera que dicte, seria convertirle en parte y usurpar facultades, 
que la ley, en su espíritu, le niega. Siempre hemos sido enemigos en 
las leyes de estos preceptos, que no dan lugar más que á duda^, y á 
cuestiones, y á disculpar arbitrariedades. Eu el mismo caso está lo 
que dispone el último párrafo de dicho articulo: ó que cuide de di- 
rigir con acierto á los jurados en el desempeño de sus funciones (1) 
sin invadir las atribuciones que les correspondan. ¿En qué tiene 
que dirigir el Presidente á los jurados para el desempeño de sus 
funciones, sin que invada ó se entrometa en las atribuciones de és- 
tos? Esta dirección no puede ser tal vez una indicación de declara- 
ciones que sólo á los jurados compete. Estos logogrifos, en las leyes, 
no producen más que perturbación, y, en algunas circunstancias, 
son la puerta falsa por donde se escapa avergonzada la justicia. 



( 1) Este párrafo está copiado literalmente de otro del art. 1.', tít. 3.* del 
Código de organización jadícial de Bélgica. 
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APÉNDICE. 

LBT PROVISIONAL DB BNJUIGUHRNTO GRIHNAL. 

DE 22 DE DICIEMBRE DE 1872. 



LIBRO II. 
TITULO IV. 

DBL JUiaO ORAL AlfTE EL JURADO. 

CAPÍTULO PRIMERO. 
De ¡a composimn del Tribunal del Jurado. 

Art. 658. El Tribanal del Jurado se compondrá de doce Jurados y de 
tres Magistrados. 

Art. 659. Los Jurados declararán la culpabilidad ó'inchlpabüídad del 
procesado respecto de los delitos que fueren objeto de la acusación y de la 
defensa. 

Podrán declarar también la culpabilidad del procesado por un delito 
menos grave que el que hubiere sido objeto de la acusación. 

Art. 660. Los Magistrados impondrán á los procesados las penas cor- 
respondientes á los delitos de que se les hubiere declarado culpables , y 
determinarán la responsabilidad civil que los mismos ó terceras personas 
hubieren contraído. 

CAPÍTULO IL 

De la competencia del Tribunal del Jurado. 

Art. 661 . El Tribunal del Jurado conocerá: 

1 .* De las causas por delitos á que las leyes señalen penas superiores 
en cualquiera de sus grados á la de presidio mayor , según la escala gene- 
ral contenida en el art. 26 del Código penal. 
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2/ De las causas por delitos xuamprendidps ea el Utulo H y en los ca- 
pítulos I, II y in del tft. IHi l8)ro II d«i Código penal, 

3.* De las causas por delitos dcfíuidos y pecados eo la ley electoral. 

4.* De las causas por delitos cometidos por medio de la impreota, 
grabado ú otro medio mecáoí ;o de publicacioQ. 

Se exr^ptúan los delitos de ¡xijuria y calumuia cometidos por estos me- 
dios contra particulares. Se^coüsideraráu para este efecto particulares los 
fuDcionarios públicos que hubieseo sido iujuriados 6 calumniados por sus 
actos privados. ^ 

Art. 662. Será también competente el T/'íbunal del Jurado para cono- 
cer de los delitos conexos con alguno de los mencionados en el articulo 
anterior, y de la complicidad y encubrimiento de los unos y de los otros. 

Art. 663. Se exceptúan de 4o dispuesto en este capítulo los delitos 
cometidos por personas que estuvieren- sometidas á la jurisdicción del Tri- 
bunal Supremo, con arreglo á lo dispuesto en los arts. 281 y 284 4e la ley 
orgánica del poder judicial. 

CAPÍTULO ÍIL 

De las circunstavKSMS necesarias para ser Jurado. 

Art. 664. Para ser jurado se requiere; 

!." Ser español. 

2.' Ser rpayor de 30 año3, 

3.* Estar en el pleno goce de los derechos políticos y civiles. 

4.* Saber leer y escribir. 

5.* Tener la cualidad de vecino en el término municipal respectivo. 

6.* Hallarse incluido como cabeza de familia , con casa abierta , en las 
listas que deberán formarse en cada uno de los términos municipales. 

Art. 665. Podrán también ser Jurados los españoles mayores de edad, 
que estando eu el pleno goce de los derechos políticos y civiles , aunque 
DO sean cabezas de familia con casa abierta , se hallen incluidos en la Usta 
de capacidad^ís que se formará en cada término municipal. 

Se considerará como capacidad el que tuviere un título profesional ó 
hubiere desempeñado algún cargo con la categoría de Jefe de Negociado 
de Administración. 

Art. 666. No tienen capacidad para ser Jurados: 

{ ." Los impedidos física é intelectuaJmente. 

2.* Los que se hallen procesados criminalmente, si contra ellos se hu- 
biese dictado auto de prisión. 

3.* Los sentenciados á penas aflictivas ó correccionales, mientras do 
h ibiesen extinguido la condena. 

4.* Los quebrados DO rehabilitados. 
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5.** Los concursados que no hubiesen sido declarados inculpables. 

6/ Los deudores á fondos públicos como segundos contribuyentes. 

Art. 667. El cargo de Jurado es incompatible: 

1.* Con cualquier otro del poder judicial ó del Ministerio fiscal. 

2." Con el servicio militar activo. 

3.* Con todo empleo civil ó administrativo dotado por el Estado , las 
Cortes, la Casa Real , las provincias ó los Municipios. 

Se excetáan de esta regla los empleadoá activos de carácter profe - 
sional. 

4.* Con el de Maestro de escuela y Médico titular del Municipio. 

Art. 668. Tampoco podrán ser Jurados en una causa: 

I.* Los que hubiesen intervenido en ella como Secretarios , Oficíales 6 
Agentes de la policía judicial, testigos, intérpretes, peritos ú otro concepto 
análogo. 

2.* Las partes interesadas y sus procuradores ó representantes y abo- 
gados. 

S.*" Los ascendientes y descendientes en línea recta, el cónyuge y los 
colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad 
de las partes interesadas. 

Art. 669. Los que estando incluidos en las listas de partido para Ju- 
rados, se hallaren comprendidos en alguno de los casos de los tres artícu- 
los anteriores, serán excluidos de oficio al hacerse ios sorteos prevenidos 
en el art. 703. 

Art. 670. Pueden excusarse de ser Jurados: 

K"* Los mayores de 60 años. 

2."* Los que necesiten del trabajo manual diario para atender á su 
subsistencia. 

3/ Los Ministros de cualquier culto. 

4."* Los que hubiesen ejercitado el cargo de Jurado. 

Esta excusa podrá utilizarse solamente durante el año siguiente al en 
que se hubiese ejercido el cargo. 

CAPITULO IV. 

De la formación de las listas del Jurado. 

Art. 671. Constituirán la Junta municipal eúcargada de formar las pri- 
meras listas para el Jurado el Juez y Fiscal municipales y el Alcalde 6 un 
Teniente y tres Concejales designados por el Ayuntamiento. El Secretario 
del Juzgado, municipal ejercerá las funciones de tal, pero sin voto. 

El Juez municipal y en su defecto el Alcalde ó Teniente presidirá la 
Junta. 

Esta se reunirá por primera vez en el plazo que oportunamente se fi- 
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jará para formar la lista general de jefes de familia con casa abierta y la 
de capacidades, teniendo presente K) dispuesto en los arts. 664, 665, 666 
y 667 de esta ley. 

Art. 672. En las poblaciones en que hubiere un sólo Ayuntamiento y 
varios Jueces municipales, se constituirán tantas juntas cuantos fueren 
éstos, componiéndose cada una del Juez y Fiscal y Teniente Alcalde res- 
pectivo y dé tres Concejales designados por el Ayuntamiento. 

Cada una de estas juntas formará las dos listas correspondientes á su 
distrito. 

Art. 673. Todos los años en la primera quincena de Mayo se reunirá 
la Junta para hacer en las dos listas las^rectificaciones necesarias, inclu- 
yendo á los que debieren figurar en ellas con arreglo á lo dispuesto en los . 
artículos 664 y 665, y excluyendo á los que se hallaren en algunos de los 
casos comprendidos en los arts. 666 y 667 de esta ley. 

Art. 674. El cabeza de familia que tenga las condiciones de capacidad 
será incluido en la lista de estas. 

Art. 675. El Fiscal cuidará de que no sean incluidas en las listas otras 
persona^ que las que en ellas deba haber con arreglo á las disposiciones de 
esta ley, apelando para ante el Tribunal de partido de las resoluciones 
que no considere legales. 

Las apelaciones quedarán en suspenso hasta que se resuelvan por la 
Junta las reclamaciones que se expresan en el artículo siguiente; y lle- 
gado este caso serán sustanciadas, sí no se hubiese reformado la resolu- 
ción apelada en la forma que se establece en los artículos 681, 682, 683 
y 684. 

Art. 676. El dia i.* de Junio se expondrán las listas al público por ter- 
mino de 15 dias, durante los cuales todos los vecinos mayores de edad de' 
término municipal podrán reclamar las inclusiones y exclusiones que cre- 
yeren procedentes. 

Los comprendidos en algunos de los casos del art. 670 podrán pedir su 
propia exclusión de las listas. 

Art. 677. Las reclamaciones podrán hacerse de palabra ó por escrito 
ante el Juez municipal, quien expedirá al reclamante, si lo solicitare, el do- 
cumento necesario para poder acreditar que ha hecho la reclamación. 

Art. 678. El reclamante expresará la causa en que fundare la inclu- 
sión ó exclusión que solicite, y podrá presentar además las pruebas que 
tuviere por conveniente. 

Art. 679. En los 15 días siguientes al plazo otorgado para las reclama- 
ciones resolverá la Junta después de oír á los interesados y de haber prac- 
ticado de oficio ó á instancia de éstos las justificaciones necesarias sobre la 
inclusión ó exclusión reclamada, consignando los fundamentos de su reso- 
lución, la cual se notificará al Fiscal y á los interesados. 

Art. 680. En la notificación se hará saber á quien se hiciere que pue- 
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át alztne éé la resolución notificada para ante el Tribunal de par- 
.tido. 

Art. 681. Si en la diligencia de la notificación no se interpusiere el re- 
curso, se reputará firme la resolución. 

Si se interpusiere, el Juez municipal remitirá al Tribunal del partido 
todos los antecedentes que tuviere, emplazando á los interesados para que 
puedan concurrir ante aquel en el término de cinco dias á usar .de su de- 
recho. 

Art. 682. Trascurrido este término sin haberse personado el apelante, 
el Tribunal del partido dará vista al Fiscal, y si éste no estimare prece- 
dente el recurso, se declarará de oficio firme la resolución de la lunta, 
mandando devolver á la misma los antecedentes que hubiese remitido. 

Si por el contrario el Fiscal sostuviere el recurso, se sustanciará como 
si el apelante se hubiese personado, aunque con citación solemne del 
Fiscal. 

Art. 683. Guando el apelante se hubiese personado, ^ Tribunal seña- 
lará inmediatamente dia para la vista dentro de un término que no podrá 
exceder de cinco dias, citándosele lo mismo que al Fiscal. 

Durante el término señalado se pondrán de manifiesto al apelante en la 
Secretaria del Tribunal los antecedentes que hubiese remitido la Junta 
hasta el día inmediato al de la vista, en que se pasarán al Fiscal. 

Art. 684. En la vista podrán informar de palabra el Fiscal y los inte- 
resados ó sus defensores lo que tuvieren por conveniente á su derecho, y 
terminado el acto, el Tribunal resolverá lo que estime procedente, man- 
dando devolver los antecedentes á la Junta con certificación de la resolu- 
ción que dictare. 

Contra esta no se dará recurso alguno. ^ 

Art. 685. El Tribunal de partido remitirá antes de i."* de Agosto á los 
Jueces municipales respectivos las certificaciones y antecedentes expresa- 
dos en el artículo anterior. 

Art. 686. Recibidas dichas certificaciones y antecedentes, el Juez 
municipal convocará á la Junta, la cual, con vista de aquellas, hafá las 
rectificaciones correspondientes. 

Art. 687. Las resoluciones de la Junta se tomarán por mayoría abso- 
luta de votos, decidiendo el empate, si lo hubiere, el Juez municipal. 

Art. 688. Ultimadas definitivamente las listas, se sacarán copias cer- 
tificadas por el Secretario, con el V.* B.* del Juez municipal, archivándose 
en el del Juzgado los originales con todos los antecedentes. 

El Juez municipal remitirá en los 10 primeros dias de Agosto al de ins- 
trucción de la circunscripcioh respectiva las copias mencionadas en el pár- 
rafo anterior. 

Art. 689. Luego que el Juez de instrucción recibiere las copias cor- 
respondientes á la circunscripción, señalará un dia de la segunda decena 
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de Agosto parft formar It segunda ü^ta, convocando para eHo á ios Jueeas 
de todos los términos municipales. 

En diebo día el Juez de instroceíon se constitoirá en jirntaoon los lue- 
ces mencionados, procediendo á elegin en eada listami iiáoMfo de indivi- 
duos igual á la décima parte del tota) que contuYiese. 

Aunque la lista de capacidades no ilegafie á 40, se el^irá una* 
Lo mismo se hará por cada fraiccion menor de 10 que resultare en cada 
lista. 

Las resoluciones de la Junta se tomarán por mayoría absoluta de To- 
los, decidiendo el empate^ si lo hubiere, «1 Juez de instrucción. 

Art. 090. £1 número de capacidades elegidas para formar la segunda 
lista de su clase no podrá bajar de la tercera parte del total de la segunda 
lista de cabezas de familia. 

Sí no resultare número bastante de capacidades en el térmiao ó dig^ 
trito municipal, se completará con los que fueren necesarios de Ips Inclui- 
dos en la primera lista. 

Art. 691 . Lasjsegundas listas originalea se, archivarán en el Juzgado 
de instrucción, remitiéqdose al Tribunal de partido, dentro de la misma 
segunda decena de Agosto, una copia certificada por el Secretario ^e go- 
bierno, y visada por el Ji^ez mencionado. 

Art. 692. Recibidas las segundas listas, se constituirá inmediata- 
mente en junta el Tribunal con el Fiscal y los Jueces de instrucción del 
partido. 

Esta Junta elegirá de las segundas Ust«^ i 00 capacidades y 200 cabezas 
de Camiliai y procurará que los elegidos correspondan, en cuanto fuere por 
sible, á todos los términos municipales del partido, si bien' dando mayor 
participación al de la capital. 

Sí no hubiere 100 capacidades en las listas de su clase, se. completará 
el número con cabezas de familia. 

Art. 693. Los acuerdos de la Junta se tomarán por mayoría absoluta 
de Totos, decidiendo en caso de empate el del Presidente del Tribunal, y 
se harán constar en acta que rubricará dicho Presidente y autorisárá el 
Secretario de gobierno. 

Art. 694. Formada la lista de Jurados á que se refiere el art. 692, el 
Presidente del Tribunal remitirá antes de 1.* de Setiembre una copia cer- 
tificada al Presidente de la Audiencia del distrito, aroiúvtodose el origi- 
nal con la copia de las segundas listas remitidaspor los Jueces muni- 
cipales. 

Art. j695. En éí mismo término el Presidente del Tribunal remitirá 
también á cada uno de los Jueces municipales una lista de los vecinos de 
sus respectivos términos que hubieren sido elegidos Jurados. . 

Los Jueces municipales mandarán inmediataniente que los elegidos 
sean notificados. 
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Si algooo «itUTiite ioieoto, se htrá )a notHleáciOD al individuo de su. 
famiUt <V criado nMymr deidad t}Qe se hallare eo su casa, y ea su defecto 
al Tecina más j^róiimo. > 

Se obser?ará respecto á está» notificaciones lo dispuesto en el cap. II I 
del titttb preliminar. 

Art. 696. Remitirá asimismo el Presidente del Tribunal de partido 
antes del día eicpresado en et art. 694 al Gobernador de la provincia una 
copia certificada de Ut lista de Jurados elegidos para su inserción en el 
Bolentin oficial, 

Art. 697. El Presidente de la Audiencia formará la lista general de Ju- 
rado» del distrito, reuniendo con Us correspondientes distinciones las lis* 
tas parciales de todos los partidos, y. remitirá una copia autorizada por el 
Secretario de la Sala de gobierno al Ministerio de Gracia y Justicia. 

iios Jueces municipales tendrán obligación de poner en conocimiento 
de los Tribunales de partido, y estos en el del Presidente de la Audiencia, 
para que éste á su vez lo comunique á la Sala do lo criminal, los individuos 
ée ks terceras listas .que úe hallaren en cualquiera de los casos de los ar- 
tittlos 666 y 667. 

Después de hecho el sorteo que se expresará en el art. 703, el parte á 
que se refiere el párrafo anterior, lo darán los Jueces municipales á la Sec- 
ción respectiva de Magistrados antes de constituirse el Jurado en cada 
trimestre. 

CAPÍTULO V. 

De¡a8dü%g0noia$ preporatoria$ para la constitución del Tribunal 
del Jurado, 

Art. 698. El Tribunal del Jurado se reunirá cada trimestre en las po- 
blaciones que la Sala de lo -criminal de la Audiencia acordare. 
Los trimestres serán de i.* de Octubre á 31 de Diciembre. 
De i.'' de Enero á 31 de Marzo. 
De 1 .** de Abril á 30 de Junio, y 
De 1 * de Julio á 30 de Setiembre. 

Art 699. En cada trimestre 'Se constituirán tantos Tribunales de Jura- 
do cuantos permitiere el número de Magistrados que compongan la Sala 
de lo criminai de la Audiencia. 

Art. 700. Para llevar á efecto lo dispuesto en el artículo anterior, la 
Sala de lo criminal de cada Audiencia foará en los dias 16 de Setiembre, 
Diciembre, Marso y Junio un alande general de las causas que con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 567 deban de hallarse en el trimestre próximo en 
estado de someterse al Jurado. 

Con vista 4ei alarde referido^ la Sala procederá acto continuo á dívi- 

18 
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dírse dD secciones de tres Magistrtdos cada una, distríbuyendo entre las 
que se formen todos tos partidos judiciales á que correspondieren las cau- 
sas que han de someterse al Jurado en el trimestre próximo; pero cuidará 
de que siempre quede en la capital del distrito uno ó más Magistrados que 
con el auxilio de los de la Sala civil atiendan al despacho ordinario de las 
causas criminales. 

El Presidente de la Sala presidirá la secdon de la capital, ó cualquiera 
de las otras que hayan de reunirse, en el distrito, según lo considerase con- 
veniente para el mejor servicio. 

Art. 701. Hecha la distribución conforme al articulo anterior, proce- 
derá la Sala á designar la población ó poblaciones en que cada secdon ha- 
ya de reunirse en el* trimestre próximo dentro de los partidos que la hu- 
biesen sido señalados. 

Para hacer esta designación la Sala observará las reglas siguientes: 

1.^ Señalará la capital de la Audiencia para la vista de las causas de 
los partidos próximos cuando por la facilidad de las comunicaciones en- 
tre ellos y dicha capital puedan concurrir á esta pronta y fácilmente los 
Jurados, partes interesadas y testigos. ^ 

2.^ Se dará igual preferencia á las capitales de provincia y ciudades 
importantes para la vista de las causas de los partidos próximos á cada 
una de ellas, si también pudiese ser fácil y pronta la concurrencia de los 
Jurados, partes interesadas y testigos. 

3/ En defecto de las capitales de distrito, de las capitales de pro- 
vincias y de ciudades importantes que deban preferirse según lo dis- 
puesto en las dos reglas anteriores, se señalará la capital del partido 
á que correspondieren la causa ó causas que hayan de (someterse al 
Jurado. 

4.* Lo dispuesto en las reglas anteriores, se subordinará á lo que se es- 
tablezca en la ley de división territorial respecto á las poblaciones de ca- 
da distrito de Audiencia en que pueda reunirse el Jurado. 

Art. 702. Hecha la designación á tenor de lo dispuesto en el artículo 
anterior, procederá la Sala á determinar el orden sucesivo en que se ha 
de constituir cada Sección de Magistrados con el Jurado en las poblaciones 
asignadas á ella para el trimestre. 

Art. 703. Acto continuo uno de los Secretarios de la Sala sacará á la 
suerte 48 Jurados de la lista, que se formará con las de los partidos judi- 
ciales á que correspondan todas las causas que hayan de verse en cada 
población. A medida que vaya sacando cada una de las 48 papeletas la 
entregará al Presidente, quien la leerá en alta voz. 

Terminada esta operación, la Sala fijará el día en que los 48 designa- 
das deban presentarse en el punto en que se haya de constituir e| Tribu- 
nal del Jurado. 

Antes de hacer el sorteo, se excluirán de las listas las personas que los 
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Tribunales de partido, en complimiento de lo dispaesto en el párrafo se<* 
gUDdodel art. 697, hubiesen participado al Presidente de la Audiencia 
estar comprendidos en algunos de los casos expresados en los artículos 666 
y 667, y ios que hubiesen acreditado ante la misma Sala hallarse en idén- 
ticos casos. 

Art. 704. Todos los actos mencionados en los cuatro artículos ante- 
riores serán públicos, y se harán constar por diligencia que extenderá y 
firmará uno de los Secretarios de la Sala, en un libro cuyas hojas serán de 
papel de oficio, y estarán selladas y rubricadas por el Presidente, el cual 
también rubricará la diligencia. 

Art. 705. Al siguiente dia de haberse practicado los actos y diligencias 
mencionadas en los artículos precedentes, el Presidente de la Sala ex- 
pedirá los despachos necesarios á los Tribunales de partido, para que por 
medio de los Jueces municipales respectivos, hagan saber á los 48 Jurados 
designados por la suerte que concurran, bajo la responsabilidad estable- 
cida en el párrafo segundo del art. 383 del Código penal, en eí dia y sitio 
que la Sala hubiese señalado. 

Art. 706. El Presidente remitirá también con la anticipación necesa- 
ria al Tribunal del partido á que corresponda la población en que el Jura- 
do haya de constituirse, las causas que ante éste deban verse, y dispondrá 
que los procesados presos sean trasladados oportunamente á la cárcel de 
dicha población, y que se les cite para el acto del juicio, lo mismo qué á 
ios que se hallaren en libertad provisional y á sus fiadores y á las personas 
civilmente responsables. 

Igual citación se hará al Ministerio fiscal, al querellante particular y 
al actor civil en su caso. 

La falta de esta citación será causa de casación si el que debiere ser 
citado no compareciese en el juicio. 

Art. 707. El Presidente comunicará asimismo con la anticipación ne- 
cesaria á los Tribunales de partido el orden con que habrán de verse por 
el Jurado las causas correspondientes á cada uno de aquellos en la pobla- 
ción qfie hubiese sido señalada. 

Art. 708. Durante la segunda quincena de los mese^ de Setiembre, 
Diciembre, Marzo y Junio se anunciarán en los respectivos Boletines ofi- 
ciales de las provincias del distrito las poblaciones en que haya de cons- 
tituirse el Jurado en el trimestre próximo, los Jurados que hubiesen sido 
designados por la suerte, el sitio y el dia en que deban presentarse, y las 
causas que habrán de verse. 

Art. 709. Los magistrados concurrirán con toda penalidad á la po- 
blación en que hubiere de constituirse la sección á que correspon- 
diesen. 

Art. 710. El Fiscal de la Audiencia señalará al Teniente y Abogados 
fiscales las poblaciones en que haya de constituirse el Jurado en el próxí- 
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roe trimestre para que cada uno de ellos concarra oportanamente á la que 
se le desigoe. 

El Fiscal asistirá á la seccioo doode crea poder prestar mejor servicios. 

El Fiscal del Tribuaal det piu'tido de la población eo que el Jurado se 
reuua, auxiliará al Fiscal, Teniente ó Abogado fiscal de la Audiencia, y 
tomará á su cargo las fancioaes fiscales que le encomendaren. 

Art. 711. Los Tribunales de partido, tan pronto como reciban los des- 
pachos en que se les comunique el resultado del sorteo de Jurados, espe- 
dirán los mandamientos necesarios á los Jueces municipales á cuyos tér* 
minos correspondan los desíguados por la suerte, para que sean desde 
luego citados. 

Art. 7i2. Los Jueces municipales acordarán sin demora la práctica de 
las citaciones, observándose las formalidades prescritas en el cap. III del 
titulo preliminar. 

Art. 713. Sí al practicarse las citaciones resultare haber fallecido al- 
guno de los designados ó hallarse físicamente impedido de concurrir á la 
convocatoria, ó estar ausente sin que se espere su regreso con la oportu- 
na anticipación, se hará constar por el Juez municipal, acreditando la de- 
función por certificación del Registro, el impedimento físico por reconoci- 
miento facultativo, y la ausencia por manifestación de la persona á quien 
con arreglo á lo dispuesto en el art. 46 se hubiese hecho la notificación. 
Los justificantes mencionados en el párrafo anterior se remitirán con 
el mandamiento al Tribunal del partido. 

Art. 714. Tan luego como el Tribuaal de partido reciba cumplimen- 
tados los mandamientos dirigidos á tos Jueces municipales , remitirá á la 
Sección de Magistrados respectiva, una nota de los designados por la suei*- 
te que hubiesen fallecido ó estuviesen físicamente impedidos ó ausentes. 

Art. 715. La apertura de las sesiones no se suspenderá por la falta de 
alguno de tos 48 designados, con tal que concurran á lo menos 36. 

Guando no se reúna este número , se suspenderá la apertura de las se- 
siones por el tiempo absolutamente preciso para completar aquel con otras 
personas que ante la Sección de Magistrados se sortearán de la lista cor- 
respondiente al4[)artido á que pertenezca la población. 

La Seccioo acordará al mismo tiempo lo que proceda para exigir la 
responsabilidad señalada en el art. 705 á los que hubiesen dejado de con- 
currir sin causa fegítiraa. 

CAPÍTULO VI. 

De la confesión de los acusados y del modo de proponer y preparar 
Zas pruebas, 

Art. 716. La Sección de Magistrados se constituirá en la población y 
en et dia que se hubiesen señalado por la Sata de lo criminal. 



Digitized by 



Google 



Art. 717. Las sesioDes que se celdi>ren B9ie la Seecicm de. Magistrados 
y aate el TríbuDal del Jurado seráo públicas. 

Art. 718. La Sección nombrará ó mandará nombrar Procuradores y 
Abogados defensores á ios (procesados que no los tuvieren. 

Después de esto dispoodrá que comparezcan los procesadas 7 demás 
personas civilmente responsables para ser interrogados pof el Presidente 
á presencia de sus defensores, al tenor de lo dispuesto en tos artículos 59#' 
y siguientes hasta el 601 inclusive de esta ley. 

Art. 719. Con vista de las confesiones de los procesados y de las de«- 
más personas civilmente responsables, si las hubiere, y de las manifesla- » 
clones de los defensores de aquellos, se procederá del modo previsto següní 
los casos en los artículos 602 y siguientes hasta el 610 inclusive, con la 
sola excepción de que antes de dictar sentencia la Sección, eirá ai Fiscal 
y á ios defensores de los demás actores y de los prooesados sobre la ^na 
que corresponda imponer. .. * . * 

Art. 720. Cuando ios procesados no confesaren su responsabilidad se- 
gún las conclusiones de la calificación, se reservará la causa al conocí-*' 
miento del Jurado, y se comunicará inmediatamente al Fiscal para quet»n 
urgencia manifieste las pruebas que haya de utilizar en el juicio oral, líre^ 
sentando en su caso la lista de lits testigos de cargo. 

Art. 721. Si 69 las conclusiones de calificación se comprendiesen k 
imputasen á una misma persona ó á distintas delitos diVerfK>e que no fue^ 
ren conexos, el Fiscal manifestará por separado las pruebas y presentará 
las listas de testigos de que intentare valerse acerca de cada uno de los^ de- 
litos. La Sección, al mandar pasar los autos al Fiscal, resolverá sobre eafté 
punto lo que considere procedente con arreglo á lo qu6 dispone el art. 735. 
Art. 722. El Fiscal despachará las causas por el érden de las más sen- 
cillas á las más complicadas á fin de que se tarde el menos tiempo posible 
en someter al Jurado las que le competan. 

Art. 723. Según el Fiscal las fuere despachando se pasarán á los Pro- 
curadores de los querellantes particulares, de los actores civiles, de los 
procesados y ^e las demás personas civilmente r^ponsables, para qtie 
cada uno de ellosmanifieste las pruebas de que intente valerse ante el Ju- 
rado, y presente la nota de los peritos y testigos que hayan de declarar á 
su instancia. 

Se observará, respecto de l^s pruebas, Indispuesto en los artículos 569 
hasta el 577 inclusive. 

CAPÍTULO VIL 
De la recusación de los Jurados, 
Art. 724. Tan pronto como ae halle una causa en estado de ser vista 
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por el Tríbcraal ctel Jurado, se constituirá la Sección con todos los Jurados 
que se hubiesen reunido. ' 

Art. 725* El Presidente abrirá la sesión mandando leer los capítulos I 
y II de este título, y el auto dictado en cumplimiento de lo dispuesto en 
el art. 567. Después se leerá la lista de los Jugados presentes menos les 
que de oficio hubiese eicluido la Sección en virtud del parte mencionado 
en el párrafo segundo del art. 097; llamándoles uno á uno, é interrogán- 
doles si están comprendidos en alguno de los casos expresados en ios ar- 
tículos 666, 667 y 668. 

Art. 726. Acto seguido el Presidente depositará en una urna, leyén- 
dolas previamente én alta voz. tantas papeletas cuantos fuesen los Jurados 
presentes, conteniendo cada una el nombre y apellido de cada Jurado. 

Después manifestará á las partes que se vá á proceder d sorteo de los 
i2 Jurados que con la Sección han de formar el Tribunal, advirtiéndolas 
que tienen derecho á recusar libremente á los que fueren designados por 
la suerte, hasta que no queden en la urna más nombres que los necesarios 
para componer con los no recusados el número de i2. 

Art. 727. El Presidente irá sacando en seguida una á una las papele- 
tas de la urna, leyendo en alta voz los nombres que contuvieren, y no pa- 
sará á sacar otra hasta que cada una de latt partes manifieste sí acepta ó 
recusa al comprendido en la sacada anteriormente, y %si sucesivamente 
hasta que haya 12 Jurados no recusados, cootando ai efecto las últimas 
papeletas que haya todavía en la urna. 

Art. 728. Si hubiere actores particulares se pondrán de acuerdo con 
el Fiscal para hAeer la recusación. 

Los procesados y las personas responsables civilmente se pondrán de 
acuerdo entre sí para el mismo objeto. 

Art. 729. Los acusadores y los procesados ejercerán alternativamente 
el derecho de recusación. 

Si el número de Jurados que pudiere recusarse fuere impar, los proce- 
sados podrán ejercer el derecho una vez más que los actores. 

Art. 730. No podrá expresarse causa alguna para fundar la recusación. 

Art. 731. El derecho de recusación es renunciable. Pero si uno de los 
actores ó procesados lo renunciare acrecerá á sus consortes en la parte 
que á él le correspondiere. ^ 

Art. 732. En el momento en que haya 12 Jurados no recusados, ó los 
bastantes para formar el mismo número de 12, con los de las últimas pa- 
peletas que quedarán en la urna conforme el art. 727, el Presidente decla- 
rará terminado el sorteo. Acto continuo los 12 Jurados tomarán asiento á 
derecha é izquierda de la sección de Magistrados, previa invitación del 
Presidente, quien declarará constituido el Tribunal y abierta la sesión, 
ordenando que se proceda á recibirlos juramento. 
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CAPITULO vni. 

Del juramento de los Jurados, 

Art. 733. Puestos etr pié los 12 Jurados, el Presídeiité protiuneíará las 
sigiik&tes frases: «¿Juráis por Dios desempeñar bieu y fietmeiite vuestro 
cargo, examinaBdo coqí rectitud los hetíios ee que se funde la acusación 
contra los procesados M. N.» apreciando sin odio ni afecto las pruebas que 
se 08 dieren, y resolviendo con imparcialidad, si son ó no responsables por 
los delitos de que se les acusa? 

Los Jurados, acercándose de dos en dos á k mesa del Presidente sobre 
la que estará colocado un Crucifijo, y d^nte de él abiertos los Evange- 
lios, se arrodillarán, y después de poner sobre éstos la mano derecha, 
contestarán en alta y clara voz: Si juro. 

Si alguno de los Jurados manifestare que por razón de sus creencias 
no puede prestar juramenta con las solemnidades del párrafo anterior, se 
colocará de pié delante del Presidente y en vez de decir: Si juro, pronun- 
ciará las siguientes frases: Lo juro por mi honor. 

Después que todos hayan prestado el juramento, y vuelto á ocupar ^us 
puestos, permaneciendo de pié, les dirá el Presidente: «Si asi lo hiciereis, 
Dios y vuestros coiMíudadanos os lo premien, y si no os lo demanden.» 

/ SeguidanMote ocuparán sus asientos. 

Xf%, 734. El Jurado que se negare á prestar juramento en una de las 
formas designadas en el artículo anterior, será conminado con* la multa 
de 25 á 250 pesetas que la Sección le impondrá en el acto, si á pesar de 
la conminaekín continuare negándose á prestar el juramento. Cuando 
después de esto, todavía persistiese en su resistencia, entrará á desempe- 
ñar el cargo sin la solemnidad del juramento; pero concluido el juicio, se 
le procesará con arreglo á lo dispuesto en el art. 265 del Código penal. 

CAPÍTULO IX. 
De las pruebaSf de la acusación y de la defensa. 

Art. 735. No podrán ser objeto de cada juicio más que un solo delito 
y los que con é) fueren conexos. 

El Presidente, al declarar abierto el período de las pruebas, lo mani- 
festará así en alta voz, expresando en su caso las resoluciones que la Sec- 
ción de Magistrados hubiese dictado, con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
ticulo 721. 

Art. 736. Seguidamente se^ procederá del modo establecido en el ca^ 
pftulo II, tít. III de este libro. 

Los Jurados tendrán las mismas facultades y deberes que en dicho ca- 
pitulo se conceden é imponen á los individuos del Tribunal. 
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Art. 737. Practicadas todas las pruebas, usarán de la palabra para 
sistener la acusación el MídBterhy fiscal ' f el defensor del querellante 
particular, si le hubiere. 

£a sus informes se limitarán á apreciar las pruebas practicadas, á ca- 
lificar jurtdíCMBeQte los hechos que resultalrMí probados 3^ á deUtmhiar 
la participación que eq ellos hubiese tenido €ftda une; de losprocésades, 
asi como Ifis circunstancias eiimentes, atenuaates 6 agravantes de la res* 
ponsabíJidad de éstos cuando las haya. 

No podrán los informantes ocuparse de la p«na oorrespondíante ál de- 
lito de que conceptuaren responsables á los p^roceoados. 

Hablarán después loa delensores de éstos sobre lo mismo qua huyere 
sido objeto de la aeusacioQ y sobre todo3 .los hechos y circunstancias 4^e 
pqedan contribuir á demostrar la irresponsabilidad, crimioal de los proce- 
sados ó la atenuación de su delincuencia,. sin que puedan ocuparse tam- 
poco de la pena correspondiente al delito que fuere obieto dé juioio. 

Asi el Fiscal y la repreaeotacton délas dea^s partes actoras como la 
de los. procesados, concluirán los informes^ ((A-mulando en condostooes 
concretas y precisas sus respectivas prfsteQstones. 

Al efecto el Fiscal y la representación de las demás parte^ octofas: po- 
drán reformar, aUostener la acusación, la calificación que^huliresen h^cho 
en las conclusiones presentada^ en el tiempo marcado en el art. 501,' con 
tal que la reforma no tenga por objeto calificarlos Itachos como cpnatitu- 
tivos de i^Q delito mis grave que el que hubiese sido determinado en^la 
primera calificación. 

La representación de los procesados podrá -reformará^savez en el in- 
forme de defensa la calificación de sus anteriores conchisionas en cual- 
quier sentido que creyere conveniente. ' . 

Las conclusiones podrán presentarse en forma alternativa con arreglo 
á lo dispuesto en el art. 565. 

Los informantes, al terminar sus discursos, entregarán escritas sus 
conclusiones al Presidente del Tribunal cuando hubiesen reformado las 
anteriores. 

Art. 738. Terminados los informes, el Presidente preguntará á los 
procesados si tienen algo que manifestar per sí mismos al 'Piríbuíaaí. 

Si contestaren afirmativamente les concederá la palabra» permitiendo* 
les decir todo cnanto creyeren conveniente para su defensa, pero sin con- 
sentir que 9fendaii con sus palabras^a moral, faltan al respeto al Tribunal 
ó á las consideraciones debidas á las deii^s personas. ^ 

Art. 739. Después de esto el Presidente preguntará á los Jurados si 

consideran necesaria alguna mayor instrucción sobre cualquiera de los 

puntos que sean objeto del juicio, acordando la que redamáred, si fuere 

posible. 

Art. 74O4 En seguida hará el Presidente el resumen de laa pruebas á 
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íDÍormes del MÍDÍsterio fiscal y de los defensores de ]a partes, asi como 
de lo maDífestádo por los procesados, ^presentando loá hechos con la mayor 
precisión y claridad, y absteniéndose con todo esmero de revelar su pro- 
pia opinión. 

Expondrá detenidamente á los Jurados la naturaleza jurídica de los 
hechos sobre que haya recaído la discusión, determinando las circunstan- 
cias constitutivas del delito sobre que esta hubiese versado. 

Expondrá asimismo la doctrina jurídica relativa á las circunstancias 
eximentes, atenuantes y agravantes que hayan sido objeto de prueba y dis- 
cusión, y en suma, todo lo que pueda contribuir á que los Jurados aprecien 
con exactitud el carácter criminal de los hechos, si lo tuvieren, y la parti- 
cipación que en ellos haya tenido cada uno de los procesados. 

Al hacer este resumen procurará inspirarse en los deberes de la más 
extricta imparcialidad; y demostrando sentimientos de humanitaria bene- 
volencia hacia los procesados, no faltará por esto á la necesaria severidad 
de la justicia. 

CAPITULO X. 

De las preguntas que han de ser contestadas en el veredicto y de las deli^ 
beraciones y decisioMS del Jurado y del Tribunal de derecho, 

Art. 741. Concluido el resumen á que se refiere el articulo anterior, 
el Presidente formulará las preguntas que el Jura(Jo haya de resolver con 
arreglo á las conclusiones definitivas de la acusación y de la defensa. 

Art. 742. Cuando las conclusiones de la acusación y de la defensa sean 
contradictorias de tal suerte que, resuelta la una en sentido afirmativo, 
no pueda menos de quedar resuelta la otra en ^1 negativo, ó viceversa, 
se formulará una sola pregunta. 

Art. 743. Por cada circunstancia eximente, atenuante ó agravante de 
responsabilidad que se comprendiere en las conclusiones de la acusación 
y de la defensa, se formulará también una pregunta. 

Art. 744. Si el reo fuere mayor de nueve años y menor de i 5, se for- 
mulará una pregunta especial para que el Jurado resuelva si ha obrado 
ó no con discermimiento. 

Art. 745. Si fueren dos ó más los procesados en el juicio, se formula- 
rán preguntas separadas para cada uno. 

Art. 746. Cuando hubiesen sido objeto del juicio do» ó más delitos, 
con arreglo á lo dispuesto en el art 735, se formularán también respecto á 
cada uno las preguntas correspondientes. 

Art. 747. El Presidente formulará además las preguntas que resulta- 
ren de las pruebas, aunque no hubiesen sido comprendidas en las conclu- 
siones de la acusación y de la defensa. 

19 
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Sin embargo de lo expuesto eo el párrafo anterior, el Presidente no 
podrá formular preguntas que tengan por objeto (a culpabilidad del pro- 
cesado ó procesados por un delito de mayor gravedad que el que hubiese 
sido objeto de la acusación. 

Art. 748. Formulará tambton el Presidente las preguntas correspon- 
dientes á las faltas incidentales que hubiesen sido objeto del juicio. Se en- 
tenderán faltas incidentales las definidas en el art. 654. 

Art. 749. No se formularán preguntas sobre la responsabilidad civil de 
los procesados ni de otras personas. 
Art. 750. La fórmula de las preguntas será la siguiente: 

¿M. N. es culpable del delito de ? (aquí la descripción del hecho). 

¿M. N. es culpable del delito frustrado de ? 

¿M. N. es culpable de la tentativa del delito de ? 

¿M . N. es culpable de complicidad en el delito de ? 

¿Vf. N. es culpable del encubrimiento del delito de.....? 

¿M. N. es culpable de conspiración para cometer el delito de ? 

¿M. N. es culpable de proposición para cometer el delito de ? 

¿En la ejecución del delito ha concurrido la circunstancia agravan- 
te de ? 

¿Eo la ejecución del delito ha concurrido la circunstancia atenuan- 
te de ? 

¿M. N. obró con discernimiento al ejecutar el hecho de ? 

¿M. N. es culpable de la falta incidental de ? 

¿M. N. está exento , de responsabilidad criminal por ?(aquí la cir- 
cunstancia eximente expuesta con las mismas palabras empleadas en el 
Código penal). 

Art. 751. El Presidente redactará por escrito las preguntas, leyéndo- 
las después en alta vos. 

Si alguna de las partes reclamase contra alguna de las preguntas for- 
muladas, ó por no haberse comprendida todas las que procediesen, la Sec- 
ción resolverá en el acto la reclamación, oyendo antes al Fiscal y á los 
defensores de las partes. 

Art. 752. Contra esta resohicion no procederá otro recurso más que el 
de casación si se preparare , ^r medio de la correspondiente protesta 
hecha en el acto. 

Art. 753. Las preguntas serán entregadas á los /urados, quienes tam- 
bién podrán enterarse de la causa y de las piezas de convicción que hu- 
biere, si lo solicitaren. 

Art. 754. Acto continuo se retirarán ios Jurados á la Sala destinada 
para sus deliberaciones. 

Art. 755. El primero de ellos, por el orden con que sus nombres hu- 
biesen salido en el sorteo, desempeñará las funciones de Presidente, á no 
ser que la mayoría acordare encomendarlas á otro. 
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Art. 756. La delíberacioD tendrá lagar á puerta cerrada, do permi- 
tiendo el Presidente del TribBDal la comunicacioo de los Jurados con uin- 
guna persona extraña, á cuyo efecto adoptará las disposiciones que con- 
sidere convenientes. 

Art. 757. No se interrumpirá la deliberación hasta que hayan sido 
contestadas todas las preguntas. 

Se exceptúa el caso en que la deliberación, se prolongue por tanto 
tiempo que no sea posible á los Jurados continuarla. 

El Presidente del Tribunal les permitirá que la suspendan; pero nada 
más que por el tiempo que considere indispensable para el descanso, sin 
que durante él pueda faltarse á la incomunicación prevenida en el articulo 
anterior. 

Art. 758. Si cualquiera de los Jurados tuviere duda sobre la inteli- 
gencia de alguna de las preguntas, podrá pedir por escrito y por conducto 
de su Presidente, que el Tribunal aclare también por escrito la pregunta 
dudosa. 

Art. 759. Terminada la deliberación, se procederá á la votación de 
cada una de las preguntas por el orden con que se hubiesen formulado por 
el Presidente del Tribunal. 

Art. 760. La votación será nominal y en alta vo^ contestando cada 
uno de los Jurados seguu su conciencia y bajo el juramento prestado á ca- 
da una de las preguntas Si ó No. 
Art. 761. La mayoría absoluta de votos formará veredicto. 
En caso de empate lo resolverá el que desempeñase las funciones de 
Presidente con arreglo al art. 755. 
Art. 762. Ninguno de los Jurados podrá abstenerse de votar. 
El que lo hiciere después de requerido tres veces por el Presidente, 
incurrirá en la pena señalada en el segundo párrafo del art. 383 del Código 
penal. 

La abstención, sin embargo, se reputará voto á favor de la inculpa- 
bilidad. 

Art. 703. Concluida la votación se extenderá un acta, en la forma si- 
guiente: cLos Jurados han deliberado sobre las preguntas que se han so- 
metido á su resolución y bajo el juramento que prestaron, declaran so- 
lemnemente lo siguiente: 

A la pregunta (aquí la pregunta copiada) Si ó No. 
Y así todas las preguntas por el orden con que hubieren sido resueltas. 
En el acta no podrá hacerse constar si el acuerdo se tomó por mayoría 
ó por unanimidad, y será firmada por todos los Jurados. 

El que no lo hiciere después de requerido tres veces, incurrirá en la 
responsabilidad señalada en el art. 734. 

Art. 764. El Jurado que revelare el voto que hubiese emitido, ó el que 
hubiese dado cualquiera de sus colegas, salvo lo que se dispone en el ar- 
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ticalo 78 i, será considerado eomo fuDcionario público para los efectos del 
art. 378 del Código penal. 

Art. 765. Escrita y firmada el acta, volverán los Jurados á la Sala del 
Tribunal, y ocupando sus respectivos asientos, el que hubiese desempe- 
ñado las funciones de Presidente leerá el acta en alta voz, entregándola 
después al Presidente del Tribunal. 

Art. 766. Pronunciado el veredicto, si hubiere sido de culpabilidad, el 
Presidente del Tribunal concederá la palabra al Fiscal y á la representa- 
ción de los actores particulares para que informen lo que tengan por con - 
veniente, así sobre la pena que deba imponerse á cada uno de los declara- 
dos culpables como sobre la responsabilidad civil y su cuantía, 

Después del Fiscal y de la representación de los actores particulares, 
informarán la de los procesados, y la de las idemás personas civilmente 
responsables. 

No se permitirán rectificaciones sino de hechos. 

Art. 767. Terminados estos informes ó inmediatamente después de 
pronunciado el veredicto, si éste hubiese sido de inculpabilidad, la Sección 
se retirará á deliberar y á dictar la sentencia que proceda en cada caso. 

Art. 768. En la sentencia se habrá de absolver ó condenar á los pro- 
cesados. Si fuere absolutoria se mandará poner inmediatamente en liber- 
tad á los presos que hubiesen sido declarados inculpables, á no ser que 
estuvieren también presos por otros delitos. 

Art. 769. Se fijará además en la sentencia la cuantía de la responsa- 
bilidad civil si procediere su declaración, ó se reservará al juicio civil 
correspondiente la apreciación de los dañoso perjuicios sufridos, si no se 
hubiesen ofrecido en el juicio datos bastantes para poder ser exactamente 
apreciados. 

Art. 770. Los Magistrados no podrán suspender la deliberacioo hasta 
que hayan votado la sentencia, á no ser en el caso y del modo prescrito en 
el art. 757. 

Art. 771. Redactada y firmada la sentencia volverán los Magistrados 
á la Sala del Tribunal , y después de ocupar sus asientos, el Presidente la 
leerá en alta voz, entregándola acto seguido al Secretario. 

Este leerá en seguida los artículos del Código penal que en la senten- 
cia se citaren. 

Art. 772. El Jurado y la Sección no podrán abstenerse de pronunciar 
veredicto y sentencia, por más que en ellos se declaren y castiguen deli- 
tos que no sean de la competencia del Jurado. 

Art. 773. El veredicto y la sentencia se unirán origínales á la causa. 

Art. 774. El veredicto y la sentencia se notificarán á las partes inme- 
diatamente que ésta fuere pronunciada. 

Art. 775. Leida que fuere la sentencia , declarará el Presidente del 
Tribunal terminado el juicio. 
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Art. 776. Contra el veredicto del Jurado do habrá mas recurso que ei 
de reforma por el mismo Jurado, ó el de revista de la causa por otro dis- 
tinto. 

Art. 777. £} Secretario del Tribunal extenderá un acta por cada sesión 
diaria que se hubiese celebrado, haciendo constar sucintamente todo lo 
importante que hubiese ocurrido. 

En las actas se insertarán á la letra las pretensiones incidentales y las 
resoluciones del Presidente ó de la Sección que hubieren de ser objeto del 
recurso de casación. 

En el acta de la última sesión se insertarán asimismo á la letra las con- 
clusiones de la acusación y de la defensa. 

Art. 778. Las actas se leerán al terminar cada sesión, haciéndose en 
ellas las rectiGcaciones que las partes reclamaren y la Sección acordare 
en ei acto. 

El Presidente, los demás Magistrados, los Jurados, el Fiscal, las partes 
y sus representantes y defensores Grmarán las actas. 

CAPÍTULO XI. 

De los recursos de reforma del veredicto y de revista de la causa 
por nuevo Jurado, 

Art. 779. El veredicto podrá ser devuelto al Jurado para que lo refor- 
me ó lo confirme en los casos siguientes: 

1 .* Guando se hubiese dejado de contestar categóricamente á alguna de 
las preguntas. 

2.* Cuando hubiere contradicción en las contestacciones ó no hubiere 
entre ellas la necesaria congruencia. 

3.* Cuando el veredicto contuviere alguna declaración ó resolución 
que exceda los límites de la contestación categórica á las preguntas for - 
muladas y sometidas al Jurado. 

4.' Cuando en la deliberación y votación se hubiese infringido lo dis- 
puesto en ios artículos 756, 757, 758, 759, 760, 762 y 763. 

Art. 780. Cuando el veredicto fuese devuelto al Jurado por no haber 
sido categóricamente contestada alguna de las preguntas, la Sección le or- 
denará de oficio ó á instancia de parte que , retirándose de nuevo á Ja Sala 
de deliberaciones, vuelva á resolver sobre la pregunta. 

Si el veredicto se hubiese devuelto por haber contradicción ó por no 
haber congruencia entre las contestaciones, la Sección ordenará de oficio 
ó á instancia de parte al Jurado que conteste nuevamente á las preguntas, 
haciéndole notar los defectos de que adolezcan las primeras contesta- 
ciones. 

Art. 781. Si después de la segunda deliberación el veredicto adolecie- 
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re todavía de alguno de ios defectos mencionados en los dos artículos an- 
leriores, la Sección acordará también de o6cio ó á instancia de parte que 
vuelva el Jurado á deliberar y á contestar á las preguntas. 

Si en esta tercera deliberación tampoco resultare veredicto por la mis- 
ma causa, el Presidente del Jurado antes de volver á la Sala del Tribunal 
hará constar el voto emitido porcada uno de los Jurados en esta tercera 
deliberación en un acta especial que habrán de firmar todos los presentes. 
Vueltos los Jurados á la Sala de Audiencia , el Presidente de aquellos 
entregará el acta al de la Sección. Sí esta después de examinar el acta cre- 
yere que no hay veredicto, lo declarará asíen alta voz el Presidente, y 
remitirá la causa á nuevo Jurado. 

El acta especial se enviará al Juez de instrucción competente para que 
proceda contra los Jurados responsables con arreglo al párrafo segundo 
del art. 383 del Código penal. 

Art. 7s2. Si la Sección desestimase la petición de cualquiera de las 
partes para que vuelva el veredicto aUurado ó se remita la causa á uno 
nuevo, podrá prepararse el recurso de casación, haciendo en el acto la 
correspondiente protesta. 

Art. 783. Acordará también la Sección someter la causa al conoci- 
miento de un nuevo Jorado cuando por unanimidad declarase que el Ju- 
rado habia incurrido en error grave y manifiesto al pronunciar el veredicto. 
La Sección sólo podrá hacer esta declaración en los casos siguientes: 

1 .* Guando siendo manifiesta por el resultado del juicio, sin que pue- 
da ofrecerse duda racional en contrarío, la inculpabilidad del procesado, 
el Jurado lo hubiese declarado culpable. 

2.* Guando siendo manifiesta por el resultado del juicio, ^in que pue- 
da ofrecerse duda racional en contrario, la culpabilidad del procesado, el 
Jurado lo hubiese declarado inculpable. 

3.* Guando siendo manifiesto por el resultado del juicio, sin que pueda 
ofrecerse duda racional en contrario, el dehto de que fuese culpable el 
procesado, el Jurado lo hubiere declarado culpable de otro diverso. 

Art. 784. En los casos de los artículos anteriores habrá de reprodu- 
cirse el juicio ante el nuevo Jurado con los mismos trámites y solemnida- 
des con que hubiese sido celebrado ante el primero. 

Art. 785. Para la formación del nuevo Jurado procederá inmediata- 
mente la Sección á sacar por suerte de la lista del partido á que corres- 
ponda la población en que el Tribunal estuviere constituido, los nombres 
de las 48 personas de que se hace expresión en el art. 703, y practicará las 
demás operaciones establecidas en esta ley para que pueda celebrarse el ' 
juicio y pronunciarse el veredicto y la sentencia. 
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TITULO W. 

DISPOSICIONES GENERALES Á LOS DOS TÍTULOS ANTERIORES. 

CAPÍTULO PRIMERO. 

De la suspensión del juicio^ 

Art. 789. Abierto un juicio, continuará durante todas las sesiones 
consecutivas que fueren necesarias hasta su conclusión. 

Art. 787. El Presidente del Tribunal podrá suspender la vista de una 
causa cuando las partes por motivos independientes de su voluntad no tu- 
vieren preparadas las pruebas Ofrecidas en sus res pectivos escritos. 

Art. 788. Las sesiones durarán en cada dia el tiempo que al constituir- 
se el Tribunal hubiese determinado el Presidente. 

Art. 789. Procederá la suspensión del juicio en los casos siguientes: 

1 .* Guando el Tribunal tuviere que resolver durante los debates alguna 
cuestión incidental que por cuaquiera causa fundada no pueda resolverse 
en el acto. 

2.' €uando eí Tribunal 6 alguno de sus individuos tuviere que hacer 
alguna diligencia de inspección ocular, con arreglo á lo dispuesto en el 
articulo 638, y no pudiere practicarse en el tiempo intermedio entre una y 
otra Sesión. 

3.* Cuando 00 comparezcan testigos de cargo y descargo ofrecidos 
por las partes, y el Tribunal considere necesaria la declaración de los 
mismos. 

Podrá, sin embargo, el Tribunal en este caso, acordar la continuación 
del juicio y la practicado las demás pruebas, y después que se hayan he- 
cho, suspenderlo hasta que comparezcan los testigos ausentes. 

i.'* Cuando algún individuo del Tribunal de derecho ó algún Jurado ó 
el defensor de cualquiera de las partes enfermare repentinamente, hasta el 
punto de que no pueda continuar tomando parte en el juicio, ni pueda ser 
reemplazado el último sin grave inconveniente para la defensa del inte- 
resado. 

5.* Guando alguno de los procesados se hallare en el caso del númerQ 
anterior, eu términos de que no pueda estar presente en el juicio. 

La suspensión no se acordará sino después de haber oido á los Faculta- 
tivos nombrados de oficio para el reconocimiento del enfermo. 

6.* Guando revelaciones ó retractaciones inesperadas produjeren alte« 
raciones sustanciales en los juicios, haciendo necesarios nuevos elementos 
de prueba ó alguna sumaria instrucción suplementaria. 

Art. 790. En los casos I. % 2.% 4." y 5.* del artículo anterior, el Tri- 
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buoal podrá decretar de oficio la suspeosíoo; en ios demás se decretará á 
iostaacia de parte. 

Art. 79i. Gd los autos de suspeasioa que se díctareo, se fijará el 
tiempo de la suspeosioo, si fuere posible, y s€| determinará lo que corres- 
ponda para la continuacioa del juicio. 

GoQtra estos autos do se dará recurso alguno. 

CAPÍTULO íl. 
De las facultades discrecionales del Presidente del Tribunal. 

Art. 792. £1 Presidente del Tribunal t^Qdrá todas las facultade;s nece- 
sarias para conservar ó establecer el orden en ias sesiones, p^diendo cor- 
regir en el acto con, multa de 25 á 250 peseMis las faltas que no consti- 
tuyan delito ó que no tengan señalada en la ley una corrección espe* 
cial. 

Art. 793. Podrá también acordar que se detenga en el acto á cual- 
quiera que delinquiere en la sesión poniéndolo á dÍ3posicion del Juzgado 
competente. 

Art. 794. El Presidente mandará que las sesiones se celebren á puer- 
ta cerrada, cuando así lo exigieren razones de moralidad pública ó el res- 
peto debido á la persona ofendida por el delito ó á su familia. 

Art. 795. Podrá el Presidente, sin contravenir á las prescripciones de 
esta ley, adoptar cuantas resoluciones estime convenientes para el mejor 
ordenen el juicio y el mayor esclarecimiento de los hechos. 

Cuidará asimismo de dirigir con acierto á los Jurados en el desempeño 
de sus funciones, sin invadir las atribuciones que les correspondan: 
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